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No partíamos de cero. Letra S había sido 
pionera en México, desde 1994, en el regis-
tro de homicidios a partir de la revisión de 
prensa; Colombia Diversa comenzó en 2006 
a documentar violaciones de derechos hu-
manos y muertes violentas; y Cattrachas, 
desde el año 2000, sostenía en Honduras 
un observatorio construido desde la expe-
riencia lésbica y comunitaria. Al contrastar 
prácticas, análisis y estadísticas, compren-
dimos que estábamos registrando la misma 
barbarie, aunque con métodos distintos. 
Esa constatación fue la primera semilla 
de una alianza que, en 2016, tomó for-
ma como la Red Sin Violencia LGBTIQ+. 
Desde entonces la Red ha articulado obser-

vatorios y organizaciones en más de once 
países de América Latina y el Caribe. 

Esa articulación regional fue posible gracias 
a los aportes, aprendizajes y compromisos 
de la Red Nacional de Diversidad Sexual y 
VIH de Guatemala (REDNADS) y la Asocia-
ción LAMBDA, de Guatemala; Trans Siem-
pre Amigas (TRANSSA), de la República 
Dominicana; la Fundación PAKTA, de Ecua-
dor; Lesbianas Independientes Feministas y 
Socialistas (LIFS) y el Observatorio de De-
rechos Humanos LGBT de la Universidad 
Peruana Cayetano Heredia, de Perú; ADES-
PROC Libertad GLBT, de Bolivia; la Asso-
ciação Nacional de Travestis e Transexuais 

Fue hace casi catorce años: el 7 de diciembre 
de 2012. En San José de Costa Rica, durante un 
encuentro convocado por el Centro por la Justicia 
y el Derecho Internacional (CEJIL) con más de 
treinta organizaciones regionales, convergimos 
como si nos hubieran marcado el mismo mapa: 
Cattrachas, de Honduras; Colombia Diversa, 
de Colombia; y Letra S, de México. Allí quedó 
registrado nuestro descubrimiento mutuo: 
compartíamos el empeño de documentar 
las muertes violentas de personas LGBTIQ+ 
y de hacer visible una violencia que, aunque 
atravesaba fronteras, permanecía fragmentada en 
los registros y desatendida por los Estados.
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(ANTRA), de Brasil; y la Asociación de Tra-
vestis, Transexuales y Transgéneros del Pa-
raguay (Panambi), entre otras organizacio-
nes cuyos nombres se omiten por razones de 
seguridad. A todas las organizaciones que, 
en distintos momentos y desde diversos 
territorios, han sido parte de este camino, 
les expresamos nuestro profundo agrade-
cimiento por contribuir a construir, sos-
tener y fortalecer este esfuerzo colectivo.

Del activismo local, comprometido y alta-
mente riguroso nació la voluntad de encon-
trarnos entre iguales: compartir, aprender 
y, en el mejor sentido de la palabra, copiar 
aquello que funcionaba. Constantemen-
te nos preguntábamos qué más podíamos 
hacer juntas, ya no solo en cada país, sino 
como región. Fuimos construyendo una co-
laboración horizontal que permitió hacer 
más complejas las variables y fuentes, com-
partir tecnología, fortalecer metodologías y 
elaborar narrativas y argumentos comunes. 
El intercambio de experiencias sobre méto-
dos y herramientas de registro, junto con la 
construcción colectiva, profesionalizó y po-
tenció nuestro trabajo, especialmente en el 
ámbito regional. También aprendimos que 
importaba tanto el resultado, como la for-
ma en que se recopilaban y analizaban los 
casos. Los observatorios con mayor expe-
riencia debían acompañar a quienes apenas 
comenzaban. De esta forma la Red fortalecía 
las capacidades de cada proceso nacional.

Los hallazgos de nuestros observatorios no 
pertenecen al frío campo de la estadística ni 
a la distancia académica. Constituyen una 
construcción viva y resistente de la memo-
ria que escribimos día a día con nuestros 
cuerpos y vivencias. Lo que monitoreamos 

no está lejos: hablamos de nuestras amigas, 
nuestros amigos, nuestras familias elegidas 
y de nosotres. Siempre que documentamos 
un crimen, transformamos la pérdida en 
memoria histórica de la dignidad e impe-
dimos que el Estado borre los nombres de 
quienes fueron víctimas del prejuicio.

Este trabajo exige entrenamiento, agudeza 
para buscar información y capacidad para 
reconocer patrones de violencia, pero tam-
bién fortaleza mental, acompañamiento 
colectivo y cuidado mutuo. No es fácil en-
frentarse diariamente al asesinato de per-
sonas que son, lucen, aman y existen como 
nosotres. Por eso, el trabajo de la Red no es 
solo técnico: es un esfuerzo personal y co-
lectivo, profesional y político, que compro-
mete nuestro activismo y nuestras vidas. 
Creemos que la documentación, cuando se 
sostiene desde la cercanía y la memoria, se 
convierte en una de las formas más profun-
das del activismo: transforma el dolor indi-
vidual en fortaleza colectiva.

Articular esta red regional ha tenido un im-
pacto político y social profundo. Nos permi-
tió demostrar que las muertes violentas no 
son casos aislados ni casualidades locales, 
sino manifestaciones de patrones de vio-
lencia por prejuicio e impunidad que atra-
viesan América Latina y el Caribe. Gracias a 
nuestra labor, pasamos de ordenar colum-
nas de cifras a incidir ante el Sistema Intera-
mericano de Derechos Humanos, las Nacio-
nes Unidas, los gobiernos, los ministerios 
públicos, los medios de comunicación y la 
sociedad. El observatorio regional se ha po-
sicionado por su trabajo profesional y per-
sistente. La categoría de “violencia por pre-
juicio” ha contribuido a comprender estas 
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agresiones como un fenómeno social y no 
como una mera animadversión personal. La 
Red promovió esta comprensión ante insti-
tuciones internacionales de protección de 
los derechos humanos y su adopción se ha 
reflejado en documentos de organismos in-
ternacionales e instituciones nacionales de 
distintos países.

En estos años consolidamos alianzas con 
instituciones regionales de protección de 
los derechos humanos, entre ellas la Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos, y con ins-
tancias de procuración de justicia, como la 
Asociación Iberoamericana de Ministerios 
Públicos. También acompañamos proce-
sos de litigio estratégico de gran relevancia, 
como el caso de Vicky Hernández vs Hondu-
ras, ante la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos y culminado en una senten-
cia histórica para la región. Estos avances 
muestran que la evidencia producida por 
lesbianas, hombres trans, mujeres trans, 
hombres gays y otras personas de nuestras 
comunidades es una herramienta indispen-
sable para dar cuenta de la inoperancia de 
los sistemas de justicia y abrir caminos de 
reparación.

La Red no trabaja para registrar muertes; tra-
baja para que esas muertes dejen de suceder. 
Trabaja para que los Estados cumplan su 
promesa de igualdad y para que la orienta-
ción sexual, la identidad y expresión de gé-
nero o amar a una persona del mismo sexo 
no nos cuesten la vida. Hoy este mensaje es 
compartido por organizaciones, movimien-
tos sociales, instituciones públicas, la aca-
demia y personas aliadas. Ya no estamos so-
las en este reclamo, y ese es uno de nuestros 

mayores logros. Existe un movimiento con-
solidado que exige justicia para las víctimas 
LGBTIQ+ y las muertes violentas han deja-
do de ser una estadística más. Sin embargo, 
estas violencias siguen siendo una realidad, 
especialmente en un contexto global que 
amenaza con retrocesos en derechos.

Mientras exista violencia motivada por la 
orientación sexual, la identidad o la expre-
sión de género de las víctimas, y mientras 
las instituciones encargadas de impartir 
justicia no la registren ni la investiguen 
adecuadamente, serán necesarios los ob-
servatorios comunitarios y civiles que la 
hagan visible y demanden justicia. A quie-
nes comienzan esta labor les decimos: no 
parten de cero. Tomen las experiencias de 
las organizaciones de la Red y, a partir de 
ellas, propongan nuevas rutas para docu-
mentar, investigar e incidir.

Por nuestra parte, renovamos nuestro com-
promiso de ampliar la documentación, 
vincular a más países y seguir sumando 
alianzas. Hacemos un llamado a las nuevas 
generaciones, a las organizaciones aliadas y 
a la sociedad civil para multiplicar los co-
nocimientos y las luchas transmitidas para 
proyectarlas hacia el futuro. La Red Sin Vio-
lencia permanecerá en pie, soñando con un 
mundo de libertades y complicidades, has-
ta que el derecho a la vida sea una realidad 
para todas las personas LGBTIQ+.
 

Red Lésbica Cattrachas (Honduras),
Colombia Diversa (Colombia)
y Letra S (México)
Organizaciones fundadoras de la Red 
Sin Violencia LGBTIQ+
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Introducción
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Este informe da continuidad a un proceso 
acumulativo de memoria y documentación 
que iniciamos en 2019. Ese año publicamos 
el primer informe que comprendía el pe-
riodo de 2014 a 2019, titulado El prejuicio 
no conoce fronteras. Desde entonces, hemos 
elaborado cinco informes anuales consecu-
tivos, cada uno ampliando la evidencia y el 
análisis regional, hasta llegar a este sépti-
mo informe que consolida una década de 
trabajo. La serie de informes constituye un 
archivo vivo que permite observar la persis-
tencia de la violencia letal, sus variaciones 
y las respuestas —o ausencias de respues-
ta— de los Estados.

A lo largo de este tiempo, la Red ha conso-
lidado un espacio de articulación técnica y 
política que ha permitido visibilizar lo que 
durante mucho tiempo fue negado o mini-
mizado: la violencia letal contra personas 
LGBTIQ+ como un patrón sistemático y 
sostenido. Hemos analizado su persisten-
cia, sus dinámicas y sus impactos, produ-
ciendo evidencia sólida para la memoria, la 
justicia y la acción estatal. Este informe es, 
por tanto, una herramienta de incidencia y 
también un ejercicio de memoria colectiva.
La creación del Observatorio Regional en 
2016 fue uno de los mayores logros de este 
proceso. A través de él, las organizaciones 

El Informe regional 2025 de la Red Sin Violencia 
LGBTIQ+ se presenta en un momento clave pues 
celebramos una década de articulación regional, 
de trabajo sostenido, riguroso y profundamente 
comprometido con la defensa de los derechos 
humanos de las personas LGBTIQ+ en América 
Latina y el Caribe. Este momento no solo marca 
una trayectoria institucional, sino también diez 
años de resistencia colectiva frente a la violencia 
que persiste y se transforma en los diferentes 
territorios de la región.
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que integran la Red han sostenido un traba-
jo de documentación que combina la expe-
riencia situada con metodologías capaces 
de dialogar con Estados, fiscalías, acade-
mia, organizaciones sociales y organismos 
internacionales. Este enfoque ha permitido 
que el trabajo local se traduzca en eviden-
cia verificable, fortaleciendo la exigencia 
de justicia, reparación y políticas públicas 
efectivas.

El camino recorrido no ha sido lineal. Se-
guimos enfrentando crisis políticas, retro-
cesos democráticos, reducción de apoyos 
internacionales y contextos hostiles hacia 
los derechos de personas LGBTIQ+. En mu-
chos territorios, documentar la violencia ha 
implicado asumir riesgos personales y co-
munitarios. Queremos por ello reconocer 
de manera especial a las organizaciones y 
personas que, en condiciones adversas, han 
sostenido la tarea de documentar, sistema-
tizar y analizar la violencia. Su compromiso 
ha hecho posible que nuestra articulación 
se mantenga viva.

Mantener la Red hoy significa sostener la 
búsqueda de justicia en medio de un con-
texto complejo. Implica conservar las bases 
de datos actualizadas, contrastar fuentes, 
alertar a otras organizaciones e institucio-
nes y convertir la información en análisis 
regional. Este informe recoge ese esfuerzo 
colectivo y lo proyecta hacia el futuro, rea-
firmando nuestra convicción de que docu-
mentar el presente es defender el derecho a 
un mañana con dignidad.

El informe de este año presenta el análisis 
de los homicidios de personas LGBTIQ+ en 
diez países de América Latina y el Caribe, 

en el marco de una lectura del contexto so-
ciopolítico regional marcado por la inesta-
bilidad política, el cierre del espacio cívico y 
la amplificación de discursos antiderechos. 
Se incluyen datos comparativos por países y 
subregiones, características de las víctimas 
y de los hechos, así como información so-
bre las personas agresoras y la respuesta del 
sistema de justicia. Finalmente, se ofrecen 
conclusiones y recomendaciones, regiona-
les y nacionales, orientadas a fortalecer la 
prevención, la investigación y la garantía de 
justicia para las personas LGBTIQ+.

Este informe está dirigido a Estados, orga-
nismos internacionales, organizaciones so-
ciales y personas LGBTIQ+, con el propósito 
de servir como insumo para la construcción 
de políticas públicas, el fortalecimiento del 
marco jurídico y la generación de estrate-
gias de prevención y reparación. En un con-
texto donde los Estados parecen tener cada 
vez menos capacidad para mantener datos 
completos, fiables y de calidad, este docu-
mento busca aportar evidencia rigurosa y 
análisis crítico que permitan avanzar hacia 
respuestas más efectivas.

Tras una década de trabajo, reafirmamos 
que la documentación de estos hechos es 
también una estrategia de transformación 
social, de memoria y de defensa de la vida. 
Este informe es, en ese sentido, una invita-
ción a seguir construyendo verdad, repara-
ción y dignidad desde nuestras organiza-
ciones y comunidades.

La memoria también se construye con da-
tos, y transformar esos datos en evidencia 
es una forma de exigir justicia y defender el 
futuro.
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Metodología
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del monitoreo de medios de comunicación y 
redes sociales. Sin embargo, hay variaciones 
en la medida en que se hizo uso de este tipo 
de información. En algunos países, esta in-
formación se contrastó o complementó con 
datos oficiales, principalmente provenien-
tes de fiscalías y otras instituciones públi-
cas. En otros, especialmente donde el acceso 
a la información oficial es limitado, parcial 
o restringido, se priorizó dicho análisis de 
medios y redes sociales, y se complementó 
con testimonios comunitarios. Asimismo, 
en ciertos países la información publica-
da por instituciones oficiales constituyó la 
fuente principal, complementada con el se-
guimiento de prensa y redes sociales.

Los contextos políticos influyen de manera 
significativa en las posibilidades de moni-
toreo, documentación y verificación de los 
casos. En algunos países, las restricciones 
al acceso a la información pública y/o la au-
sencia de registros oficiales específicos difi-
cultan la identificación y el seguimiento de 
los hechos de violencia letal. A ello se suman 
denuncias sobre posibles acciones de encu-
brimiento o falta de transparencia por parte 
de instituciones estatales, que pueden limi-
tar el acceso a información relevante para la 
investigación. Asimismo, en otros contex-
tos, las organizaciones de la sociedad civil 
enfrentan situaciones de persecución y san-
ciones que limitan su capacidad de monito-
reo, investigación y denuncia.

La metodología de este informe se sustenta 
en el análisis de información cuantitativa 
y cualitativa proporcionada por los 
observatorios que integran la Red Sin Violencia 
LGBTIQ+. Durante 2025, las organizaciones 
documentaron casos de homicidios de 
personas LGBTIQ+ a partir de distintas fuentes, 
aplicando metodologías adaptadas a los 
contextos sociopolíticos de cada país.
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Frente a estas limitaciones, las alianzas con 
actores comunitarios y organizaciones te-
rritoriales se convierten en un componente 
fundamental de la metodología. Estas co-
laboraciones permiten ampliar la cobertura 
de los casos documentados y profundizar 
en su comprensión desde una perspectiva 
territorial y situada. Las alianzas también 
contribuyen a mejorar los procesos de ve-
rificación y seguimiento 
en contextos donde las 
fuentes formales u ofi-
ciales presentan vacíos o 
restricciones.

Durante el año 2025, los 
observatorios registra-
ron sus casos en la Pla-
taforma RSV, un sistema 
de registro con el que las 
personas usuarias interactúan desde Ex-
cel y PowerApps, y que almacena la infor-
mación en una base de datos SQL de Azu-
re. Esta herramienta digital compartida 
centraliza la información recolectada por 
cada observatorio, garantiza criterios de 
seguridad, confidencialidad y permite la 

trazabilidad de los casos documentados. 
La plataforma facilita además el registro 
unificado mediante un conjunto común 
de variables.

Una vez cargada la información, la Secreta-
ría Técnica de la Red Sin Violencia LGBTIQ+ 
realiza un proceso de revisión y evaluación 
de datos que incluye limpieza, estandariza-

ción y control de cali-
dad. Como parte de este 
proceso, se desarro-
llan intercambios con 
los observatorios para 
complementar la infor-
mación registrada. Este 
trabajo colaborativo 
permite incorporar co-
nocimiento contextual 
sobre los casos. Poste-

riormente, todos los registros son consolida-
dos en una única base de datos, que consti-
tuye el principal insumo para el análisis de 
patrones de violencia letal, la elaboración 
de estadística descriptiva y la producción de 
análisis contextualizados a nivel regional, 
subregional y nacional.

En algunos países, las 
restricciones al acceso a 
la información pública y/o 
la ausencia de registros 

oficiales específicos 
dificultan la identificación 

y el seguimiento de los 
hechos de violencia letal.
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3
Homicidios
de personas
LGBTIQ+ 
en América
Latina
y el Caribe
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3.1 Contexto sociopolítico 
regional

En 2025, la región continuó enfrentando 
riesgos para la institucionalidad democrá-
tica, el ejercicio de los derechos humanos 
y la protección del espacio cívico. En este 
contexto, diversos países registraron ten-
siones asociadas a la concentración de po-
der, cuestionamientos a la independencia 
de los poderes públicos, restricciones a la 
participación ciudadana, recortes presu-
puestales a la política social y obstáculos 
para el ejercicio de las libertades de expre-
sión, asociación y reunión. Estas dinámicas 
se desarrollaron en medio de procesos elec-
torales marcados por una creciente polari-
zación política, el deterioro de la confianza 
en las instituciones democráticas y persis-
tentes dificultades para garantizar el acceso 
a la justicia y la protección efectiva de los 
derechos humanos.

3.1.1 Inestabilidad política y 
desplazamiento de la agenda de 
derechos humanos 

Las democracias latinoamericanas enfren-
tan una creciente brecha entre las expecta-
tivas ciudadanas y la capacidad de las ins-
tituciones para ofrecer respuestas efectivas. 
Dado que, si bien la democracia continúa 
siendo la forma de gobierno preferida por 
amplios sectores de la población, el aumen-
to de la insatisfacción con su funcionamien-

to ha puesto en evidencia limitaciones en 
materia de representación, eficacia guber-
namental y generación de resultados con-
cretos para la ciudadanía. Esta situación ha 
contribuido a un proceso paulatino de des-
gaste de la legitimidad democrática, en el 
que la estabilidad electoral no siempre ha 
estado acompañada de una mayor confian-
za en las instituciones ni de una percepción 
de inclusión efectiva en la toma de decisio-
nes públicas. En consecuencia, los procesos 
electorales y preelectorales adquirieron una 
relevancia creciente como escenarios de 
disputa sobre la capacidad de la democracia 
para canalizar demandas sociales, procesar 
conflictos y sostener consensos mínimos de 
gobernabilidad democrática.1 

En este escenario, el ascenso de algunos lide-
razgos políticos contribuyó a transformar la 
orientación política de diversos gobiernos y 
reconfigurar el panorama regional. Especial-
mente esto sucedió en casos como el de Da-
niel Noboa, Rodrigo Paz y Nasry Asfura, que 
han cuestionado consensos previamente es-
tablecidos en materia de derechos humanos 
e igualdad de género. La agenda pública re-
gional tendió a concentrarse en asuntos vin-
culados con la seguridad, la gobernabilidad 
y el control social, mientras que los debates 
sobre derechos humanos, igualdad e inclu-
sión perdieron relevancia en varios países de 
la región. Entre los países integrantes de la 
Red esto se observó en Ecuador y Bolivia. En 
El Salvador y Nicaragua esta tendencia ya se 
venía consolidando.

1	 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), Democracias bajo presión: Reimaginar los futuros de la 
democracia en América Latina y el Caribe (Nueva York: PNUD, 2025), https://www.undp.org/es/latin-america/publi-
caciones/informe-sobre-democracia-y-desarrollo-democracias-bajo-presion-reimaginar-los-futuros-de-la-de-
mocracia-en-america-latina
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Según lo documentó la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos (CIDH), las 
transformaciones ocurrieron, además, en 
un contexto marcado por la expansión del 
crimen organizado y la consolidación de 
grupos criminales y actores armados que 
deterioraron la seguridad ciudadana. Dicha 
situación evidenció las limitaciones de los 
Estados para ejercer control efectivo, preve-
nir la violencia y responder de manera inte-
gral a fenómenos asociados al narcotráfico, 
la trata de personas, las economías ilegales 
y la corrupción.2 Simultáneamente, aumen-
tó la percepción de inseguridad entre la 
ciudadanía y se mantuvo la seguridad pú-
blica como una de las principales preocupa-
ciones en la agenda política y electoral. En 
respuesta, diversos gobiernos impulsaron 
estrategias centradas en el endurecimien-
to de las políticas de seguridad, incluyendo 
procesos de militarización, ampliación de 
facultades policiales y discursos de “mano 
dura”, que adquirieron relevancia tanto en 
el debate público como en la competencia 
electoral.3

No obstante, estas respuestas coexistieron 
con restricciones al espacio cívico, la crimi-
nalización de la protesta y el incremento de 
riesgos para personas defensoras de dere-

chos humanos, periodistas y organizacio-
nes de la sociedad civil.4 Así, la protección 
de derechos fue frecuentemente subordina-
da a enfoques centrados en el control y la 
seguridad. A su vez, este escenario coincidió 
con persistentes desigualdades de género, 
manifestaciones de violencia política con-
tra las mujeres y barreras para la inclusión 
de grupos históricamente discriminados. 
En últimas, esto evidencia las dificultades 
para avanzar simultáneamente en agendas 
de seguridad, gobernanza e igualdad con 
enfoque diferencial.5 

En conjunto, las dinámicas descritas pre-
viamente tuvieron efectos sobre la parti-
cipación democrática, la inclusión social 
y la capacidad de incidencia de distintos 
sectores de la ciudadanía. Según advierte 
el Informe Regional sobre Desarrollo Hu-
mano del PNUD, la fragmentación políti-
ca, la polarización y el debilitamiento de 
los canales de representación limitaron las 
posibilidades de los sectores sociales para 
influir en la toma de decisiones públicas y 
canalizar sus demandas a través de meca-
nismos institucionales.6 Estas condiciones 
de baja representatividad impactaron de 
manera particular a poblaciones histórica-
mente discriminadas, entre ellas mujeres, 

2	 Ibídem.

6	 Ibídem. p. 150.

3	 Ibídem.

4	 Amnistía Internacional, Los derechos humanos en América. 2025. https://www.es.amnesty.org/en-que-estamos/
paises/america/

5	 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), Informe Regional sobre Desarrollo Humano 2025. 
Bajo presión: Recalibrando el futuro del desarrollo en América Latina y el Caribe (Nueva York: PNUD, 2025), p. 143. 
https://www.undp.org/es/latin-america/publicaciones/informe-regional-sobre-desarrollo-humano-bajo-pre-
sion-recalibrando-el-futuro-del-desarrollo-en-america-latina-y-el-caribe 



20

In
fo

rm
e 

An
ua

l 2
02

5 
| H

om
ic

id
io

s 
de

  p
er

so
na

s 
LG

BT
IQ

+ 
en

 A
m

ér
ic

a 
La

tin
a 

y 
el

 C
ar

ib
e

personas LGBTIQ+, pueblos indígenas y 
comunidades afrodescendientes, quienes 
continuaron enfrentando barreras para el 
ejercicio pleno de sus derechos y menores 
niveles de aceptación e inclusión social.7  

3.1.2 El cierre del espacio cívico: 
impacto sobre las organizaciones de 
la sociedad civil en 2025

En la región se profundizaron las restric-
ciones al espacio cívico mediante la con-
solidación de medidas legales, administra-
tivas y financieras orientadas a limitar la 
capacidad de acción de organizaciones de 
la sociedad civil, medios de comunicación 
y personas defensoras de derechos huma-
nos. Por ejemplo, en países como Perú y El 
Salvador se sostuvieron marcos normati-
vos que aumentaron los controles sobre el 
financiamiento, registro y funcionamiento 
de organizaciones sociales, mientras que 
en Guatemala persistieron estrategias de 
judicialización y persecución institucional 
dirigidas contra personas operadoras de 
justicia, periodistas y actores vinculados 
a la defensa de derechos humanos y la lu-
cha contra la corrupción.8 Como advirtie-
ron Maureen Meyer y Corie Welch en su 
informe para la Washington Office on Latin 

America (WOLA) y basadas en información 
de otros mecanismos de derechos humanos 
regionales, estas medidas se inscriben en 
una tendencia regional caracterizada por 
la utilización de “leyes, políticas y proce-
dimientos administrativos que restringen 
indebidamente la financiación de asocia-
ciones procedente de fuentes internaciona-
les” y generan “una injerencia injustificada 
y discriminatoria en el disfrute del derecho 
a la libertad de asociación”.9

Esta tendencia coincidió con una contracción 
significativa de la cooperación internacional. 
La Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económico (OCDE) proyectó una re-
ducción de entre 9 % y 17 % de la asistencia ofi-
cial para el desarrollo (AOD) en 2025, tras una 
caída de 9 % en 2024. A su vez, la suspensión 
de aproximadamente el 82 % de los fondos 
de la Agencia de los Estados Unidos para el 
Desarrollo Internacional (USAID) destinados 
a América Latina obligó a numerosas organi-
zaciones a reducir personal, limitar progra-
mas o cesar actividades.10 En ese sentido, se 
debilitaron capacidades fundamentales para 
la producción de información independiente, el 
monitoreo ciudadano sobre el cumplimiento 
de las obligaciones estatales en materia de 
derechos humanos y la sostenibilidad de ini-
ciativas de acompañamiento e incidencia.

7	 Ibídem. p. 143.

8	 Maureen Meyer y Corie Welch, Limitando el espacio cívico: el endurecimiento de las restricciones a la sociedad civil en 
las Américas (Washington, D. C.: Oficina en Washington para Asuntos Latinoamericanos (WOLA),2025), p. 2. ht-
tps://www.wola.org/es/analysis/limitando-el-espacio-civico-el-endurecimiento-de-las-restricciones-a-la-socie-
dad-civil-en-las-americas/ 

9	 Ibídem. p. 2.

10	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), Cuts in Official Development Assistance: OECD 
Projections for 2025 and the Near Term (Parías: OECD, 2025). https://www.oecd.org/en/publications/cuts-in-offi-
cial-development-assistance_8c530629-en/full-report.html 
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El aumento de los riesgos asociados a la 
labor de defensa y denuncia contribuyó 
al desplazamiento forzado y exilio de per-
sonas defensoras, periodistas y operado-
ras de justicia. De esta forma, se redujo la 
disponibilidad de capacidades territoria-
les para el acompañamiento y monitoreo 
de violaciones de derechos humanos y la 
producción de información independiente. 
A este contexto se suma que, tal y como lo 
señalan Meyer y Welch para la WOLA, “a 
medida que proliferan las leyes contra las 
ONGs bajo gobiernos con tendencias auto-
ritarias, son cada vez menos las voces de la 
comunidad internacional que defienden y 
apoyan a las organizaciones de la sociedad 
civil”. 11 Es una situación que profundiza las 
dificultades para sostener mecanismos in-
dependientes de observación, denuncia e 
incidencia.12 

Más allá de la reducción inmediata de re-
cursos, se evidenció la dependencia de las 
organizaciones y Estados en la región al fi-
nanciamiento internacional y la vulnerabi-
lidad de sus capacidades operativas frente 
a cambios en las prioridades y mecanis-
mos de asignación de recursos externos. Es 

decir, en un escenario global marcado por 
tensiones geopolíticas, crisis simultáneas y 
crecientes demandas sobre los sistemas de 
cooperación y asistencia internacional, la 
sostenibilidad de iniciativas vinculadas al 
fortalecimiento democrático, la defensa de 
derechos humanos y el acompañamiento a 
poblaciones históricamente discriminadas 
enfrentó nuevos desafíos.13 De este modo, 
la suspensión de una parte significativa de 
los fondos de USAID destinados a América 
Latina puso de manifiesto estas vulnerabi-
lidades y planteó interrogantes sobre la ca-
pacidad de las redes de sociedad civil para 
sostener, en el mediano plazo, procesos de 
monitoreo, documentación e incidencia en 
contextos cada vez más restrictivos.14

Las restricciones al espacio cívico también 
incidieron en la capacidad de producir, ac-
ceder y difundir información relevante para 
el debate público y la rendición de cuentas. 
En Nicaragua la cancelación de organiza-
ciones sociales y las restricciones impuestas 
a medios de comunicación independientes 
redujeron significativamente las capacida-
des de monitoreo y denuncia. En Guatema-
la, la judicialización y el exilio de personas 

11	 Maureen Meyer y Corie Welch, Limitando el espacio cívico: el endurecimiento de las restricciones a la sociedad civil en 
las Américas (Washington, D. C.: Oficina en Washington para Asuntos Latinoamericanos (WOLA),2025), p. 19. ht-
tps://www.wola.org/es/analysis/limitando-el-espacio-civico-el-endurecimiento-de-las-restricciones-a-la-socie-
dad-civil-en-las-americas/ 

13	 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), Informe Regional sobre Desarrollo Humano 2025. Bajo 
presión: Recalibrando el futuro del desarrollo en América Latina y el Caribe (Nueva York: PNUD, 2025), p. ii. https://www.
undp.org/es/latin-america/publicaciones/informe-regional-sobre-desarrollo-humano-bajo-presion-recalibran-
do-el-futuro-del-desarrollo-en-america-latina-y-el-caribe 

14	 Maureen Meyer y Corie Welch, Limitando el espacio cívico: el endurecimiento de las restricciones a la sociedad civil en las 
Américas (Washington, D. C.: Oficina en Washington para Asuntos Latinoamericanos (WOLA),2025). https://www.
wola.org/es/analysis/limitando-el-espacio-civico-el-endurecimiento-de-las-restricciones-a-la-sociedad-ci-
vil-en-las-americas/

12	 Ibídem. 
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15	 Ibídem.

16	 Marina Nord, Ana Good God y Staffan I. Lindberg, Democracy Report 2026: Unraveling the Democratic Era? (Gothen-
burg: V-Dem Institute, University of Gothenburg, 2026). https://www.v-dem.net/documents/75/V-Dem_Institu-
te_Democracy_Report_2026_lowres.pdf 

17	 Rodrigo Barahona Celada, La sociedad civil ante el cierre del espacio cívico en América Latina y el Caribe: entre la resis-
tencia y la resiliencia (Madrid: Fundación Carolina, 2026). Documentos de trabajo, n.º 109 (2.ª época). https://www.
fundacioncarolina.es/wp-content/uploads/2026/01/DT109.pdf 

18	 Ibídem. p. 5.

operadoras de justicia, periodistas y per-
sonas defensoras afectaron la continuidad 
de procesos de investigación y documenta-
ción. A su vez, en El Salvador persisten pre-
ocupaciones sobre las condiciones para el 
ejercicio del periodismo y el acceso a infor-
mación relacionada con la gestión pública y 
las políticas de seguridad.15

Tales dinámicas se desarrollaron en un con-
texto de deterioro de la libertad de expre-
sión y aumento de la represión sobre la so-
ciedad civil, tendencias identificadas como 
algunas de las principales características de 
los actuales procesos de autocratización.16 
A ello se sumó el uso creciente de herra-
mientas tecnológicas y jurídicas orienta-
das a vigilar, desacreditar o desincentivar 
la labor de denuncia. Ente estas se incluyen 
la vigilancia digital, campañas coordina-
das de hostigamiento y acciones judiciales 
abusivas contra actores críticos.17 Por tales 
razones, se debilitaron las condiciones para 
la investigación social, el periodismo inde-
pendiente y el monitoreo ciudadano, limi-
tando la disponibilidad de información ne-
cesaria para evaluar la actuación estatal.
 
En resumen, las tendencias observadas du-
rante 2025 evidenciaron una creciente arti-
culación entre mecanismos sociales, finan-

cieros, políticos, jurídicos y tecnológicos 
orientados a restringir la acción de orga-
nizaciones sociales, periodistas y personas 
defensoras de derechos humanos. Como 
señala Rodrigo Barahona:

Mientras se mantienen los métodos extrale-
gales que ya venían siendo utilizados desde 
hace décadas en la región (estigmatización, 
acoso y ataques violentos, ejecuciones extra-
judiciales, y déficits del sistema judicial que 
generan impunidad e inactividad frente a 
las denuncias), se nota un aumento impor-
tante de los métodos jurídicos (leyes restric-
tivas, acciones judiciales abusivas para pe-
nalizar o desincentivar la labor de denuncia 
de la sociedad civil, trabas administrativas 
y burocráticas, y sanciones/restricciones fi-
nancieras) y los métodos tecnológicos (vigi-
lancia, doxing, campañas coordinadas de 
odio para deslegitimar o criminalizar).18  

La combinación de estas prácticas incremen-
tó los riesgos para quienes ejercen labores de 
documentación, investigación o defensa de 
derechos y contribuyó a restringir la circu-
lación de información independiente, debi-
litando mecanismos fundamentales de con-
trol social y organización colectiva.
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3.1.3 Amplificación de discursos 
antiderechos y tendencias de 
censura a través del espacio digital

La expansión de internet y de las platafor-
mas digitales transformó de manera signifi-
cativa los mecanismos de participación po-
lítica, acceso a la información y circulación 
de opiniones en América Latina. Las tecno-
logías digitales ampliaron las posibilidades 
de expresión, organización e intercambio 
de información para amplios sectores de la 
ciudadanía, fortaleciendo nuevos espacios 
de deliberación pública y visibilización de 
demandas sociales. No obstante, diversos 
organismos internacionales han advertido 
que estos procesos también han generado 
desafíos para la calidad del debate demo-
crático, particularmente en contextos ca-
racterizados por la polarización política, 
la desconfianza institucional y la creciente 
fragmentación de las audiencias.19 

En este sentido, la desinformación adquirió 
una relevancia creciente dentro de los eco-
sistemas digitales de la región. Tal como lo 
menciona el Relator Especial para la Liber-
tad de Expresión de la CIDH, internet surgió 
inicialmente como una plataforma asociada 
a la democratización del acceso a la infor-
mación. Sin embargo, actualmente enfren-
ta desafíos que afectan su capacidad para 

funcionar como un espacio abierto, inclusi-
vo y favorable para el ejercicio de los dere-
chos humanos.20 En este orden de ideas, la 
circulación acelerada de contenidos falsos 
o engañosos, sumada a dinámicas algorít-
micas que favorecen la segmentación de 
audiencias y la amplificación de mensajes 
polarizantes, contribuyeron a debilitar los 
consensos necesarios para la deliberación 
democrática y facilitaron la difusión en la 
región de narrativas que cuestionan las ins-
tituciones públicas y los mecanismos de 
protección de derechos.21    

En concordancia, el entorno digital conti-
nuó consolidándose en 2025 como un es-
pacio central para la disputa sobre la legi-
timidad de los derechos humanos y de las 
agendas de igualdad. Se encontró en las 
plataformas digitales mecanismos de am-
plificación particularmente eficaces para la 
circulación masiva de discursos antidere-
chos, antigénero y contrarios a las personas 
LGBTIQ+. Son instrumentos que favorecen 
la difusión de contenidos orientados a des-
acreditar avances normativos y políticas de 
inclusión. Debido a esto, la CIDH ha adverti-
do que el entorno digital puede actuar como 
un catalizador para la propagación de dis-
cursos discriminatorios, mensajes de odio 
y contenidos que incentivan la exclusión o 
la violencia contra determinados grupos 

19	 Pedro Vaca Villarreal, Inclusión digital y gobernanza de contenidos en internet (Washington, D. C.: Relatoría Especial 
para la Libertad de Expresión, Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), 2024), p. 1. https://www.
oas.org/es/cidh/expresion/informes/Inclusion_digital_esp.pdf 

20	 Ibídem.

21	 Carlos Cuevas, El fenómeno Bukele en Latinoamérica: ¿por qué algunos políticos quieren seguir sus pasos? Bloomberg 
Línea. 2025. https://www.bloomberglinea.com/latinoamerica/colombia/el-fenomeno-bukele-en-latinoameri-
ca-por-que-algunos-politicos-quieren-seguir-sus-pasos/
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sociales, especialmente cuando estos men-
sajes alcanzan altos niveles de visibilidad y 
circulación.22 

Además, las tecnologías digitales han sido 
utilizadas cada vez más como herramien-
tas de vigilancia, monitoreo e intimidación 
contra periodistas, personas defensoras de 
derechos humanos y actores críticos. Según 
hallazgos de Reporteros Sin Fronteras, el ac-
tual giro autoritario observado en distintos 
países de la región ha estado acompañado 
por restricciones legales, vigilancia, campa-
ñas de desprestigio y mecanismos de estig-
matización dirigidos contra voces críticas. 
Se identifica que la dimensión digital se ha 
convertido en una herramienta de control 
mediante el monitoreo de redes sociales, la 
vigilancia de dispositivos y la utilización de 
campañas coordinadas de hostigamiento 
que buscan desacreditar a quienes cuestio-
nan las narrativas oficiales.23 Estas prácti-
cas profundizan riesgos ya existentes para 
el ejercicio de la libertad de expresión y el 
trabajo investigativo.   
 
En conclusión, las afectaciones a la libertad 
de prensa y a la producción independiente 

de información trascendieron el ámbito de 
los medios de comunicación. Han repercu-
tido directamente en la capacidad de in-
vestigación social, documentación de vio-
laciones de derechos humanos y monitoreo 
ciudadano. Así, la reducción de condiciones 
para el ejercicio seguro del periodismo, jun-
to con las restricciones enfrentadas por or-
ganizaciones de la sociedad civil y centros 
de investigación, limitó la disponibilidad de 
información verificable y de evidencia in-
dependiente sobre la situación de derechos 
humanos en distintos países. En consecuen-
cia, se debilitaron mecanismos fundamen-
tales para la rendición de cuentas, el control 
social y la exigibilidad de derechos, en un 
contexto donde la calidad y disponibilidad 
de la información constituye un elemento 
central para la protección de la democracia 
y la supervisión del accionar estatal.24

3.2 Totales por año
y por país

Durante 2025, se registraron al menos 248 
homicidios25 26 de personas LGBTIQ+ en 
los diez países de América Latina monito-

22	 Pedro Vaca Villarreal, Inclusión digital y gobernanza de contenidos en internet (Washington, D. C.: Relatoría Especial 
para la Libertad de Expresión, Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), 2024), p. 12. https://www.
oas.org/es/cidh/expresion/informes/Inclusion_digital_esp.pdf 

23	 Rodrigo Barahona Celada, La sociedad civil ante el cierre del espacio cívico en América Latina y el Caribe: entre la resis-
tencia y la resiliencia (Madrid: Fundación Carolina, 2026). Documentos de trabajo, n.º 109 (2.ª época). https://www.
fundacioncarolina.es/wp-content/uploads/2026/01/DT109.pdf 

25	 Para efectos del presente documento, el término caso/crimen/homicidio se refiere a una víctima individual. Si bien 
un mismo crimen puede involucrar a múltiples víctimas, en este análisis se ha tomado como unidad de análisis a 
cada víctima de forma individual, como en años anteriores. 

26	 Los datos aquí presentados continúan en proceso de revisión y verificación. Por ello, podrían registrarse ajustes o actua-
lizaciones a medida que se incorporen nuevos casos o se consolide información adicional sobre los ya documentados.

24	 Ibídem.
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reados por la Red Sin Violencia LGBTQ+27. 
Esta cifra representa una disminución 
del 31 % en comparación con 2024, año 
en el que se reportaron 361 casos. No obs-
tante, esta variación debe interpretarse 
con cautela y no necesariamente implica 
una reducción de la violencia letal con-
tra las personas LGBTIQ+ en la región. 
Por el contrario, los datos continúan evi-
denciando la persistencia de violencias 
sistemáticas y estructurales basadas en 
la orientación sexual, la identidad y la ex-
presión de género. 

En cuanto a la distribución territorial de 
las víctimas, Colombia concentra la mayor 
cantidad de registros, con 96 víctimas (39 % 
del total)28, seguido por México, con 60 víc-
timas (24 %), y Honduras, con 39 (16 %). 
Por su parte, en Guatemala se registraron 
30 víctimas (12 %), mientras que Ecuador 
documentó 14 víctimas (6 %). En menor 
medida, se identificaron 4 víctimas en Perú 
(2 %), así como 2 víctimas tanto en Bolivia 
como en República Dominicana. Asimismo, 
en El Salvador se documentó 1 víctima. Fi-
nalmente, durante 2025 no se registraron 
víctimas en Nicaragua29.

27	 Ver más en: https://sinviolencia.lgbt/ 

29	 Si bien durante el período analizado se relevó un caso de violencia letal, las limitaciones para acceder a informa-
ción verificable impidieron confirmar adecuadamente la orientación sexual o identidad de género de la víctima. En 
consecuencia, el caso continúa siendo monitoreado y no fue incorporado en este informe.

28	 Para el caso colombiano, las cifras presentadas deben interpretarse considerando importantes limitaciones en el 
acceso y la calidad de la información oficial. El Observatorio de Derechos Humanos de Colombia Diversa ha identi-
ficado un deterioro progresivo en la calidad, completitud y oportunidad de las respuestas a las solicitudes de infor-
mación dirigidas a entidades estatales. Adicionalmente, se ha evidenciado que instituciones como la Fiscalía Ge-
neral de la Nación remiten respuestas diferenciadas a las organizaciones que monitorean la violencia letal contra 
personas LGBTIQ+, generando inconsistencias entre las bases de datos disponibles. En este contexto, los 96 casos 
incluidos en este reporte corresponden exclusivamente a aquellos que pudieron ser verificados mediante procesos 
de triangulación con al menos una fuente independiente adicional, principalmente medios de comunicación y 
registros documentales complementarios, así como aquellos casos con información que nos permite realizar un 
análisis sobre cómo se ejerció la violencia. Aunque existen otras cifras e indicios que sugieren un subregistro signi-
ficativo de la violencia letal contra personas LGBTIQ+, estos registros no fueron incorporados debido a la imposibi-
lidad de establecer con suficiente certeza la identidad de las víctimas, descartar duplicidades o verificar la calidad 
de la información reportada. En ese sentido, esta cifra puede variar a medida que se evalúen nuevas respuestas a 
solicitudes de información enviadas al Estado. Esta situación evidencia una tensión metodológica fundamental: 
los datos no constituyen una representación exhaustiva de la realidad, sino de aquello que los sistemas de infor-
mación logran registrar, clasificar y hacer visible. Compartir información sin calidad contribuye a la persistencia 
de formas de invisibilidad estadística que afectan desproporcionadamente a las personas LGBTIQ+, restringen la 
comprensión de las dinámicas de violencia que enfrentan y debilitan el ejercicio del derecho a defender derechos 
humanos mediante la producción y el escrutinio de información pública.
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Colombia

México

Honduras

Guatemala

Ecuador

Perú

Bolivia

Rep. Dominicana

El Salvador

96
60
39
30
14
4
2
2
1 248

Total:

Gráfico 1: Homicidios LGBTIQ+ por país
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Al analizar la evolución de los homicidios du-
rante los últimos cinco años, se observa que la 
disminución registrada en 2025 respecto de 
2024 se reproduce en la mayoría de los países 
monitoreados por la Red Sin Violencia LGB-
TIQ+. La única excepción a esta tendencia es 
Honduras, donde se observa un incremento 
del 39,3 % en comparación con el año anterior, 
pasando de 28 víctimas en 2024 a 39 en 2025.

Al desagregar la información por país, se 
observaron reducciones de distinta magni-
tud en Bolivia, Colombia, Ecuador, El Salva-
dor, Guatemala, México, Perú y República 
Dominicana. Asimismo, en Nicaragua no se 
documentaron víctimas de violencia letal 
durante 2025, mientras que el año anterior 
se habían registrado 4 casos. 

Gráfico 2: Víctimas registradas por la Red Sin Violencia LGBTIQ+
desde 2021 a 2025

Total regional
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Si bien durante 2025 se observa una dismi-
nución en la cantidad de homicidios regis-
trados en la mayoría de los países monito-
reados por la Red, las organizaciones que la 
integran coinciden en que esta variación 
debe interpretarse con cautela y no puede 
asumirse, por sí sola, como evidencia de 
una mejora sustantiva en las condiciones 
de vida, seguridad y derechos de las perso-
nas LGBTIQ+ en la región.

De manera transversal, las organizaciones 
advierten que persisten importantes li-
mitaciones —y en algunos casos ausencia 
total— de sistemas oficiales de registro, 
monitoreo e investigación de la violencia 
letal contra personas LGBTIQ+. Entre los 
principales obstáculos identificados se en-
cuentran el subregistro de casos y la ausen-
cia o deficiente incorporación de variables 
vinculadas con la orientación sexual, iden-
tidad y expresión de género en los registros 
oficiales. Asimismo, se señala que la persis-
tencia de violencias estructurales, los altos 
niveles de impunidad y la reproducción de 
prácticas discriminatorias dentro de las 
instituciones estatales continúan configu-
rando escenarios de especial vulnerabilidad 
para las personas LGBTIQ+.

De manera específica, en Bolivia esta dis-
minución puede deberse a varios factores. 
Entre estos el contexto social y político que 
caracterizó al país durante 2025. No obs-
tante, la continuidad de la violencia letal 
se explica por la persistencia de factores 
estructurales como la ausencia de tipifica-
ción que permita sancionar la violencia por 
prejuicio en el sistema penal, impunidad y 
la reproducción de patrones de discrimina-
ción y violencia hacia personas LGBTIQ+. 

Particularmente en el caso de Colombia, se 
advierte un deterioro progresivo en la calidad, 
consistencia y completitud de la información 
producida y entregada por las instituciones 
estatales, lo que limita su confiabilidad para 
el análisis de la violencia letal contra perso-
nas LGBTIQ+. En algunos casos, las respues-
tas oficiales presentan vacíos sustantivos, 
variables incompletas, categorías imprecisas 
o inconsistencias entre entidades e incluso 
entre respuestas a solicitudes dirigidas a una 
misma institución. Estas deficiencias afectan 
la posibilidad de identificar, caracterizar y 
hacer seguimiento riguroso a los casos. 

Al mismo tiempo, distintos factores eviden-
cian que continúan condiciones estructurales 
que contribuyen a la persistencia de la vio-
lencia letal contra personas LGBTIQ+. Entre 
ellos, la permanencia del conflicto armado in-
terno y la reconfiguración y fragmentación de 
actores armados. A ello se suma la reproduc-
ción de discursos estigmatizantes, prejuicios 
morales y prácticas discriminatorias tanto 
en la sociedad como en algunas institucio-
nes, que contribuyen a la normalización de la 
violencia por prejuicio. Finalmente, los per-
sistentes niveles de impunidad, tanto en el 
ámbito penal como disciplinario, continúan 
enviando un mensaje de permisividad frente 
a estos hechos, favoreciendo su repetición y 
obstaculizando el acceso efectivo a la justicia.

En Ecuador, el contexto de violencia genera-
lizada puede contribuir a la invisibilización 
de la violencia contra las personas LGBTIQ+. 
Muchos hechos son incorporados a registros 
e investigaciones asociados a fenómenos más 
amplios de inseguridad, sicariato, extorsión o 
crimen organizado. La presencia de factores 
vinculados al crimen organizado no excluye 
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la existencia de motivaciones discrimina-
torias. Por el contrario, ambas dimensiones 
pueden coexistir y profundizar la vulnerabi-
lidad de las víctimas.

Por su parte, en El Salvador se advierte que el 
contexto de militarización, vigilancia y debi-
litamiento institucional podrían haber inci-
dido en un subregistro significativo de casos. 
Durante 2025 persistieron obstáculos para la 
documentación, denuncia e investigación de 
las violencias contra personas LGBTIQ+, aso-
ciados al temor de familiares y comunidades, 
la desconfianza hacia las instituciones públi-
cas y la limitada incorporación de enfoques 
diferenciales que consideren la orientación 
sexual e identidad de género de las víctimas 
en las investigaciones criminales. 

Respecto de Guatemala, se identificó un 
descenso de discursos impulsados por sec-
tores conservadores en comparación con 
2024, año marcado por la discusión de ini-
ciativas legislativas regresivas contra los 
derechos de las personas LGBTIQ+. Si bien 
persisten formas estructurales de discri-
minación y violencia, la menor presencia 
de narrativas estigmatizantes en el debate 
público podría haber contribuido a una dis-
minución relativa de los niveles de tensión 
social y exposición a la violencia.

En el caso de México, al analizar la dismi-
nución es necesario tener en cuenta que las 

tendencias decrecientes en los homicidios de 
personas LGBTIQ+ no suelen sostenerse de 
manera constante en el tiempo y, en ocasio-
nes, presentan variaciones abruptas entre un 
año y otro. Estas fluctuaciones podrían estar 
asociadas, en parte, a cambios en la cobertura 
mediática de los casos, así como a transfor-
maciones en los contextos políticos, sociales 
y económicos que atraviesa el país.30 Asimis-
mo, durante 2025 se documentaron diversos 
hechos de tentativas de homicidio, agresio-
nes graves contra personas LGBTIQ+ y otras 
formas de violencia31 que no culminaron en la 
muerte de las víctimas, pero que evidencian 
la persistencia de altos niveles de riesgo. 

En el caso de República Dominicana, la dis-
minución podría estar vinculada a múlti-
ples factores. En primer lugar, está el subre-
gistro y la denuncia limitada que se explica 
debido a que muchas familias continúan 
ocultando la orientación sexual o identi-
dad de género de las víctimas por estigma 
social, lo que dificulta la identificación ade-
cuada de casos. Asimismo, aunque se regis-
traron menos homicidios, se mantuvieron 
niveles preocupantes de violencia no letal, 
especialmente contra mujeres trans, docu-
mentándose al menos 4 casos. También, 
la ausencia de políticas públicas integrales 
y de mecanismos oficiales de monitoreo 
limita la capacidad estatal para prevenir 
adecuadamente la violencia y garantizar 
protección efectiva. Por su parte, las orga-

30	 Ver más en: https://letraese.org.mx/wp-content/uploads/2026/05/Informe-crimenes-2025.pdf  

31	 Estas otras formas de violencia fueron registradas mediante el trabajo de la organización mexicana de la sociedad 
civil Amicus DH, que desde 2015 realiza labores de documentación de hechos de discriminación de las personas 
LGBTIQ+. Particularmente, su plataforma Visible es una herramienta colaborativa de autoreporte por parte de las 
víctimas o testigos de hechos discriminatorios, por lo que la información producida puede ser utilizada por cual-
quier persona, colectivo u organización libremente. La información producida es anónima, por lo que no es posible 
identificar a las personas que realizan el reporte.  
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nizaciones comunitarias han fortalecido 
mecanismos de acompañamiento, docu-
mentación y respuesta rápida, lo que pudo 
contribuir parcialmente a prevenir escala-
das de violencia letal. 

En el caso de Perú, el país continúa en-
frentando importantes limitaciones deri-
vadas de la ausencia de registros oficiales 
específicos sobre violencia contra perso-
nas LGBTIQ+. Asimismo, existen capaci-
dades restringidas de monitoreo por parte 
de las organizaciones de la sociedad civil, 
que además han denunciado un contexto 
creciente de fiscalización, hostigamiento 
y persecución de su labor. Aunque los da-
tos relevados muestran una reducción, los 
retrocesos observados en materia de dere-
chos sexuales y reproductivos e igualdad 
de género podrían estar contribuyendo a 
una mayor invisibilización de los casos. 
En este contexto, muchos hechos pueden 
ser registrados e investigados, sin incor-
porar elementos relacionados con la orien-
tación sexual, la identidad o expresión de 
género de las víctimas, lo que dificulta su 
adecuada caracterización. A ello se suma la 
persistente desconfianza hacia las institu-
ciones de justicia, que puede desalentar la 
denuncia de los hechos o la visibilización 
de la orientación sexual e identidad de gé-
nero de las víctimas por parte de familiares 
y personas cercanas. 

En cuanto a Nicaragua, la ausencia de víc-
timas documentadas podría estar relacio-

nada con fenómenos de subregistro y con 
las limitaciones para acceder a información 
pública. La invisibilización de los crímenes 
se produce, entre otros factores, por la au-
sencia de mecanismos oficiales para identi-
ficar y registrar homicidios de personas con 
orientación sexual, identidad o expresión de 
género diversa. En este contexto, la falta de 
registros específicos dificulta conocer la ver-
dadera magnitud de la violencia contra las 
personas LGBTIQ+ y limita las posibilidades 
de monitoreo, investigación y denuncia.

Por último, en Honduras el aumento de 
víctimas documentado en 2025 en compa-
ración con 2024 se produjo en un contex-
to nacional caracterizado por altos niveles 
de violencia, persistencia de la impunidad, 
discriminación estructural y exclusión so-
cial hacia las personas LGBTIQ+. Si bien el 
país registró una reducción en los homici-
dios generales, pasando de una tasa de 25,3 
por cada 100 000 habitantes en 2024 a 23,2 
en 2025, Honduras continuó ubicándose 
entre los países más violentos de la región. 
En este escenario, marcado por la presencia 
de estructuras criminales, la violencia terri-
torial y los efectos de políticas de seguridad 
centradas en estrategias de mano dura32, 
la violencia contra las personas LGBTIQ+ 
continuó manifestándose de manera alar-
mante. Esto evidencia que las mejoras ob-
servadas en algunos indicadores generales 
de seguridad no necesariamente se han tra-
ducido en una mayor protección de los de-
rechos y la vida de personas LGBTIQ+. 

32	 Ver más en: https://insightcrime.org/es/noticias/balance-insight-crime-homicidios-2025/?fbclid=PAZXh0bgN-
hZW0CMTEAc3J0YwZhcHBfaWQMMjU2MjgxMDQwNTU4AAGn2OO97yJIgxq604v5xoHWAUdOOumRIr8dDa-
13GEdNGSSjImgk7_e2yTsSzak_aem_2JN48_A53SwWYu2fNyiArw#h-honduras-8-2 
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Asimismo, entre los factores que podrían 
contribuir a explicar este incremento se en-
cuentran la persistencia de discursos de odio 
y estigmatización hacia las diversidades se-
xuales y de género, la limitada respuesta ins-
titucional frente a las denuncias de violencia 
y discriminación, así como la presencia de es-
tructuras criminales y dinámicas de violencia 
territorial que afectan de manera particular 
a poblaciones históricamente vulnerabiliza-
das. Asimismo, el contexto electoral y de po-
larización política vivido durante 2025 pudo 
haber favorecido un escenario de mayor 
conflictividad social y debilitamiento de los 
mecanismos de protección. A ello se suma la 
persistencia de importantes obstáculos en el 
acceso a la justicia. La ausencia de investiga-
ciones diligentes, la limitada incorporación 
de enfoques diferenciados en los procesos de 
investigación y los bajos niveles de judiciali-
zación continúan generando condiciones de 
impunidad que pueden contribuir a la repe-
tición de la violencia y a la falta de garantías 
efectivas para las personas LGBTIQ+.

3.3 Tasas por país

El análisis de las tasas por población es 
fundamental para identificar el nivel relati-
vo de violencia que enfrentan las personas 
LGBTIQ+ en cada país. Sin embargo, la falta 
de datos censales impide el cálculo de tasas 
específicas, limitando los estudios a tasas 
globales o generales que no reflejan con 
precisión el riesgo que enfrentan las perso-
nas LGBTIQ+. Como en años anteriores, las 
tasas se calcularon en relación con el total 
de habitantes de cada país en lugar de so-

bre el total de personas LGBTIQ+, debido a 
la ausencia de información censal al respec-
to. Para este cálculo, se utilizó información 
de la población total en 2025 disponible en 
CEPALSTAT.33 Esta carencia no solo restrin-
ge el análisis, sino que también obstaculiza 
el desarrollo de políticas públicas eficaces y 
la asignación de recursos adecuados para la 
protección especializada.

En 2025, Honduras registra la tasa más alta 
de la región (0,357), seguida por Colom-
bia (0,182) y Guatemala (0,161). En un ni-
vel intermedio se ubican Ecuador (0,075) 
y México (0,046), mientras que Repúbli-
ca Dominicana (0,017), Bolivia (0,016), El 
Salvador (0,016) y Perú (0,011) presentan 
tasas más bajas. Nicaragua no registró ho-
micidios de personas LGBTIQ+ durante el 
período analizado.

En términos generales, las tasas muestran 
una disminución en la mayoría de los paí-
ses monitoreados, en concordancia con la 
reducción observada en el número abso-
luto de homicidios. Sin embargo, Hondu-
ras constituye una excepción, al registrar 
un incremento tanto en su tasa como en 
el número de casos documentados. Estas 
variaciones deben interpretarse con caute-
la, considerando las limitaciones existen-
tes en materia de acceso a la información, 
subregistro y ausencia de datos oficiales 
sistemáticos sobre violencia hacia las per-
sonas LGBTIQ+. Asimismo, la persistencia 
de casos de violencia letal contra personas 
con identidades de género y orientaciones 
sexuales diversas continúa siendo un pro-
blema estructural en la región.

33	 Ver más en: https://statistics.cepal.org/portal/cepalstat/dashboard.html?indicator_id=1&area_id=1&lang=es 
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Gráfico 3: Tasa de homicidios de personas LGBTIQ+
 por cada 100 000 habitantes de la población general 

Tasa 2024 Tasa 2025

0,0 0,1 0,2 0,3 0,4

víctimas por cada 100 000 habitantes

Honduras
Población: 10 924 000

0,2602024

0,3572025

Colombia
Población: 52 610 700

0,3342024

0,1822025

Guatemala
Población: 18 636 500

0,1962024

0,1612025

Ecuador
Población: 18 563 400

0,0932024

0,0752025

México
Población: 130 301 400

0,0622024

0,0462025

Rep. Dominicana
Población: 11 532 200

0,0522024

0,0172025

Bolivia
Población: 12 746 100

0,0322024

0,0162025

El Salvador
Población: 6 426 200

0,0472024

0,0162025

Perú
Población: 35 015 800

0,0232024

0,0112025

Nicaragua
Población: 7 237 300

0,0562024

0,0002025
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4
Características
de los hechos
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4. 1 Lugar de ocurrencia 
o hallazgo del cuerpo

A nivel general, se observa que la mayoría 
de los homicidios de personas LGBTIQ+, 
o sea, el 73 %, fueron perpetrados en zo-
nas urbanas, mientras que el 20 % ocurrió 
en zonas rurales. En cuanto al lugar de ocu-
rrencia o hallazgo, el 40 % de los homici-
dios tuvo lugar en espacios abiertos, ca-
lles o transporte público. A su vez, el 23 % 
ocurrió en domicilios particulares, el 8 % 
en campo o lote baldío, el 6 % en estableci-
mientos comerciales, el 5 % en hoteles, mo-
teles o alojamientos, el 4 % en ríos o playas 
y el 5 % en otros lugares que no correspon-
den a las categorías anteriores. 

4. 2 Método/arma

Respecto de los métodos utilizados para 
perpetrar los homicidios, en el 43 % de los 
casos se identificó el uso de armas de fue-
go, constituyéndose como el mecanismo 
más frecuente. Le siguen los objetos cor-
tantes o punzantes (23 %), las agresiones 
por medios no especificados (13 %) y, en 
menor medida, el uso de objetos romos o sin 
filo (5 %), así como casos de ahorcamiento, 
estrangulamiento o sofocación (4 %). 
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Estos datos muestran una diferencia de lo 
ocurrido en 2024, cuando los hombres cis 
gay concentraban la mayor cantidad de 
homicidios (130 casos, 36%). En 2025 en 
este último grupo se registraron 100 vícti-
mas, equivalentes al 40 % del total de víc-
timas documentadas. En conjunto, am-
bas identidades concentran el 81 % de los 
casos documentados en 2025, reflejando 
una persistencia en la violencia letal ha-
cia estos grupos.

En menor proporción, se registraron 21 
víctimas mujeres cis lesbianas (8 %) y 8 
hombres cis bisexuales (3 %). En ambos 
grupos se observa una disminución respec-
to de 2024, cuando se habían documentado 

27 y 35 casos, respectivamente. No obstante, 
al analizar la evolución de los últimos años, 
se observa que, en el caso de los hombres 
cis bisexuales, los registros habían mostra-
do un incremento sostenido entre 2022 y 
2024. Por su parte, los homicidios de mu-
jeres cis lesbianas presentan una tendencia 
descendente desde 2022, año en el que se 
reportaron 46 casos.

También se documentaron 7 homicidios 
de hombres trans (3 %), lo que represen-
ta un aumento en comparación con 2024, 
cuando se registraron 4 casos. No obstan-
te, la cifra continúa siendo inferior a la do-
cumentada en 2023, año en el que se re-
portaron 10 víctimas. 

5.1 Orientación sexual e identidad de género

Al analizar la distribución de las víctimas según 
orientación sexual e identidad de género (OSIG), 
se observa que durante 2025 las mujeres trans 
constituyen el grupo más afectado por la 
violencia letal en la región, con 102 víctimas, 
lo que representa el 41 % del total de los casos 
documentados. 
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Gráfico 4: Víctimas según OSIG

0 20 40 60 80 100

número de víctimas (total: 248)

Mujer trans 102

Hombre cis gay 100

Mujer cis lesbiana 21

Hombre cis bisexual 8

Hombre trans 7

Hombre cis GB+ 34 4

Persona muxe 1

No binarie 1

LGBTIQ+ sin especificar 36 1

Mujer cis LB+ 35 1

Mujer cis bisexual 2

34	 3 víctimas corresponden a hombres cis identificados como personas de la diversidad sexual, sin que se haya 
precisado su orientación sexual (2 México y 1 Ecuador) y 1 corresponde a un hombre heterosexual presun-
tamente víctima de homicidio en razón de las relaciones que mantenían con la mujer trans asesinada en el 
mismo hecho (México).

35	  1 mujer cis identificada como persona de la diversidad sexual, sin que se haya precisado su orientación 
sexual (Ecuador).

36	 Persona que fue identificada como parte de la población LGBTIQ+.  La información describe a un hombre 
que usaba prendas femeninas, pero no fue determinada su OSIG (México).
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5.1.1. Características de los hechos 
según orientación sexual e identidad 
de género de las víctimas

En cuanto a la distribución territorial de 
los casos de mujeres trans, México con-
centra la mayor cantidad de hechos do-
cumentados, con 35 víctimas; seguido 
por Colombia, con 31. Por su parte, Gua-
temala registró 11 víctimas, mientras que 
Ecuador y Honduras, 10 cada uno. En Perú 
se documentaron 3 mujeres trans víctimas, 
mientras que en Bolivia y República Domi-
nicana se registró 1 víctima en cada país. Es-
tas cifras evidencian la persistencia de altos 
niveles de violencia letal contra las mujeres 
trans en la región, en un contexto atravesa-
do por violencias estructurales, discrimina-
ción histórica, limitaciones en el acceso a 
derechos, barreras para el acceso efectivo a 
la justicia y elevados niveles de impunidad.

En cuanto al lugar de los hechos o hallaz-
go del cuerpo y los métodos utilizados para 
perpetrar estos crímenes, se documentó 
que en el caso de las mujeres trans 57 de 
los hechos ocurrieron en espacios públi-
cos (incluyendo espacios abiertos, calles, 
transporte público, campos o lotes baldíos 
y ríos o playas), lo que representa el 56 % 
de los casos registrados para este grupo. 
Asimismo, en 45 casos se identificó el 
uso de armas de fuego como método para 
perpetrar los hechos. Estas características 
reflejan una tendencia que la Red viene do-
cumentando de manera sostenida en dis-
tintos países de la región: la alta exposición 
de las mujeres trans a violencias letales en 
espacios públicos y mediante el uso de ar-
mas de fuego.

En relación con los homicidios de hom-
bres cis gay, Colombia concentra la ma-
yor cantidad de casos documentados con 
46 víctimas, seguido por Honduras, con 
22 casos, y México, con 19. Mientras tanto, 
Guatemala registró 8 homicidios de hom-
bres cis gay, mientras que en Bolivia, Perú y 
República Dominicana se documentó 1 víc-
tima en cada país. 

En cuanto a las características de los he-
chos, se observa un uso predominante de 
objetos cortantes o punzantes (36 casos), 
seguidos por armas de fuego (31). Asimis-
mo, los homicidios ocurrieron principal-
mente en espacios públicos (40 casos) y 
domicilios particulares (36). Estos datos 
confirman una tendencia que la Red viene 
registrando en los últimos años: una pro-
porción significativa de los homicidios 
de hombres cis gay ocurre en domicilios 
particulares y mediante el uso de objetos 
cortantes o punzantes. 

En cuanto a los homicidios de mujeres 
cis lesbianas, Colombia registra la mayor 
cantidad de casos documentados duran-
te 2025, con 9 víctimas, seguida por Hon-
duras, con 6, y Guatemala, con 3. En menor 
medida, en México y Ecuador se documen-
tó 1 víctima en cada país. Al analizar las ca-
racterísticas de los hechos, se observa una 
marcada concentración de homicidios ocu-
rridos en espacios públicos (16), así como 
un predominio del uso de armas de fuego 
(18). 

En tanto, en Guatemala se documentaron 
7 homicidios de hombres cis bisexuales 
durante 2025, concentrando la mayor can-
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tidad de víctimas registradas para este gru-
po en los países analizados. Asimismo, en 
Colombia se registró 1 víctima. Además, se 
identificó una alta ocurrencia de estos he-
chos en espacios públicos (6) y un uso pre-
dominante de armas de fuego como méto-
do para perpetrar los homicidios (5). 

Respecto de los hombres trans, se regis-
traron 6 víctimas en Colombia y 1 en Gua-
temala. Los homicidios ocurrieron con 
mayor frecuencia en espacios abiertos, 
calles o transporte público (3), mientras 
que el uso de armas de fuego fue el método 
más recurrente identificado (2).  

5.2 Rango etario

En relación con la edad de las víctimas, se 
observa que la violencia letal contra perso-
nas LGBTIQ+ afecta principalmente a per-
sonas jóvenes y adultas jóvenes. El grupo 
etario más afectado fue el comprendido 
entre los 31 y 35 años, con 52 víctimas, se-
guido por el de 26 a 30 años (38 casos), 36 
a 40 años (33) y 21 a 25 años (29). En menor 
medida, se registraron homicidios de per-
sonas entre 41 y 50 años (29 casos), 51 y 60 
años (19) y mayores de 60 años (7). Asimis-
mo, se documentaron 10 víctimas entre 16 y 

20 años, de las cuales 8 son mujeres trans y 
2 hombres cis gay. 

En el caso de las mujeres trans, los homi-
cidios se concentran principalmente entre 
los 21 y 35 años. Para este grupo se identifi-
ca un nivel importante de casos en los que no 
fue posible establecer la edad de la víctima 
(24), lo que podría reflejar las limitaciones en 
el acceso a dicha información por parte de las 
fuentes consultadas y/o mayores niveles de 
invisibilización de las mujeres trans. 

Por su parte, entre los hombres cis gay se 
observa una mayor concentración de víc-
timas entre los 21 y 40 años. No obstan-
te, este grupo también presenta una mayor 
presencia de víctimas en rangos etarios 
más altos (entre los 51 y 80 años) en com-
paración con otras orientaciones sexuales 
e identidades de género. En relación a las 
mujeres cis lesbianas, la mayor concentra-
ción de víctimas se registra entre los 31 y 40 
años (12 víctimas; 57 %). 

En términos generales, si bien los datos 
muestran que la violencia letal afecta es-
pecialmente a personas LGBTIQ+ jóvenes 
y adultas jóvenes, en el caso de las mujeres 
trans se evidencia una mayor concentración 
en edades relativamente más tempranas.
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Gráfico 5: Víctimas por rango etario
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152 víctimas (61 %)
tenían entre 21 y 40 años

31

Se desconoce

Grupo etario (años)

31–35
es el rango con más víctimas
(52 personas, 21 %)

77 %
de las víctimas tenía 50 años
o menos (191 de 248)

31
víctimas sin información
sobre su edad (12,5 %)
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5.3 Ocupación

En relación con la ocupación de las vícti-
mas, en 132 de casos documentados (53 %) 
no fue posible acceder a su información. 
Esta ausencia refleja las persistentes li-
mitaciones en el acceso a datos públicos 
completos, así como las dificultades para 
reconstruir aspectos centrales de la vida e 
identidad de las víctimas en los procesos de 
documentación e investigación.

Entre las ocupaciones relevadas con mayor 
frecuencia se identifican personas emplea-
das vinculadas a empresas o dependientes 
de terceros (26), personas comerciantes o 
trabajadoras independientes (24) y estilis-
tas (16). También, se documentaron 7 crí-
menes contra personas funcionarias o ser-
vidoras públicas.

Uno de los casos corresponde a E. R. S. R37., un 
hombre cis gay víctima de violencia letal en 
Guatemala. E. Era un médico que laboraba 
en el Instituto Guatemalteco de Seguridad 
Social (IGSS) y en el Hospitalito de la Policía 
Nacional Civil. Fue asesinado en la colonia El 
Progreso, zona 11 de la ciudad, y su cuerpo fue 
posteriormente hallado en la vía férrea de la 
zona 8, evidenciando un desplazamiento del 
cuerpo posterior al homicidio. Presentaba dos 
heridas de bala. Además, según organizacio-
nes locales el crimen podría estar relacionado 
con intereses políticos, considerando que la 

víctima también había participado en una 
candidatura a alcalde.

Asimismo, en Colombia fue asesinado Ó. G. 
A38., un hombre cis gay, periodista y exdipu-
tado. El hecho ocurrió el 25 de enero en Ar-
menia, Quindío, cuando la víctima intenta-
ba ingresar a la emisora donde trabajaba. 
De acuerdo con la información disponible, 
el ataque habría sido premeditado: personas 
armadas lo esperaban en las inmediaciones 
del lugar y le dispararon en repetidas oca-
siones. Las personas responsables escaparon 
posteriormente en una motocicleta.

5.4 Pertenencia étnica

En cuanto a la pertenencia étnico-racial de 
las víctimas, 130 personas fueron registra-
das como mestizas, 16 como afrodescen-
dientes y 4 como indígenas o pertenecien-
tes a pueblos originarios.

5.5 Enfoque diferencial

5.5.1 Personas trabajadoras sexuales

En relación con las víctimas que ejercían 
el trabajo sexual, se documentaron 13 ho-
micidios, observándose una disminución 
respecto del año anterior, 22 víctimas. 

37	 Ver más en: https://www.facebook.com/61554952108701/posts/asesinaron-a-excandidato-a-alcalde-de-sanjuan-
sacatepequez-el-jueves-18-de-septie/122255115602165070/ 

38	 Ver más en: https://www.swissinfo.ch/spa/asesinan-al-periodista-colombiano-%C3%93scar-g%C3%B3mez-agu-
delo-cuando-llegaba-a-su-lugar-de-trabajo/88775443 
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Todas las víctimas eran mujeres: 12 mu-
jeres trans y 1 mujer cis lesbiana. La ma-
yoría de los casos se registró en Colombia 
(6 víctimas), seguido por Honduras y Gua-
temala, con 2 casos cada uno. Asimismo, en 
República Dominicana, México y Ecuador 
se registró 1 víctima en cada país.

En cuanto a las características de los hechos, 
el 46 % de los homicidios (6 víctimas) 
ocurrió en espacios públicos, mientras 
que otras 3 fueron víctimas de homicidio 
en hoteles, moteles o alojamientos. En 1 
de estos casos se identificó que la per-
sona agresora era un cliente. Asimismo, 
el arma de fuego fue el método más fre-
cuentemente utilizado39 para perpetrar 
estos homicidios. En 4 de ellos se identi-
ficaron indicios de posibles vínculos con el 
accionar del crimen organizado (3 mujeres 
trans y 1 mujer cis lesbiana). 

Estos datos reflejan las condiciones de espe-
cial vulnerabilidad y exposición a distintas 
formas de violencia que enfrentan las muje-
res trans y otras personas LGBTIQ+ vincula-
das al trabajo sexual en la región, en contex-
tos atravesados por discriminación, crimen 
organizado, exclusión social y limitadas ga-
rantías de protección y acceso a la justicia.

Entre los casos relevados se encuentra el de 
I. L40., una mujer trans, víctima de violen-

cia letal en Guatemala. El hecho ocurrió en 
un establecimiento de expendio de bebidas 
alcohólicas y, según la información dispo-
nible, la víctima ejercía el trabajo sexual. 
En el marco de una discusión, el agresor 
disparó directamente sobre I.

Asimismo, se documentó el homicidio de 
L. V. A. L41., una mujer trans en Ecuador. 
Aunque existe escasa información sobre las 
circunstancias del hecho, organizaciones 
locales señalaron que la víctima habría 
sido asesinada en un contexto de extorsio-
nes vinculadas al crimen organizado, tras 
negarse a pagar “vacunas”. Este caso re-
fleja cómo las mujeres trans trabajadoras 
sexuales continúan expuestas a dinámicas 
de violencia criminal, extorsión y control 
territorial.

5.5.2 Personas migrantes

Se documentaron 3 homicidios de per-
sonas LGBTIQ+ migrantes de otros paí-
ses, lo que representa una disminución 
respecto de años anteriores. En 2024 se 
habían registrado 8 víctimas y en 2023 un 
total de 14. Estas variaciones deben ana-
lizarse con cautela debido a las limitacio-
nes existentes en los procesos de identifi-
cación y documentación. Los homicidios 
registrados durante 2025 ocurrieron en 

39	 Ver más en:  https://sinviolencia.lgbt/boletin-homicidios-armas-fuego-lgbtiq-america-latina-2023-2025/ 

40	 Ver más en:  https://www.soy502.com/articulo/terror-bar-palencia-tras-balacera-donde-fallecio-hombre-100931

41	 Ver más en: https://www.facebook.com/SinEtiquetas961/posts/tranfeminicidio-%EF%B8%8F%EF%B8%8F-nue-
vo-asesinato-por-la-extorsi%C3%B3n-del-crimen-organizado-en-gua/1281930910613934/
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Colombia (2 casos) y México (1 caso). En 
cuanto a la nacionalidad de las víctimas, se 
identificaron 2 personas venezolanas y 1 es-
tadounidense. Asimismo, 2 de las víctimas 
eran hombres cis gay y 1 una mujer trans.

Uno de los casos documentados correspon-
de a S. C42., un hombre cis gay migrante de 
nacionalidad estadounidense, víctima de 
violencia letal en México. S. y su pareja fue-
ron reportados como desaparecidos el 22 de 
febrero de 2025, luego de que sus familiares 
permanecieran aproximadamente quince 
días sin tener comunicación con ellos. Poste-
riormente, ambos hombres fueron hallados 
sin vida y enterrados de manera clandestina 
en una vivienda ubicada en Mexicali, Baja 
California.

Por otro lado, se documentaron 7 homici-
dios de personas LGBTIQ+ migrantes de 
otra ciudad o región dentro de sus pro-
pios países. Estos casos también eviden-
cian las situaciones de vulnerabilidad que 
enfrentan muchas personas LGBTIQ+ en 
contextos de movilidad humana, despla-
zamiento y migración interna, particular-
mente cuando confluyen factores como la 
exclusión social, la precariedad económica, 
las barreras de acceso a redes de apoyo y 
las dificultades para acceder a mecanismos 
efectivos de protección y justicia.

5.5.3 Personas defensoras de 
derechos humanos

América Latina continúa siendo la región 
más peligrosa del mundo para las perso-
nas defensoras de derechos humanos. De 
acuerdo con el informe global 2025/2026 
de Front Line Defenders se documentaron, 
en 2025, 358 personas defensoras de dere-
chos humanos víctimas violencia letal en 
el mundo, de los cuales 275 ocurrieron en 
América, lo que representa el 76,8 % del 
total43. A nivel mundial, Colombia (165 ca-
sos), México (43), Palestina (43), Brasil (22) 
y Honduras (13) se ubicaron entre los paí-
ses con mayor cantidad de asesinatos de 
personas defensoras de derechos humanos. 
En este contexto resulta especialmente re-
levante analizar los homicidios de personas 
LGBTIQ+ que desarrollaban labores de de-
fensa de derechos humanos.

Desde la Red Sin Violencia se relevaron 
18 homicidios de personas LGBTIQ+ que 
realizaban labores de defensa, activismo 
o promoción de derechos humanos. Si 
bien la cifra resulta inferior a la registrada 
en 2024, cuando se documentaron 21 vícti-
mas, la comparación adquiere especial rele-
vancia al considerar el contexto general. 

Durante 2025, los homicidios de personas 
LGBTIQ+ en la región registraron una dis-
minución del 31 % respecto del año anterior. 

42	 Ver más en: https://www.infobae.com/mexico/2025/02/27/hallan-a-estadounidense-y-su-pareja-semienterra-
dos-en-su-casa-de-mexicali/ 

43	 Ver más en: https://www.frontlinedefenders.org/sites/default/files/fld_ga_2025-26_digital.pdf 



44

In
fo

rm
e 

An
ua

l 2
02

5 
| H

om
ic

id
io

s 
de

  p
er

so
na

s 
LG

BT
IQ

+ 
en

 A
m

ér
ic

a 
La

tin
a 

y 
el

 C
ar

ib
e

44	 Ver más en: https://anodis.com/cinco-crimenes-de-odio-contra-personas-lgbtq-en-mexico-en-los-ultimos-dias/

45	 Ver más en: https://www.caribeafirmativo.lgbt/asesinada-mujer-trans-en-buenaventura-es-el-asesinato-nume-
ro-46-en-el-primer-semestre/ 

Sin embargo, esta tendencia no se replicó 
en el caso de las personas defensoras de 
derechos humanos LGBTIQ+, cuya repre-
sentación dentro del total de víctimas au-
mentó. Mientras que en 2024 las víctimas 
defensoras constituían el 6 % de los 361 ho-
micidios documentados, en 2025 represen-
taron aproximadamente el 7 % de las 248 
víctimas registradas. Este incremento pro-
porcional sugiere que, pese a la reducción 
general de los homicidios, las personas 
defensoras continuaron enfrentando ni-
veles particularmente elevados de riesgo 
y violencia letal. 

En cuanto a las características de las víc-
timas, 11 eran hombres cis gay, 6 muje-
res trans y 1 hombre trans. La mayoría de 
los homicidios se registró en Colombia 
(10 casos) y México (6), mientras que en 
Ecuador se documentaron 2 víctimas.

Asimismo, en 5 de los casos se identificaron 
amenazas previas contra las víctimas, lo 
que genera especial preocupación respecto 
de las limitadas capacidades estatales para 
prevenir hechos de violencia letal y garan-
tizar mecanismos efectivos de protección 
para personas defensoras de derechos hu-
manos LGBTIQ+. Estos antecedentes tam-
bién evidencian las persistentes barreras en 
el acceso oportuno a medidas de preven-
ción y protección frente a situaciones de 
riesgo previamente advertidas.

Uno de los casos relevados corresponde a F. 
F. L 44., un hombre cis gay asesinado en Mé-
xico. La mañana del 30 de junio, último día 
del mes del orgullo, F. se dirigía a su lugar 
de trabajo en la Presidencia Municipal de 
Santiago Maravatío, Guanajuato, donde se 
desempeñaba como empleado. Además de 
ser servidor público, mantenía una activa 
participación política a nivel local. Mien-
tras transitaba por la vía pública, fue inter-
ceptado por dos hombres armados a bordo 
de una motocicleta, quienes le dispararon en 
repetidas ocasiones y posteriormente huye-
ron del lugar. El caso evidencia los riesgos y 
niveles de violencia que enfrentan personas 
LGBTIQ+ visibles en sus comunidades y vin-
culadas a procesos de participación social y 
defensa de derechos. 

De igual forma, en Colombia fue asesina-
da J. B ., una mujer trans afrodescendiente 
y reconocida integrante de la comunidad 
LGBTIQ+. Su cuerpo fue hallado dentro de 
un vehículo en la Ciudadela San Antonio, en 
un hecho que además dejó dos personas he-
ridas. El homicidio de J. refleja las múltiples 
formas de vulnerabilidad que atraviesan las 
mujeres trans afrodescendientes defensoras y 
lideresas comunitarias.
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y antecedentes
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Teniendo en cuenta las limitaciones en el acceso 
a información detallada sobre las características 
de los hechos, el análisis de los casos en los 
que fue posible relevar estos datos permitió 
identificar que en 45 casos (18 %) se registraron 
múltiples formas de violencia, incluyendo golpes, 
quemaduras, entre otras agresiones. Además, 
en 27 homicidios (11 %) se relevaron indicios 
de tortura. Asimismo, en 9 víctimas (4 %) se 
identificaron indicios de violencia sexual.

Los casos relevados evidencian prácticas de 
extrema violencia y ensañamiento, inclu-
yendo víctimas golpeadas y atadas, perso-
nas que presentaban múltiples lesiones o 
signos de tortura. En algunos hechos, las 
víctimas fueron halladas con las manos 
amarradas o inmovilizadas dentro de sus 
propias viviendas.

Por otro lado, el análisis también permitió 
identificar antecedentes de violencia pre-
vios a los homicidios. En 12 casos se regis-
traron amenazas contra las víctimas, en 7 
hechos se identificaron situaciones vincu-
ladas a extorsiones y en 3 casos existían an-
tecedentes de intentos de homicidio.

La presencia de estas violencias previas re-
sulta especialmente preocupante, ya que 
evidencia fallas en los mecanismos esta-
tales de prevención y protección, así como 

limitaciones en la capacidad institucional 
para intervenir oportunamente frente a si-
tuaciones de riesgo que habían sido adver-
tidas antes de los homicidios.

Asimismo, un aspecto especialmente 
preocupante identificado en varios de los 
casos es el tratamiento deshumanizante 
ejercido sobre los cuerpos de las víctimas 
luego de haber perpetrado los homici-
dios. En distintos hechos se registraron 
prácticas de crueldad, incluyendo cuerpos 
descuartizados, abandonados en bolsas, 
arrojados en espacios públicos o expues-
tos. Estas acciones no solo profundizan la 
violencia ejercida contra las personas LGB-
TIQ+, sino que también pueden constituir 
formas de enviar un mensaje disciplinador 
y de deshumanización hacia las orientacio-
nes sexuales, identidades y expresiones de 
género diversas.
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1



Vidas LGBTIQ+: 
¿quiénes nos
hacen falta?

Distribución por orientación sexual
e identidad de género

De los casos
con edad registrada,
más de la mitad
tenía entre

Personas jóvenes
fueron las
principales víctimas.

21–35. 

La violencia contra 
las personas LGBTIQ+ 
sigue cobrando vidas 
en la región. En promedio, 
al menos 5 personas 
LGBTIQ+ fueron 
asesinadas cada 
semana en la región.

248
vidas arrebatadas 
en 2025: 

4 identidades
más afectadas
Mujeres trans y hombres cis gay concentran 202 de las 248 víctimas
registradas en 2025: 8 de cada 10 casos.

En promedio,
8 homicidios
por mes.

En promedio,
8 homicidios
por mes.

En promedio,
2 homicidios
por mes.

En promedio,
2 homicidios
cada 3 meses.

País México (35)
Colombia (31)
Guatemala (11)

Colombia (46)
Honduras (22)
México (19)

Colombia (9)
Honduras (6)

Guatemala (7)
Colombia (1)

Lugar 56 %
espacios públicos

16 %
domicilios
particulares

39 %
espacios públicos

36 %
domicilios
particulares

76 %
espacios públicos

86 %
espacios públicos

Arma 44 %
arma de fuego

16 %
objetos cortantes o
punzantes

36 %

arma de fuego

objetos cortantes o
punzantes

31 %

86 %
arma de fuego

71 %
arma de fuego

Mujeres
trans

41%

Hombres
cis gay

40%

Mujeres
cis lesbianas

8%

Hombres
cis bisexuales

3%

Mujer trans

102

Hombre cis gay

100

Mujer cis lesbiana

21

Hombre cis bisexual

8

Hombre trans

7

Hombre cis GB+

4

Mujer cis bisexual

2

Mujer cis LB+

1

No binarie

1

Perteneciente a comunidad LGBTIQ+, s/ especificar

1

Persona muxe

1



49

In
fo

rm
e 

An
ua

l 2
02

5 
| H

om
ic

id
io

s 
de

  p
er

so
na

s 
LG

BT
IQ

+ 
en

 A
m

ér
ic

a 
La

tin
a 

y 
el

 C
ar

ib
e

7
Características
de las personas
agresoras
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7.1 Identidad de género
y rango etario de las
personas agresora

En relación con las personas agresoras, se 
pudo identificar que 70 eran hombres cis y 
1 una mujer trans. Respecto de la edad, solo 
fue posible acceder a información sobre 39 
personas agresoras; de ellas, 29 (74 %) te-
nían entre 16 y 30 años.

Estos datos evidencian que, en los casos 
donde fue posible identificar caracterís-
ticas de las personas agresoras, predomi-
nan hombres cis jóvenes como presuntos 
responsables de los homicidios.

7.2 Relación con la víctima

Respecto de la relación entre las personas 
agresoras y las víctimas, la información dis-
ponible continúa siendo muy limitada. En los 
casos en que fue posible relevar este dato, se 
identificaron 6 hechos en los que la persona 
agresora era la pareja de la víctima y 2 en los 
que se trataba de una expareja. Asimismo, se 
registraron casos en los que el vínculo corres-
pondía a personas conocidas (5), amistades 
(3), un cliente (1), otro integrante del hogar (1) 
y relación laboral/colegas (1).

También se documentaron 26 personas 
agresoras que no tenían relación previa 
identificada con la víctima, de las cuales 14 
pertenecerían a grupos de crimen organiza-
do. No obstante, en la mayoría de las perso-
nas agresoras registradas (201) no fue posi-
ble determinar el vínculo con la víctima. La 
escasa información disponible sobre este 

aspecto dificulta el análisis y la identifica-
ción de las dinámicas de violencia.

7. 3 Homicidios 
en contexto de crimen
organizado

Los casos relevados evidencian que, al 
menos, 38 homicidios presentan indicios 
de haber sido perpetrados en contextos 
vinculados al crimen organizado. Se ob-
serva un aumento de este tipo de casos en 
comparación con el año anterior. Mientras 
que en 2024 los homicidios en estos con-
textos representaban el 9 % del total de 
casos documentados, en 2025 alcanzan el 
15 %. Entre las víctimas se identificaron 14 
mujeres trans (3 de ellas eran trabaja-
doras sexuales), 8 mujeres cis lesbianas, 7 
hombres cis gay, 5 hombres cis bisexuales y 
4 hombres trans. Asimismo, la mayor can-
tidad de estos casos se registró en Guate-
mala y Colombia, con 16 homicidios cada 
país y Honduras, con 5. Además, en México 
se documentó 1 caso. 

A diferencia de la tendencia observada a nivel 
general, en los homicidios con indicios de vin-
culación con contextos de crimen organizado 
se identifica una mayor incidencia del uso de 
armas de fuego, presentes en el 76 % de los 
casos, así como una mayor concentración de 
hechos perpetrados en espacios públicos 
(68 %). En varios de estos casos, se regis-
traron antecedentes de amenazas y extor-
siones previas. A su vez, se evidenció el uso 
recurrente de motocicletas por parte de las 
personas agresoras como mecanismo para 
ejecutar los homicidios y facilitar la huida. 
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Estas características pueden observarse en 
casos como el de C46., una mujer trans de 19 
años asesinada en junio de 2025 en la co-
lonia Miguel Hidalgo, en Zamora, Michoa-
cán, en México. La víctima fue asesinada 
con arma de fuego en la vía pública y junto a 
su cuerpo fue dejado un narcomensaje. 

De manera similar, en Colombia fue asesi-
nada N. B. C47., una mujer cis lesbiana, en 
abril de 2025 en el barrio Provenza de Bu-
caramanga. Según la información releva-
da, dos hombres a bordo de una motocicleta 
interceptaron a la víctima en la vía pública 
y le dispararon, causándole la muerte en el 
lugar.

7. 4 Ejecuciones 
extrajudiciales por parte 
de agentes estatales

Un elemento especialmente preocupante 
identificado en el análisis de las personas 
agresoras es que las fuentes indican la par-
ticipación de integrantes de fuerzas de se-
guridad en algunos de los homicidios. Este 
tipo de hechos resulta de particular grave-
dad, ya que podría involucrar prácticas de 
abuso de poder y uso desproporcionado 
de la fuerza por parte de agentes estatales 
cuya función principal es garantizar la pro-

tección y seguridad de toda la población, 
sin discriminación.

En relación con los crímenes con carac-
terísticas de ejecuciones extrajudiciales 
se documentaron 5 víctimas: 2 mujeres 
trans, 2 hombres cis gay y 1 hombre trans. 
En los casos en que fue posible identificar 
información sobre las personas agresoras, 
todas correspondían a hombres cis agentes 
policiales. 

Los homicidios fueron registrados en Colom-
bia, 2 casos, y en Honduras, México y Perú en 
donde se documentó 1 caso en cada país.

Un ejemplo especialmente grave de este tipo 
de hechos es el homicidio de B.H.D.Z48., ocu-
rrido en una estación policial de Atlántida, 
en Honduras. Según la información releva-
da, la víctima se encontraba privada de li-
bertad cuando, tras un intercambio verbal 
con un agente policial, este respondió arro-
jándole agua y luego desenfundado su arma 
de reglamento y disparando desde el exterior 
de la celda en dirección a B. Aunque fue tras-
ladado posteriormente a un centro hospita-
lario, falleció a causa de la herida provocada 
por un arma de fuego.

Otro de los casos corresponde a N49., un 
hombre trans, víctima de violencia letal en 

46	 Ver más en: https://www.instagram.com/p/DL0mtwKym-8/ 

47	 Ver más en: https://caracol.com.co/2025/04/16/mujer-fue-asesinada-con-arma-de-fuego-en-el-barrio-proven-
za-de-bucaramanga/

48	 Ver más en: https://www.mp.hn/publicaciones/detencion-judicial-a-policia-acusado-de-homicidio-tras-dispa-
rar-a-hombre-que-estaba-recluido-en-una-celda-en-san-juan-pueblo/ 

49	 Ver más en:  https://www.instagram.com/p/DOy4EpUjnzk/
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Colombia mientras se encontraba bajo cus-
todia policial en el CAI Las Flores, en Valle 
del Cauca. Dado que la víctima se encontra-
ba bajo custodia estatal al momento de los 
hechos, el caso plantea serias preocupaciones 
respecto de la responsabilidad del Estado en 
la protección de su vida e integridad.

Estos casos evidencian la especial grave-
dad que adquieren los hechos de violencia 
letal cuando involucran a agentes estatales 
o personas vinculadas a fuerzas de seguri-
dad. Es  particularmente alarmante en con-
textos de custodia o privación de libertad, 
donde el Estado tiene un deber reforzado 
de protección de la vida e integridad de las 
personas bajo su responsabilidad.
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Respuesta
del sistema
de justicia
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De los 248 casos reportados, 172 continúan en 
fase de investigación. Entre los 25 casos que 
han llegado a juicio, 7 cuentan con sentencia 
condenatoria50 (6 en Colombia y 1 en Honduras).  

50	 Un caso puede relacionarse con más de una persona agresora. La información sobre el avance de las investigacio-
nes y los procesos judiciales refleja el estado de los casos al momento del cierre del procesamiento de los datos 
para este informe (marzo de 2026). Por ello, su análisis debe interpretarse considerando los tiempos propios de la 
tramitación de las investigaciones y de los procesos penales.

Gráfico 6: Casos según estado procesal

En juicio

25
10,1 %

En archivo

2
0,8 %

En investigación

172
69,4 %

Se desconoce
estado procesal

49
19,8 %

248
Total:
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En cuanto a la situación procesal de las 
personas agresoras, se documentó que 46 
se encuentran detenidas en prisión pre-
ventiva, 14 permanecen prófugas y 3 fue-
ron detenidas en flagrancia. Asimismo, se 
identificaron 12 personas agresoras dete-
nidas con sentencia condenatoria. Estas 
cifras reflejan las persistentes dificultades 
para garantizar investigaciones diligentes, 
oportunas y con enfoque diferencial.  Si 
bien los datos muestran avances parciales 
en algunos procesos judiciales, la informa-
ción disponible sobre la baja cantidad de 
sentencias condenatorias frente al elevado 
número de casos en investigación eviden-
cia las limitaciones estructurales en el ac-
ceso a la justicia para las víctimas, sus fa-
milias y comunidades, contribuyendo a la 
reproducción de escenarios de impunidad 
y repetición de la violencia contra personas 
LGBTIQ+ en la región.

Durante el año 2025, se registraron tam-
bién avances y retrocesos en materia de 
acceso a la justicia para personas LGBTIQ+:

Guatemala registró un avance relevan-
te en materia de acceso a la justicia con la 
presentación del primer borrador del Pro-
tocolo de Investigación de Muertes Violen-
tas de Personas LGBTIQ+ ante el Ministerio 
Público.51 Esta iniciativa constituye un paso 
importante para fortalecer la investigación 
de los crímenes motivados por prejuicio y 

promover respuestas institucionales más 
adecuadas.

En México uno de los principales deba-
tes estuvo vinculado con la tipificación del 
transfeminicidio.52 Si bien durante 2024 se 
registraron avances importantes con el re-
conocimiento de la denominada Ley Paola 
Buenrostro en Ciudad de México y Nayarit, 
durante 2025 no se observaron progresos 
significativos en la homologación federal 
de este tipo penal. Si bien por ejemplo el 
Estado de México avanzó en la discusión y 
dictaminación de una iniciativa específica 
para incorporar el transfeminicidio en su 
Código Penal, otras entidades, como Gua-
najuato, presentaron propuestas que con-
tinúan sin resolución. Asimismo, aunque 
el reconocimiento del matrimonio iguali-
tario a nivel federal consolidó una garantía 
fundamental para las personas LGBTIQ+, 
persisten obstáculos en el reconocimiento 
de derechos de las infancias trans. En este 
sentido, resultó especialmente preocupante 
la negativa del Congreso de Sonora53 a cum-
plir una sentencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación que le ordenaba legis-
lar para permitir la expedición de actas de 
nacimiento que reconocieran la identidad 
de género de niñeces y adolescencias trans.

Asimismo, persisten importantes desafíos 
en materia de producción de información. 
De acuerdo con la sociedad civil54, no exis-

51	 Acción promovida por Asociación Lambda, organización integrante de la Red.

52	 Ver más en: https://www.congresogto.gob.mx/comunicados/propone-incluir-en-ley-el-delito-de-transfeminicidio 

53	 Ver más en: https://www.reporteindigo.com/nacional/scjn-urge-al-congreso-de-sonora-que-respete-el-dere-
cho-a-la-identidad-de-infancias-transgenero-20251130-0028.html 

54	 Ver más en: https://equis.org.mx/invisibles-omision-generacion-datos-obstaculo-acceso-justicia-mujeres-lbt/ 
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ten mecanismos efectivos para la solicitud, 
recopilación y sistematización de datos 
desagregados sobre orientación sexual e 
identidad de género en el ámbito judicial. 
En particular, se identificó la ausencia de 
una obligación expresa en el marco norma-
tivo mexicano que exija a los poderes ju-
diciales recabar información desagregada 
sobre estas variables. Esta omisión dificulta 
dimensionar las barreras específicas que se 
enfrentan en el acceso a la justicia y limita la 
formulación de políticas públicas basadas 
en evidencia. Además, esto resulta preocu-
pante a la luz de las obligaciones asumidas 
por el Estado mexicano, razón por la cual 
el Comité de la CEDAW, ordenó en julio de 
2025 que el Estado garantice la recopilación 
integral de datos sobre todas las formas de 
violencia por razón de género contra las 
mujeres, incluidas las mujeres LBTI. Espe-
cialmente, pide que se incluyan datos sobre 
tasas de procesamiento y condena, medi-
das de protección y reparaciones otorgadas. 
Asimismo, exhortó a que realice revisiones 
multisectoriales exhaustivas de los casos 
graves para identificar deficiencias y fallas 
en las respuestas institucionales para forta-
lecer las medidas de prevención.55

 
En materia de acceso a la justicia, en Repú-
blica Dominicana, se identificaron dos de-

cisiones judiciales consideradas relevantes 
por organizaciones comunitarias y defen-
soras de derechos humanos, al representar 
avances parciales en la investigación y ju-
dicialización de hechos de violencia contra 
personas LGBTIQ+. La primera corresponde 
a la condena56 57 de 30 años de prisión im-
puesta a A. H. P. por el homicidio de Y. A. D. 
H., ocurrido en marzo de 2024 en la provin-
cia Sánchez Ramírez. La segunda se refiere 
a la sentencia58 59 que condenó a 30 años de 
prisión a S. M. V., M. y J. C. M. P. por los deli-
tos de tortura cometidos contra D. de los S. 
C. mientras se encontraba bajo custodia po-
licial en abril de 2022. Asimismo, los jueces 
impusieron una condena de 10 años de pri-
sión al segundo teniente de la Policía Nacio-
nal G. G. C. y al cabo A. D. H., por violación 
a los artículos 186 y 198 del Código Penal 
Dominicano, los cuales sancionan con pe-
nas severas a los funcionarios públicos que 
cometan actos inhumanos y degradantes 
contra personas bajo su custodia.  

Aunque estos casos constituyen señales 
positivas en términos de investigación, 
sanción y combate a la impunidad frente a 
hechos de violencia grave, persisten impor-
tantes desafíos para garantizar respuestas 
efectivas frente a la violencia y la discrimi-
nación que afectan a las personas LGBTIQ+.

55	 Ver más en: https://www.ohchr.org/es/documents/concluding-observations/cedawcmexco10-concluding-obser-
vations-tenth-periodic-report 

56	 Ver más en: https://pgr.gob.do/30-anos-de-prision-para-joven-que-mato-a-otra-a-cuchilladas-en-cotui/ 

57	 Ver más en: https://web.facebook.com/watch/?v=1429881169143022&_rdc=1&_rdr# 

58	 Ver más en: https://pgr.gob.do/condenan-a-30-y-10-anos-de-prision-a-tres-civiles-y-dos-policias-por-tortura-y-
muerte-de-david-de-los-santos-en-nuevo-juicio/ 

59	 Ver más en: https://listindiario.com/la-republica/20250627/tribunal-condena-prision-implicados-muerte-da-
vid-santos_863708.html#google_vignette 
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En Colombia, aunque se registraron avan-
ces significativos en distintos ámbitos, es-
tos coexistieron con resistencias políticas, 
vacíos de implementación y debates regre-
sivos que limitaron la consolidación de un 
marco robusto de prevención y respuesta 
frente a la violencia basada en prejuicio, 
particularmente la violencia letal. En mate-
ria legislativa, destacó el trámite del Proyec-
to de Ley Integral Trans, conocido como Ley 
Sara Millerey60, que logró superar una de las 
principales barreras históricas al alcanzar 
audiencia pública y primer debate en la Co-
misión Primera de la Cámara de Represen-
tantes. Este avance permitió posicionar en 
la agenda legislativa las demandas históri-
cas de las personas trans y no binarias en 
diversas áreas como protección frente a la 
violencia. Asimismo, se resalta también la 
creación del documento LGBTIQ+ del Con-
sejo Nacional de Política Económica y So-
cial (Documento CONPES 4147 de 2025), que 
constituye un hito institucional significati-
vo al establecer por primera vez una Política 
Nacional para la Garantía de los Derechos 
de la Población LGBTIQ+ con un horizonte 
de largo plazo (2025–2035).

Respecto de Honduras, el Protocolo de In-
vestigación de Muertes Violentas de Perso-
nas LGBTI+, ordenado en la sentencia Vicky 
Hernández y otras vs. Honduras emitida por 
la Corte Interamericana de Derechos Hu-

manos, no registró avances durante el año 
2025. No obstante, durante el cuarto ciclo 
del Examen Periódico Universal realizado 
ese año, el Estado hondureño aceptó las re-
comendaciones que lo instan a implemen-
tar un protocolo para la atención diferencia-
da de las personas LGBTIQ+ que recurren al 
sistema de justicia, así como a garantizar 
investigaciones rápidas y eficaces sobre los 
asesinatos y otros delitos dirigidos contra 
personas LGBTIQ+61. Esta aceptación for-
mal contrasta con la ausencia de medidas 
concretas a nivel nacional, lo que evidencia 
una brecha persistente entre los compromi-
sos internacionales asumidos y su materia-
lización en acciones efectivas.

No obstante, en enero de 2026 la Corte Inte-
ramericana emitió una nueva sentencia en 
el caso de Leonela Zelaya, en la que decla-
ró responsable al Estado hondureño por el 
transfeminicidio y la impunidad persisten-
te en la investigación de este crimen. Este 
fallo constituye un avance significativo en 
materia de acceso a la justicia, al reafirmar 
las obligaciones estatales de investigar con 
debida diligencia los crímenes contra per-
sonas trans. Además, la Corte reconoció por 
primera vez la figura de las familias socia-
les, al incluir a la activista Thalía Rodríguez 
(considerada hermana social de la víctima, 
sin tener vínculo consanguíneo) como par-
te del proceso de justicia y reparación, am-

60	 Cámara de Representantes de Colombia, Aprobada en primer debate la Ley Integral Trans. 2025. https://www.camara.
gov.co/aprobada-en-primer-debate-la-ley-integral-trans/ 

61	 Consejo de Derechos Humanos, Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal: Honduras (A/
HRC/61/12) (Nueva York: Naciones Unidas, 2025), recomendaciones 117.234 y 117.235. https://docs.un.org/es/A/
HRC/61/12; Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal: Honduras – Adición (A/HRC/61/12/
Add.1) (Nueva York: Naciones Unidas, 2025), p. 4. https://docs.un.org/es/A/HRC/61/12/Add.1 
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62	 Ver más en: https://litiganteslgbt.org/news/celebramos-decision-corteidh-responsabilidad-honduras-leonela-ze-
laya-thalia-rodriguez/ 

63	 Ver más en: https://promsex.org/wp-content/uploads/2025/12/Informe-sobre-Derechos-LGBTIQ-2025-Peru.pdf

pliando así el entendimiento de los víncu-
los afectivos y comunitarios en los casos de 
violencia contra personas LGBTI+.62 

En una situación similar se encuentra Perú, 
donde, a cinco años de la sentencia de la 
Corte Interamericana en el caso Azul Rojas 
Marín y otra vs. Perú63, el Estado continúa sin 
implementar un protocolo especializado 
para la investigación y administración de 
justicia en casos de violencia contra perso-
nas LGBTIQ+. Esta inacción continúa pese 
a que la decisión de la Corte representó una 
oportunidad para fortalecer la respuesta 

institucional frente a las violaciones de de-
rechos humanos que afectan a las personas 
LGBTIQ+.

Si bien durante 2025 se informó la realiza-
ción de reuniones interinstitucionales en-
tre organismos estatales para abordar su 
implementación, no se registraron avances 
concretos en la elaboración y adopción del 
instrumento. La ausencia de resultados ve-
rificables, el incumplimiento de los plazos 
establecidos y la limitada transparencia 
del proceso evidencian un incumplimiento 
persistente por el Estado peruano.
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Hombres cis gay:
49 (42%)

Mujeres trans:
45 (39%)

Hombres cis gay: 
domicilios particulares
 y uso de objeto
cortante o punzante

Mujeres trans: 
espacio público
y uso de el arma
de fuego

Deterioro democrático y cierre de institucio-
nes que promueven políticas de género
Securitización, desplazamiento de las 
agendas de derechos humanos y militariza-
ción bajo estados de excepción 
Cierre del espacio cívico y restricciones 
normativas a la labor de organizaciones 
sociales y defensores de DDHH
Dificultades en la implementación de 
avances legales, centralización del acceso a 
la justicia y baja presencia del Estado en 
zonas rurales

¿Quiénes son
las más afectadas?

¿Dónde
y cómo?

Claves
del contexto

Sur Andino 

116

Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú

En promedio,
10 personas 
fueron 
asesinadas 
cada mes

Hombres cis gay:
31 (44%)

Mujeres trans:
21 (30%)

Hombres cis gay y
mujeres trans: 
espacio público 
y uso de el arma 
de fuego

Concentración del poder en el ejecutivo, 
debilitamiento de los contrapesos institucio-
nales y cierre del espacio cívico
Uso prolongado de los mecanismos de 
seguridad de excepción, detenciones arbitra-
rias y riesgos en el ejercicio de denuncia 
Implementación de leyes de agentes extranje-
ros que limitan a las organizaciones de la 
sociedad civil y la cooperación internacional

¿Quiénes son
las más afectadas?

¿Dónde
y cómo?

Claves
del contexto

Centro América

70

Guatemala, Honduras, El Salvador, Nicaragua*

En promedio,
6 personas 
fueron 
asesinadas 
cada mes

* En Nicaragua no se documentaron casos de homicidios de personas LGBTIQ+ en 2025. Si bien se relevó un caso de violencia letal, las limitaciones 
para acceder a información verificable impidieron confirmar adecuadamente la orientación sexual o identidad de género de la víctima. El caso 
continúa siendo monitoreado.

El prejuicio
no conoce
fronteras

Cuatro subregiones,
donde el territorio importa:
diversos métodos,
lugares e identidades
más expuestas.
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Amenazas a defensores de derechos 
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¿Quiénes son
las más afectadas?

¿Dónde
y cómo?

Claves
del contexto

América del Norte 

60

México

5 personas 
fueron 
asesinadas 
cada mes

Hombres cis gay:
1 (50%)

Mujeres trans:
1 (50%)

Hombres cis gay:
Río o playa y método
sin especificar

Mujeres trans:
espacio público
y uso de el arma
de fuego

Control migratorio y seguridad en la agenda 
pública
Racismo estructural y perfilamiento racial 
Estructuras institucionales excluyentes que 
reproducen lógicas de prejuicios sociales
Hostigamiento a la defensa de derechos y 
entornos hostiles para la veeduría ciudadana 

¿Quiénes son
las más afectadas?

¿Dónde
y cómo?

Claves
del contexto

Caribe hispanohablante 

2

República Dominicana



Hombres cis gay:
49 (42%)

Mujeres trans:
45 (39%)

Hombres cis gay: 
domicilios particulares
 y uso de objeto
cortante o punzante

Mujeres trans: 
espacio público
y uso de el arma
de fuego

Deterioro democrático y cierre de institucio-
nes que promueven políticas de género
Securitización, desplazamiento de las 
agendas de derechos humanos y militariza-
ción bajo estados de excepción 
Cierre del espacio cívico y restricciones 
normativas a la labor de organizaciones 
sociales y defensores de DDHH
Dificultades en la implementación de 
avances legales, centralización del acceso a 
la justicia y baja presencia del Estado en 
zonas rurales

¿Quiénes son
las más afectadas?

¿Dónde
y cómo?

Claves
del contexto

Sur Andino 

116

Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú

En promedio,
10 personas 
fueron 
asesinadas 
cada mes

Hombres cis gay:
31 (44%)

Mujeres trans:
21 (30%)

Hombres cis gay y
mujeres trans: 
espacio público 
y uso de el arma 
de fuego

Concentración del poder en el ejecutivo, 
debilitamiento de los contrapesos institucio-
nales y cierre del espacio cívico
Uso prolongado de los mecanismos de 
seguridad de excepción, detenciones arbitra-
rias y riesgos en el ejercicio de denuncia 
Implementación de leyes de agentes extranje-
ros que limitan a las organizaciones de la 
sociedad civil y la cooperación internacional

¿Quiénes son
las más afectadas?

¿Dónde
y cómo?

Claves
del contexto

Centro América

70

Guatemala, Honduras, El Salvador, Nicaragua*

En promedio,
6 personas 
fueron 
asesinadas 
cada mes

* En Nicaragua no se documentaron casos de homicidios de personas LGBTIQ+ en 2025. Si bien se relevó un caso de violencia letal, las limitaciones 
para acceder a información verificable impidieron confirmar adecuadamente la orientación sexual o identidad de género de la víctima. El caso 
continúa siendo monitoreado.

El prejuicio
no conoce
fronteras

Cuatro subregiones,
donde el territorio importa:
diversos métodos,
lugares e identidades
más expuestas.

Mujeres trans:
35 (58%)

Hombres cis gay:
19 (32%)

Mujeres trans:
espacio público
y uso de el arma
de fuego

Hombres cis gay:
domicilios particulares
 y uso de objeto
cortante o punzante
y armas de fuego

Reconfiguración del crimen organizado 
y disputas por el control territorial
Desigualdad en la tipificación del 
transfeminicidio en entidades 
nacionales y federativos 
Limitada coordinación interinstitucional 
para el acceso a la justicia
Subregistro y fragmentación
de la información oficial
Amenazas a defensores de derechos 
de personas LGBI

¿Quiénes son
las más afectadas?

¿Dónde
y cómo?

Claves
del contexto

América del Norte 

60

México

5 personas 
fueron 
asesinadas 
cada mes

Hombres cis gay:
1 (50%)

Mujeres trans:
1 (50%)

Hombres cis gay:
Río o playa y método
sin especificar

Mujeres trans:
espacio público
y uso de el arma
de fuego

Control migratorio y seguridad en la agenda 
pública
Racismo estructural y perfilamiento racial 
Estructuras institucionales excluyentes que 
reproducen lógicas de prejuicios sociales
Hostigamiento a la defensa de derechos y 
entornos hostiles para la veeduría ciudadana 

¿Quiénes son
las más afectadas?

¿Dónde
y cómo?

Claves
del contexto

Caribe hispanohablante 

2

República Dominicana



62

In
fo

rm
e 

An
ua

l 2
02

5 
| H

om
ic

id
io

s 
de

  p
er

so
na

s 
LG

BT
IQ

+ 
en

 A
m

ér
ic

a 
La

tin
a 

y 
el

 C
ar

ib
e

9.1 Subregión América 
del Norte

El año 2025 estuvo marcado por una cre-
ciente institucionalización de las demandas 
históricas de los movimientos LGBTIQ+ en 
México. Hubo avances relevantes que re-
flejaron la incidencia del movimiento LGB-
TIQ+, a través de, primero, el reconocimiento 
legal de la identidad de género en diversas 
entidades federativas, segundo, el fortale-
cimiento de los marcos penales orientados 
a sancionar delitos motivados por prejuicio 
y, tercero, el aumento del número de esta-
dos que incorporan la figura del transfemi-
nicidio. Del mismo modo, la aprobación del 
Protocolo Homologado de Investigación de 
Delitos Cometidos en Contra de las Personas 
LGBTTTI+ constituyó una señal de fortaleci-
miento institucional en materia de investi-
gación penal especializada. Sin embargo, es-
tos avances continuaron desarrollándose de 
manera desigual entre entidades federativas 
y coexistieron con importantes limitaciones 
para garantizar el acceso efectivo a la justicia. 
La ausencia de un sistema nacional de regis-
tro oficial sobre violencia y homicidios con-
tra personas LGBTIQ+64, las dificultades para 
investigar la violencia motivada por prejuicio 

y la implementación heterogénea de los mar-
cos normativos evidencian que el reconoci-
miento formal de derechos sigue avanzando 
a un ritmo más acelerado que las capacidades 
estatales para garantizarlos plenamente.65

 
En este contexto, las transformaciones del 
escenario internacional incidieron directa-
mente sobre las capacidades de respuesta 
de la sociedad civil mexicana, debido a la 
suspensión y reorientación de fondos de 
cooperación internacional promovida por 
la nueva administración estadounidense. 
Dicho cambio afectó a organizaciones que 
brindan asistencia humanitaria, acompa-
ñamiento jurídico, atención psicosocial e 
incidencia política en favor de personas 
LGBTIQ+ y migrantes. 
 
Aunque México no experimentó durante 
2025 procesos de cierre institucional equi-
valentes a los observados en otros países de 
la región, el avance de narrativas que cues-
tionan los derechos de las personas LGB-
TIQ+ contribuyó a legitimar expresiones 
de discriminación y hostilidad social.66 La 

64	 Letra S, Sida, Cultura y Vida Cotidiana A. C., El impacto de la violencia por prejuicio. Homicidios de perso-
nas LGBT+ en México 2025 (Ciudad de México: Letra S, Sida, Cultura y Vida Cotidiana A. C., 2026), pp. 10-11.  
https://letraese.org.mx/crimenes-de-odio-archivo/

65	 Ibidem, pp. 10-11.

66	 Ibidem, p. 58.
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circulación de discursos transodiantes en 
entornos digitales y públicos coincidió con 
una mayor visibilidad política y social de las 
diversidades sexuales y de género, generan-
do escenarios de exposición que incremen-
tan los riesgos para personas activistas, de-
fensoras y con liderazgo comunitario.67 
 
Al mismo tiempo, se han hecho más visi-
bles formas de violencia que trascienden la 
letalidad, particularmente entre juventu-
des LGBTIQ+. Las organizaciones de la so-
ciedad civil afirmaron que los suicidios son 
el resultado acumulado de experiencias de 
violencia familiar, discriminación escolar, 
exclusión laboral y ausencia de mecanis-
mos institucionales de prevención. No obs-
tante, la persistencia de vacíos estadísticos 
oficiales continúa dificultando el diseño de 
respuestas públicas adecuadas.68 También 
las personas trans defensoras de derechos 
humanos siguen enfrentando riesgos dife-
renciados de violencia y victimización.69 
 
Estas dinámicas se desarrollan además en 
un contexto nacional caracterizado por la 
persistencia de estructuras criminales con 
amplia capacidad territorial y en proceso de 
reconfiguración. Sumado a esto la fragmen-
tación histórica del país ha estado asociada 

al incremento de conflictos armados locales, 
disputas por el control territorial y escena-
rios de violencia que impactan las condicio-
nes de seguridad del país.70 En consecuen-
cia, el contexto sociopolítico mexicano de 
2025 evidencia que las violencias contra las 
personas LGBTIQ+ se encuentran estrecha-
mente vinculadas con procesos más amplios 
de desigualdad social, crimen organizado, 
exclusión territorial, debilitamiento de re-
des de protección, precarización económica 
y persistencia de la violencia por prejuicio. A 
pesar de que el país registra avances sig-
nificativos en materia normativa e insti-
tucional, la consolidación efectiva de es-
tos derechos continúa dependiendo de la 
capacidad estatal para garantizar acceso a 
justicia, producir información confiable, 
fortalecer políticas públicas especializa-
das y proteger el trabajo de las organiza-
ciones sociales que sostienen gran parte 
de las respuestas frente al prejuicio.

México

En México se documentaron 60 víctimas 
LGBTIQ+ de violencia letal a nivel nacio-
nal, representando el 24 % del total general. 
En tres de los hechos registrados se identi-

67	 Ver más en: https://consultoriosafico.balancemx.org/visibilidadtrans2026/ 

68	 Geo González, Salud mental: cómo los activismos LGBT documentan en México lo que el Estado ignora. Agencia Presen-
tes. 2025. https://agenciapresentes.org/2025/03/27/la-salud-mental-en-poblaciones-lgbt-de-mexico-los-activis-
mos-documentan-lo-que-el-estado-ignora/

69	 Institute for Economics & Peace (IEP), Índice de Paz México 2026: Identificación y medición de los factores que impulsan 
la paz (Sydney: Institute for Economics & Peace, 2026). https://indicedepazmexico.org/data/Mexico-Peace-Index-
2026-Spanish-web.pdf  

70	 Letra S, Sida, Cultura y Vida Cotidiana A. C., El impacto de la violencia por prejuicio. Homicidios de personas LGBT+ en 
México 2025 (Ciudad de México: Letra S, Sida, Cultura y Vida Cotidiana A. C., 2026). https://letraese.org.mx/crime-
nes-de-odio-archivo/ 
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ficó más de una víctima, con un total de dos 
personas afectadas en cada caso.

Entre las entidades federativas con mayor 
cantidad de registros se encuentran Gua-
najuato, Puebla y Veracruz, con 6 víctimas 
cada una, seguidas por Baja California y 
Jalisco, con 5 casos respectivamente. Esta 
distribución evidencia una concentración 
de la violencia en determinados territorios 
del país, aunque los hechos se extienden a 
distintas regiones de México. Asimismo, el 
72 % de los homicidios fueron perpetra-
dos en zonas urbanas, lo que evidencia 
una mayor incidencia de la violencia en 
estos entornos. 

Del total de víctimas documentadas, la ma-
yoría corresponde a mujeres trans, con 35 
casos (58 %). Les siguen los hombres cis gay, 
con 19 víctimas (32 %). Asimismo, se registra-
ron 3 casos de hombres GB+71, 1 caso de una 
mujer cis lesbiana, 1 persona muxe y 1 persona 
señalada como LGBTIQ+ en la fuente72. 

En el caso de las mujeres trans, los crí-
menes fueron perpetrados mayoritaria-
mente mediante el uso de armas de fuego 
(37 %). Estos ocurrieron principalmente 
(49 %) en espacios públicos, incluyendo 
la vía pública, el transporte, campos o terre-
nos baldíos, así como ríos o playas.

En el caso de los hombres cis gay, se ob-
serva que los homicidios fueron perpetra-
dos con mayor frecuencia mediante el uso 
de objetos cortantes o punzantes (32 %, 
equivalente a 6 víctimas), seguidos por el 
uso de armas de fuego (26 %, correspon-
diente a 5 víctimas). Asimismo, una propor-
ción significativa de los hechos ocurrió en 
domicilios particulares (53 %, es decir, 10 
casos), mientras que 3 homicidios tuvieron 
lugar en hoteles, moteles u otros espacios 
de alojamiento. 

Tal como se viene documentando desde 
hace varios años, en México persiste un 
contexto de riesgo y violencia que afecta 
particularmente a las personas LGBTIQ+ 
defensoras de derechos humanos. Durante 
2025, se registraron 6 víctimas que desa-
rrollaban labores de defensa y promoción 
de derechos.

Uno de los casos más representativos es el de 
J. L. G. e I. L. R73., pareja de activistas origi-
naria del estado de Hidalgo y reconocida por 
su trabajo en defensa de los derechos de las 
personas LGBT+ y de los derechos humanos. 
Ambos fueron víctimas de homicidio horas 
después de asistir a la Marcha del Orgullo 
en la Ciudad de México.

71	 2 víctimas corresponden a hombres cis cuya orientación sexual es de una persona de la diversidad sexual pero no 
se especifica cuál y 1 corresponde a un hombre heterosexual presuntamente víctima de homicidio en razón de la 
relación que mantenía con la mujer trans asesinada en el mismo hecho. 

72	 Persona que fue identificada como parte de la población LGBTIQ+.  Usaba prendas femeninas, pero no fue deter-
minada su OS/IG. 

73	 Ver más en: https://www.infobae.com/mexico/2025/07/06/quienes-eran-jesus-laiza-e-isai-lopez-pareja-ejecuta-
da-a-tiros-en-el-edomex-tras-asistir-a-la-marcha-lgbt/ 
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De acuerdo con la información disponible, 
las víctimas fueron atacadas con arma de 
fuego y sus cuerpos hallados dentro de un 
vehículo en el municipio de Hueypoxtla, Es-
tado de México, en los límites con Tizayuca, 
Hidalgo. Personas cercanas a ellos señalaron 
que previamente habían recibido amenazas, 
posiblemente relacionadas con su activismo 
LGBTIQ+ y su participación política a nivel 
local.

Este caso evidencia las situaciones de vul-
nerabilidad y violencia que continúan en-
frentando quienes defienden los derechos 
humanos y la diversidad sexual y de género 
en el país, así como la necesidad de fortale-
cer las medidas de protección y acceso efec-
tivo a la justicia.

En relación con las personas agresoras, 
fue posible identificar la identidad de gé-

nero en 16 casos, correspondiendo todas 
a hombres cis. Por otra parte, en 1 caso se 
identificó la participación de personas vin-
culadas a la fuerza pública, lo que reviste 
especial gravedad en términos de confian-
za institucional y garantías de protección. 
Además, en 3 de los hechos se estableció 
que existía una relación de pareja entre la 
víctima y la persona agresora. Entre las víc-
timas se identificó a una mujer trans, un 
hombre cis gay y una persona muxe.

En cuanto al acceso a la justicia, 15 per-
sonas agresoras se encuentran detenidas 
en prisión preventiva. Sin embargo, hasta 
el momento no se han registrado senten-
cias condenatorias y la mayoría de los ca-
sos permanece en etapa de investigación, lo 
que evidencia los desafíos persistentes para 
garantizar procesos oportunos y efectivos 
frente a la violencia contra personas LGB-
TIQ+ en México.

9.2 Subregión
Centroamérica

Según la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos, el año 2025 se caracterizó 
por la profundización de procesos de con-
centración de poder, debilitamiento insti-
tucional y restricción del espacio cívico en 
distintos países de Centroamérica. Aunque 

Nicaragua, El Salvador, Honduras y Gua-
temala presentan contextos diferenciados, 
compartieron dinámicas que limitaron la 
capacidad de los sistemas democráticos 
para garantizar derechos y responder a si-
tuaciones de discriminación.74 En varios ca-

74	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Situación de los derechos humanos en Guatemala (Washing-
ton, D. C.: OEA, 2025), p. 1, párr. 1. https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/2025/informe_guatemala_es.pdf   
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sos se consolidaron estados de excepción, 
reformas legales restrictivas o prácticas ins-
titucionales orientadas a reducir los con-
troles democráticos. A su vez, persistieron 
altos niveles de desigualdad, impunidad y 
violencia. Estas transformaciones afecta-
ron también a las personas LGBTIQ+, cuya 
protección continúa dependiendo de insti-
tuciones débiles, mecanismos insuficientes 
de acceso a la justicia y espacios de partici-
pación cada vez más restringidos.
 
Uno de los rasgos más visibles fue la expan-
sión de formas de gobernanza sustentadas 
en la concentración de facultades estatales y 
la reducción de contrapesos institucionales. 
En primer lugar, en El Salvador, la modifi-
cación de disposiciones constitucionales y 
electorales redujo los espacios deliberativos 
y fortaleció la discrecionalidad del Ejecuti-
vo, mientras la continuidad del régimen de 
excepción consolidó un modelo de seguri-
dad basado en restricciones prolongadas de 
derechos y garantías judiciales.75 En segun-
do lugar, en Nicaragua, organizaciones na-
cionales e internacionales denunciaron que 
la reforma constitucional aprobada en fe-
brero de 2025 contribuyó a la consolidación 
de un régimen autoritario al concentrar po-

der en el Ejecutivo, eliminar la separación 
de poderes y normalizar mecanismos de re-
presión bajo marcos jurídicos formalmen-
te institucionalizados.76 En tercer lugar, en 
Guatemala, la CIDH identificó la persisten-
cia de una crisis institucional caracterizada 
por la instrumentalización del sistema de 
justicia, la falta de independencia judicial y 
la permanencia de redes de poder orienta-
das a preservar espacios de impunidad.77 

Por su parte, Honduras transitó un escena-
rio con una creciente polarización política 
cargada de desconfianza en las institucio-
nes. Esta situación estuvo relacionada al 
proceso electoral y a las disputas entre ac-
tores políticos, los retrasos en las decisiones 
de las autoridades electorales, las contro-
versias en la gestión técnica de los comicios 
y los cuestionamientos sobre la capacidad 
institucional para garantizar procesos legí-
timos y transparentes.78 En este panorama 
distintos actores nacionales e internaciona-
les continuaron señalando preocupaciones 
relacionadas con la protección de personas 
defensoras de DDHH, periodistas y grupos 
como las personas LGTBIQ+. Sin embargo, 
al mismo tiempo el Estado reportó avances 
en materia de fortalecimiento institucional 

75	 Amnistía Internacional, Los derechos humanos en El Salvador. 2025. https://www.amnesty.org/es/location/ame-
ricas/central-america-and-the-caribbean/el-salvador/

77	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Situación de los derechos humanos en Guatemala (Washin-
gton, D. C.: OEA, 2025). https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/2025/informe_guatemala_es.pdf   

78	 Pedro Labayen Herrera, Annie Bird, Francesca Emanuele, Alexander Main y David Rosnick, Parálisis institucional, 
injerencia estadounidense, fallas técnicas y un recuento incompleto: una evaluación de las elecciones de Honduras de 2025 
(Washington: Center for Economic and Policy Research, 2026), p. 2. https://cepr.net/es/publications/paralisis-ins-
titucional-injerencia-estadounidense-fallas-tecnicas-y-un-recuento-incompleto-una-evaluacion-de-las-elec-
ciones-de-honduras-de-2025/

76	 CIDH-MESENI, Impactos de reformas constitucionales y legales en los derechos humanos
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y cumplimiento de responsabilidades in-
ternacionales en derechos humanos.79  

Para las personas LGBTIQ+, la tensión entre 
reconocimiento formal de DDHH y garantías 
efectivas se expresó en la persistencia de ba-
rreras para la implementación de las medidas 
derivadas de la Sentencia Vicky Hernández 
vs. Honduras, así como en la continuidad de 
formas de violencia letal que obstaculizan el 
ejercicio pleno de la ciudadanía.80 A razón de 
este contexto, la Defensoría de la Personas de 
la Diversidad Sexual del Comisionado Nacio-
nal de los Derechos Humanos (CONADEH) 
señaló que el Estado mantiene obligaciones 
pendientes en cuanto a la garantía, promo-
ción y protección de los derechos de la pobla-
ción LGTBIQ+. De forma simultánea organi-
zaciones de la sociedad civil advirtieron que 
la confrontación política y el clima preelecto-
ral aumentaban la posibilidad de exclusión y 
debilitaban las respuestas institucionales en 
situaciones de discriminación y violencia.81 
Aun así, en el marco del cuarto ciclo del Exa-
men Periódico Universal de Honduras, rea-
lizado en 2025, el Estado decidió no aceptar 

las recomendaciones que lo instaban a reco-
nocer el matrimonio entre personas del mis-
mo sexo y  a garantizar el derecho al reconoci-
miento legal de la identidad de género de las 
personas trans, evidenciando la persistencia 
de resistencias institucionales.82 

En paralelo, durante 2025 se observó una 
reducción sostenida del espacio cívico y 
de las capacidades de actuación de orga-
nizaciones sociales, comunitarias y de de-
rechos humanos. En Nicaragua, la CIDH 
ha registrado la cancelación de 5 441 or-
ganizaciones desde 2018. A su vez, ha ca-
lificado este fenómeno como un “ataque 
sistemático contra el pluralismo, el espa-
cio cívico y la democracia”, evidenciando 
la utilización de marcos regulatorios para 
restringir la organización social indepen-
diente.83 En El Salvador, la aprobación de 
la Ley de Agentes Extranjeros reforzó los 
mecanismos de fiscalización y sanción 
sobre organizaciones sociales, mientras 
persistieron denuncias sobre criminaliza-
ción y represión de expresiones críticas.84 
En Guatemala, la CIDH y Human Rights 

79	 Consejo de Derechos Humanos, Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal: Honduras (A/
HRC/61/12) (Nueva York: Naciones Unidas, 2025), recomendaciones 117.234 y 117.235. https://docs.un.org/es/A/
HRC/61/12

80	 Lissy Serén, Defensoría LGBTIQ+ exige protección ante crímenes de odio, Reportar Sin Miedo, 2025. https://repor-
tarsinmiedo.org/2025/07/19/defensoria-lgbtiq-exige-proteccion-ante-crimenes-de-odio/

82	 Consejo de Derechos Humanos, Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal: Honduras 
(A/HRC/61/12) (Nueva York: Naciones Unidas, 2025), recomendaciones 117.234 y 117.235. https://docs.un.org/es/A/
HRC/61/12 ; Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal: Honduras – Adición (A/HRC/61/12/
Add.1) (Nueva York: Naciones Unidas, 2025), p. 4. https://docs.un.org/es/A/HRC/61/12/Add.1  

83	 Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y Mecanismo Especial de Seguimiento para Nicaragua (ME-
SENI), Organizaciones de la sociedad civil canceladas en Nicaragua, 2025. https://www.oas.org/es/cidh/MESENI/Bole-
tines/boletin-meseni-2025_04.html 

84	 Amnistía Internacional, El Salvador 2025. 2026.  https://www.amnesty.org/es/location/americas/central-ameri-
ca-and-the-caribbean/el-salvador/

81	 Ibídem.
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Watch, documentaron patrones de crimi-
nalización contra periodistas, operadores 
de justicia, personas defensoras y lide-
razgos comunitarios, así como un entor-
no hostil para el ejercicio de la libertad 
de expresión y la participación pública.85 
Estas tendencias reducen la capacidad de 
documentar violaciones de derechos hu-
manos, acompañar a víctimas y promover 
agendas de igualdad y no discriminación.

Asimismo, la expansión de políticas de segu-
ridad de carácter excepcional continuó rede-
finiendo la relación entre ciudadanía y Esta-
do. Tanto en El Salvador como en Honduras 
se mantuvieron estados de excepción pro-
longados que fueron cuestionados por orga-
nismos internacionales debido a denuncias 
de detenciones arbitrarias, uso excesivo de 
la fuerza, tortura y otras violaciones de de-
rechos humanos.86 En el caso salvadoreño, 
la CIDH reiteró su llamado a poner fin a la 
suspensión de derechos y garantías judicia-
les, mientras organizaciones de derechos 
humanos denunciaron la persistencia de 
prácticas de incomunicación, hacinamien-
to y restricciones procesales incompatibles 
con estándares internacionales.87 Así, las 

dinámicas descritas previamente generan 
entornos en que las personas enfrentan ma-
yores obstáculos para denunciar y acceder a 
mecanismos de protección.

Por otra parte, los factores estructurales de 
desigualdad continuaron configurando es-
cenarios de vulnerabilidad social. En Gua-
temala, la CIDH identificó que la pobreza, 
la desigualdad, la discriminación y la ex-
clusión siguen siendo fenómenos estruc-
turales que restringen el acceso a derechos 
fundamentales.88 Más de la mitad de la po-
blación vive en condiciones de pobreza y la 
persistencia de desigualdades territoriales, 
económicas y étnicas limita el acceso efec-
tivo a salud, educación, vivienda, alimen-
tación y empleo.89 En Honduras, la insufi-
ciente respuesta estatal frente al cambio 
climático continuó generando desplaza-
mientos desde comunidades rurales y cos-
teras. Además, el retorno de más de 42 000 
personas migrantes durante 2025 eviden-
ció la persistencia de condiciones económi-
cas y sociales precarias.90 Estas situaciones, 
sumadas a casos como la criminalización 
de personas defensoras LGBTIQ+, han evi-
denciado la forma en que las disputas por el 

85	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Situación de los derechos humanos en Guatemala (Was-
hington, D. C.: OEA, 2025). https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/2025/informe_guatemala_es.pdf; Human 
Rights Watch, World Report 2025: Guatemala. Events of 2024. https://www.hrw.org/world-report/2025/coun-
try-chapters/guatemala 

87	 Amnistía Internacional, El Salvador 2025. 2026.  https://www.amnesty.org/es/location/americas/central-ameri-
ca-and-the-caribbean/el-salvador/ 

88	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Situación de los derechos humanos en Guatemala (Washin-
gton, D. C.: OEA, 2025). https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/2025/informe_guatemala_es.pdf 

90	 Amnistía Internacional, El Salvador 2025. 2026.  https://www.amnesty.org/es/location/americas/central-ameri-
ca-and-the-caribbean/el-salvador/ 

89	  Ibídem.

86	 Ibídem.
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territorio, la defensa de derechos colectivos 
y la participación política continúan arti-
culándose con prácticas de estigmatización 
dirigidas contra personas indígenas, repro-
duciendo dinámicas de exclusión que tras-
cienden el ámbito individual y afectan el 
ejercicio de la acción colectiva.91 Adicional-
mente, los cambios en la política migrato-
ria estadounidense y el fortalecimiento de 
discursos antiLGBTIQ+ en distintos espa-
cios políticos de la región generaron efectos 
que impactaron directamente a personas 
migrantes y refugiadas hondureñas. Se han 
consolidado rutas migratorias más insegu-
ras y una mayor exposición a violencia físi-
ca, sexual y explotación por parte de actores 
criminales y agentes estatales.92

 
La CIDH señaló que en Guatemala la violen-
cia por prejuicio se desarrolla en un escena-
rio caracterizado por la ausencia de marcos 
normativos y políticas públicas integrales 
de protección, así como por la influencia de 
movimientos con capacidad política y eco-
nómica para promover iniciativas con efec-
tos discriminatorios.93 El organismo advir-
tió además que estas condiciones favorecen 
desplazamientos internos, migración for-

zada y búsqueda de protección internacio-
nal por parte de personas LGBTIQ+.94 De 
manera similar, en El Salvador se documen-
taron temores persistentes a denunciar he-
chos de violencia debido al riesgo de repre-
salias, especialmente cuando involucran a 
agentes estatales o se producen en el marco 
del régimen de excepción.95 La combinación 
entre discriminación social, debilidad insti-
tucional y temor a la denuncia contribuye a 
la reproducción de ciclos de invisibilización 
e impunidad.

A su vez, persistieron tensiones entre algu-
nos avances institucionales y la continui-
dad de entornos sociales adversos para la 
diversidad sexual y de género, como en el 
caso de Guatemala donde la CIDH recono-
ció iniciativas orientadas a mejorar la coor-
dinación institucional para prevenir la vio-
lencia contra personas LGBTIQ+, así como 
programas de capacitación dirigidos a fuer-
zas de seguridad y operadores de justicia.96  
Sin embargo, estos esfuerzos coexistieron 
con intentos de limitar expresiones públi-
cas de diversidad sexual, discursos contra-
rios al reconocimiento de derechos y accio-
nes judiciales que organizaciones sociales 

91	 Reportar Sin Miedo. Por qué criminalizan a la defensora lenca Li Wakwara, 2025. https://reportarsinmiedo.
org/2025/12/10/por-que-criminalizan-a-la-defensora-lenca-li-wakwara/

92	 Reportar Sin Miedo. Situación de personas LGBT+ migrantes ante la nueva era Trump, Reportar Sin Miedo, 2025, ht-
tps://reportarsinmiedo.org/2025/02/04/situacion-de-personas-lgbt-migrantes-ante-la-nueva-era-trump/

93	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Situación de los derechos humanos en Guatemala (Washin-
gton, D. C.: OEA, 2025). https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/2025/informe_guatemala_es.pdf 

95	 Gato Encerrado, Personas LGBTI temen denunciar violencia en El Salvador para evitar represalias. 2025. https://ga-
toencerrado.news/2025/11/20/personas-lgbti-temen-denunciar-violencia-en-el-salvador-para-evitar-represalias/

96	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Situación de los derechos humanos en Guatemala (Washing-
ton, D. C.: OEA, 2025). https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/2025/informe_guatemala_es.pdf

94	 Ibídem.
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interpretaron como potencialmente restric-
tivas para la libertad de expresión y reunión 
de personas LGBTIQ+.97 Tal coexistencia 
entre medidas de inclusión y prácticas de 
exclusión refleja la persistencia de dispu-
tas políticas y culturales sobre el alcance de 
los derechos para personas LGBTIQ+ en la 
subregión.

En conjunto, el panorama centroameri-
cano de 2025 expone que los principales 
riesgos para las personas LGBTIQ+ se de-
rivan de factores políticos asociados a la 
concentración de poder, la reducción del 
espacio cívico, la criminalización de ac-
tores sociales, la persistencia de desigual-
dades socioeconómicas y la expansión de 
enfoques de seguridad excepcionales que 
configuran un escenario donde la vulne-
rabilidad de las personas LGBTIQ+ se pro-
fundiza. Simultáneamente, la continuidad 
de organizaciones de derechos humanos, 
redes comunitarias y mecanismos interna-
cionales de monitoreo constituye una de las 
principales fuentes de resistencia frente al 
deterioro de las garantías democráticas y de 
protección de derechos en la región.

La subregión de Centroamérica, confor-
mada por Guatemala, El Salvador, Hon-
duras y Nicaragua, documentó 70 ho-
micidios de personas LGBTIQ+, lo que 
representa el 28 % del total de casos re-
levados en la región. Esta cifra refleja una 
situación similar a la registrada el año ante-
rior, cuando se documentaron 71 casos, evi-
denciando la persistencia de altos niveles 
de violencia letal contra personas LGBTIQ+. 

No obstante, al analizar la información por 
país, se observa que Honduras presen-
tó un aumento (39 %) en la cantidad de 
víctimas documentadas durante 2025 en 
comparación con el año anterior, diferen-
ciándose de la tendencia de relativa estabi-
lidad observada a nivel subregional. 

Cabe señalar que en Nicaragua no se docu-
mentaron casos de homicidios de personas 
LGBTIQ+ durante 2025. Si bien durante el 
período analizado se relevó un caso de vio-
lencia letal, las limitaciones para acceder a 
información verificable impidieron confir-
mar adecuadamente la orientación sexual o 
identidad de género de la víctima. En con-
secuencia, el caso continúa siendo monito-
reado y no fue incorporado en este informe.

En relación con la identidad de género 
y la orientación sexual de las víctimas, 
los hombres cis gay concentran la mayor 
cantidad de casos, con 31 víctimas (44 %), 
seguidos por las mujeres trans (21), las mu-
jeres cis lesbianas (10), los hombres cis bi-
sexuales (7) y 1 hombre trans. Al analizar las 
características de los hechos, se observan 
características similares entre los distintos 
grupos, especialmente en relación con la 
ocurrencia de estos homicidios en espa-
cios públicos y el uso de armas de fuego. 

No obstante, a diferencia de lo identifica-
do en la subregión andina y México donde 
los homicidios de hombres cis gay ocurren 
mayormente en domicilios particulares y 
mediante el uso de objetos cortantes o pun-
zantes, en la subregión centroamericana 

97	 Ibídem.
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estos hechos presentan una mayor con-
centración en espacios públicos (65 %) y 
una mayor utilización de armas de fuego 
(39 %).

Por su parte, los crímenes de mujeres trans 
presentan una concentración aún mayor 
en espacios públicos (76 %), registrándo-
se además un 43 % de casos perpetrados 
con armas de fuego. Esta misma tendencia 
se observa en las mujeres cis lesbianas (80 
% y 90 %, respectivamente) y en los hom-
bres cis bisexuales (86 % y 71 %).

Estos elementos recurrentes evidencian 
dinámicas de violencia altamente letales 
y una marcada exposición de las personas 
LGBTIQ+ a agresiones en entornos públicos 
dentro de la subregión.

Guatemala

Se registraron 30 homicidios de personas 
LGBTIQ+ en Guatemala. La distribución 
territorial evidencia una marcada concen-
tración en contextos urbanos, donde ocu-
rrieron 23 de los casos, mientras que 7 se 
cometieron en áreas rurales. A nivel depar-
tamental, los mayores registros se locali-
zaron en el departamento de Guatemala, 
con 12 casos, seguido por Escuintla, con 7.

En relación con la identidad de género y la 
orientación sexual de las víctimas, se ob-
serva que las mujeres trans concentran la 
mayor proporción de casos, con 11 (37 %). 

Les siguen los hombres cis gay, con 8 casos, 
y los hombres cis bisexuales, con 7 casos. 
En menor medida, se documentaron 3 ca-
sos de mujeres cis lesbianas y 1 caso de un 
hombre trans.

En cuanto a los espacios donde ocurrieron 
los hechos o fueron hallados los cuerpos, se 
identifica una predominancia del espacio 
público: 22 (73 %) de los homicidios tu-
vieron lugar en entornos abiertos, como la 
vía pública, el transporte o terrenos baldíos. 
Asimismo, en 22 de los casos se utilizó 
arma de fuego como medio para perpetrar 
el homicidio, lo que da cuenta de la alta le-
talidad asociada a este tipo de violencia. 

Estas características se observan de mane-
ra transversal en las distintas orientaciones 
sexuales e identidades de género registra-
das en Guatemala. De esta forma se marca 
una diferencia de las características iden-
tificadas en la subregión andina y Méxi-
co, donde en los homicidios de hombres 
cis gay predomina el ámbito domiciliario 
y el uso de objetos cortantes o punzantes.

Un caso que refleja esta particularidad es el 
de G. Á. S. V98., un hombre cis gay asesinado 
en la Ciudad de Guatemala. De acuerdo con 
la información relevada, la víctima se en-
contraba junto a su pareja durante la noche 
en la calle, cuando ambos fueron intercep-
tados por personas desconocidas que les dis-
pararon con arma de fuego y posteriormente 
huyeron del lugar. Aunque G. fue trasladado 

98	 Ver más en: https://www.facebook.com/Guatebajofuegogt/posts/pfbid02ruNLBQhkUngFvPZB79GPkn1GRqhoKrwSG-
T5VEgY9q11ghzNEpgcEAmWc4MkQ5QB8l?rdid=Csa1pz5FmO2aq1T7#
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con vida por personal de los Bomberos Vo-
luntarios al hospital, falleció a su ingreso 
debido a la gravedad de las heridas. 

El caso evidencia dos de las características 
más frecuentes observadas en Guatema-
la: la ocurrencia de los hechos en espacios 
públicos y el uso de armas de fuego como 
principal medio para perpetrar la violencia 
letal contra personas LGBTIQ+.

Con respecto a la ocupación de las víctimas, 
se identificaron 2 que ejercían el trabajo 
sexual, lo cual puede implicar condicio-
nes adicionales de exposición a violencias 
y vulnerabilidad. A su vez, 2 eran personas 
funcionarias/servidoras públicas. Por otra 
parte, en 16 (53 %) de los hechos se regis-
traron indicios de posibles vínculos con 
dinámicas de crimen organizado, inclu-
yendo extorsiones, amenazas previas e 
intentos de homicidio.

La documentación disponible sobre las 
personas agresoras evidencia limitacio-
nes en la información. Solo fue posible 
establecer la identidad de género en 2 ca-
sos, correspondientes a hombres cis gay, 
ambos con edades comprendidas entre 
los 26 y 30 años. Asimismo, en ninguno de 
los casos se logró determinar el vínculo o la 
relación entre las personas agresoras y las 
víctimas. 

En relación con el estado de los procesos, 
tres personas agresoras fueron detenidas en 
flagrancia. Todos los casos se encuentran 
actualmente en etapa de investigación 
judicial, sin que hasta el momento se ha-
yan dictado sentencias.

Honduras

En Honduras se documentaron 38 hechos 
de homicidio que dejaron un total de 39 
víctimas, debido a 1 caso en el que se regis-
traron 2 personas afectadas.

A nivel territorial, el departamento de 
Francisco Morazán concentra la mayor 
cantidad de casos, con 11 registros, segui-
do por Atlántida y Cortés, con 7 casos cada 
uno. En cuanto a la distribución geográfica, 
la mayoría de los hechos se perpetraron 
en zonas urbanas (27), mientras que 10 
ocurrieron en áreas rurales.

En relación con las características de las 
víctimas, 22 correspondían a hombres cis 
gay, quienes fueron víctima de violencia le-
tal principalmente en espacios públicos (14 
casos), seguidos por hechos ocurridos en 
domicilios particulares (5). Esta caracterís-
tica se diferencia de lo documentado tanto 
en la subregión andina como en México, 
donde los homicidios de hombres cis gay 
predominan en domicilios particulares.

Por su parte, se documentaron 10 casos 
de mujeres trans, de las cuales 9 fueron 
víctimas de violencia letal en espacios 
públicos, lo que da cuenta de los niveles de 
exposición y vulnerabilidad que enfrentan 
en su vida cotidiana. Asimismo, se docu-
mentaron 7 casos de mujeres cis lesbianas, 
también mayoritariamente perpetrados 
en espacios abiertos, calle o transporte 
público (5 casos). 

En cuanto a los métodos utilizados, el arma 
de fuego fue el medio más frecuente, pre-
sente en el 36 % de los casos, seguido por 
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el uso de objetos cortantes y/o punzantes 
(26 %). De manera particular, se observa 
una mayor incidencia del uso de objetos 
cortantes o punzantes en los crímenes de 
mujeres trans (40 %). Esta situación difiere 
de lo observado en la subregión andina y en 
México, donde en los crímenes de mujeres 
trans predomina el uso de armas de fuego.

En el caso de los hombres cis gay, también 
se identifican diferencias respecto de dichas 
subregiones, ya que en el contexto hondure-
ño se registra una proporción similar en-
tre el uso de armas de fuego y objetos cor-
tantes o punzantes (26 % en ambos casos) 
para perpetrar los homicidios. Por su parte, 
en la subregión andina y México predomi-
na el uso de objetos cortantes o punzantes. 
En el caso de las mujeres cis lesbianas, to-
dos los crímenes fueron perpetrados con 
arma de fuego.

En cuanto a la distribución por edad, los 
grupos etarios más afectados se concentran 
entre los 21 y 40 años. En particular, se re-
gistraron 9 víctimas entre 26 y 30 años, 7 
entre 21 y 25, y 6 casos respectivamente en 
los rangos de 31 a 35 y de 36 a 40 años.

Por otra parte, en 5 de los casos se iden-
tificaron indicios de que los hechos po-
drían haber ocurrido en contextos vin-
culados a dinámicas de grupos armados 
o delictivos. Todas estas víctimas eran 
mujeres cis lesbianas, y en todos los casos 
se utilizó arma de fuego.  Asimismo, se re-

gistraron 2 víctimas que ejercían el trabajo 
sexual, ambas mujeres trans.

En relación con las personas agresoras, se 
logró identificar que, en 12 casos, corres-
pondían a hombres cis. No obstante, per-
sisten amplios vacíos de información que 
limitan una caracterización más completa. 
Respecto del vínculo con las víctimas, en la 
gran mayoría de los casos (32) no se cuen-
ta con información disponible. En los casos 
donde sí fue posible establecer alguna rela-
ción, se identificaron vínculos como amistad 
(2), personas conocidas (1), expareja (1) y 
una relación de autoridad o cuidado (1). Asi-
mismo, en 2 casos se indicó que no existía re-
lación entre la persona agresora y la víctima.

En cuanto a la situación judicial, 4 perso-
nas agresoras se encuentran detenidas en 
prisión preventiva, mientras que 12 perma-
necen prófugas. En 22 casos no se dispone 
de información sobre su situación proce-
sal y, hasta el momento, solo se ha regis-
trado 1 caso con sentencia.

Entre los casos documentados99 se encuentra 
un hecho múltiple ocurrido en agosto en el 
departamento de Santa Bárbara, Honduras, 
en el que fueron asesinadas J. S. y N. Y. T., dos 
mujeres cis lesbianas de entre 31 y 35 años. 
De acuerdo con la información relevada, 
ambas regresaban de la feria de coronación 
del municipio cuando fueron interceptadas 
por una persona armada que les disparó en 

99	 Ver más en: https://www.mp.hn/publicaciones/prision-preventiva-para-miembro-de-la-banda-los-hidalgos-por-cri-
men-contra-dos-mujeres-en-el-naranjito-en-santa-barbara/ y https://www.laprensa.hn/sucesos/honduras-naranji-
to-santa-barbara-mujeres-caso-ultiman-CG27035227 



74

In
fo

rm
e 

An
ua

l 2
02

5 
| H

om
ic

id
io

s 
de

  p
er

so
na

s 
LG

BT
IQ

+ 
en

 A
m

ér
ic

a 
La

tin
a 

y 
el

 C
ar

ib
e

la vía pública, provocando su muerte. Los 
cuerpos de ambas víctimas quedaron tendi-
dos en el lugar de los hechos.

Según las investigaciones, el crimen presenta 
indicios de haber sido perpetrado en un con-
texto vinculado al crimen organizado. De he-
cho, las autoridades informaron la detención 
de un presunto integrante de la banda Los 
Hidalgos, quien fue sometido a prisión pre-
ventiva mientras continúa el proceso judicial. 

El caso refleja características que han sido 
identificadas de manera recurrente en los 
homicidios de mujeres cis lesbianas en al-
gunos países de la región, particularmente 
la ocurrencia de los hechos en espacios pú-
blicos y el uso de armas de fuego como prin-
cipal medio para perpetrar la violencia letal.

El Salvador

En El Salvador se documentó el homicidio 
de un hombre cis gay, cuyo cuerpo fue ha-
llado en el mes enero en la acera de la 2.ª 
Avenida Norte, en el municipio de Usulután 
Este. La víctima tenía entre 31 y 35 años. Si 
bien no fue posible determinar con certeza 
el medio utilizado para perpetrar el homici-
dio, de acuerdo con información difundida 
por medios de comunicación, la muerte ha-
bría sido consecuencia de golpes y asfixia.

En relación con el avance judicial del caso, 
existe una acusación formal presentada por 
los delitos de homicidio agravado y robo 
agravado. Asimismo, según la información 
disponible, el acusado habría confesado el 
crimen a una tercera persona.

100		 Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), República Dominicana: CIDH reitera preocupación por medidas que 
afectan derechos de personas en movilidad humana, 2026. https://www.oas.org/es/cidh/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/co-
municados/2026/023.asp&utm_content=country-dom&utm_term=class-mon 

9.3 Subregión Caribe
hispanohablante 

República Dominicana durante 2025 se 
destacó por la profundización de políticas 
estatales orientadas al control migratorio y 
la seguridad, en un escenario atravesado por 
las repercusiones de la crisis haitiana. Or-
ganismos internacionales advirtieron que 
las medidas adoptadas por el Estado para 

gestionar los flujos migratorios se traduje-
ron en un fortalecimiento de mecanismos 
de control, detención y expulsión de perso-
nas migrantes, acompañados por discursos 
oficiales que vinculan la movilidad humana 
con las problemáticas alrededor de los ser-
vicios públicos y la seguridad nacional.100 
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En este contexto, las discusiones sobre 
igualdad y no discriminación ocuparon un 
lugar secundario dentro de la agenda pú-
blica, generando un entorno institucional 
poco favorable para la ampliación de dere-
chos de las personas LGBTIQ+.101 
 
Del mismo modo, se hizo más evidente la 
tensión entre algunos avances en materia 
de derechos y la persistencia de estructuras 
normativas e institucionales que continúan 
reproduciendo exclusiones. Por un lado, la 
decisión del Tribunal Constitucional que 
puso fin a la prohibición de las relaciones se-
xuales entre personas del mismo sexo den-
tro de las fuerzas de seguridad representó 
un paso significativo en el desmontaje de 
disposiciones discriminatorias históricas.102  
No obstante, este avance coexistió con un 
contexto más amplio caracterizado por la 
persistencia de desigualdades estructura-
les, la ausencia de transformaciones en ma-
teria de derechos humanos y la continuidad 
de marcos institucionales cuestionados por 
organismos internacionales debido a sus 
efectos discriminatorios en la población.103 
 

Por otra parte, Amnistía Internacional y 
Human Rights Watch señalaron que la dis-
criminación racial continuó siendo un pro-
blema relevante en el país. A su vez la CIDH 
alertó sobre prácticas de perfilamiento ra-
cial y medidas que impactan de manera 
diferenciada a personas haitianas y domi-
nicanas de ascendencia haitiana.104 Aunque 
estas problemáticas no se dirigen exclu-
sivamente contra las personas LGBTIQ+, 
configuran un entorno donde las vulnera-
bilidades asociadas a orientación sexual, 
identidad de género, origen étnicoracial, 
nacionalidad y situación socioeconómica 
pueden reforzarse mutuamente, incremen-
tando las barreras para el acceso efectivo a 
derechos y mecanismos de protección.105 
 
En el plano social e institucional, las pre-
ocupaciones expresadas por organismos 
internacionales sugieren la consolidación 
de un contexto donde determinadas narra-
tivas sobre seguridad, control fronterizo y 
protección de recursos públicos adquieren 
una creciente centralidad política.106 De tal 
modo que se desplaza la atención estatal 

101		  Amnistía Internacional, República Dominicana 2025. 2026 https://www.amnesty.org/es/location/americas/cen-
tral-america-and-the-caribbean/dominican-republic/   

102		 Human Rights Watch. (2024, August 30). Dominican Republic: Court reviews laws against gay sex. https://www.hrw.
org/news/2024/08/30/dominican-republic-court-reviews-laws-against-gay-sex

103		 Amnistía Internacional, República Dominicana 2025. 2026 https://www.amnesty.org/es/location/americas/cen-
tral-america-and-the-caribbean/dominican-republic/  

104		 Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), República Dominicana: CIDH reitera preocupación por medidas que 
afectan derechos de personas en movilidad humana, 2026. https://www.oas.org/es/cidh/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/co-
municados/2026/023.asp&utm_content=country-dom&utm_term=class-mon

105		 Ibídem.

106		 Ibídem.
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desde políticas de inclusión hacia enfoques 
centrados en la gestión de riesgos y el con-
trol poblacional.107 
 
El espacio cívico continuó enfrentando de-
safíos, puesto que, por ejemplo, Amnistía 
Internacional documentó que personas 
defensoras de derechos humanos fueron 
objeto de hostigamientos y violencia física 
y digital.108 En consecuencia, estos diver-
sos factores de desigualdad constituyen, 
finalmente, uno de los elementos centrales 
para comprender el contexto dominicano 
durante 2025. La reproducción del racis-
mo estructural, las dificultades de acceso a 
derechos para personas migrantes y refu-
giadas, la continuidad de prácticas discri-
minatorias y las limitaciones en materia de 
protección de derechos humanos configu-
ran un escenario en el que diversos factores 
de vulnerabilidad tienden a superponerse. 

Por consiguiente, pese a que el año estu-
vo acompañado de algunos avances ins-
titucionales específicos, las condiciones 
identificadas previamente sugieren que 
las personas LGBTIQ+, especialmente 
aquellas que además enfrentan situacio-
nes de racialización, movilidad humana, 
pobreza o exclusión social, continuaron 
desenvolviéndose en un contexto ca-

racterizado por importantes obstáculos 
para el acceso efectivo a derechos, pro-
tección y ciudadanía plena.

República Dominicana

Se documentaron 2 homicidios de perso-
nas LGBTIQ+, ocurridos en los meses de 
julio y agosto. 

Uno de los casos tuvo lugar en la provincia 
de La Altagracia, en una zona rural (Playa 
Juanillo), y corresponde a un hombre cis 
gay, comerciante y afrodescendiente. En 
este hecho, no fue posible establecer el me-
dio o método utilizado. Por el caso, un hom-
bres cis ha sido imputado y se encuentra en 
prisión preventiva, con el proceso judicial 
en curso y sentencia pendiente.

El segundo caso ocurrió en la provincia de 
Valverde, en un entorno urbano. La vícti-
ma era una mujer trans, afrodescendiente y 
trabajadora sexual, quien fue interceptada 
en la vía pública por dos hombres a bordo 
de una motocicleta y atacada con arma de 
fuego. Los imputados son dos hombres cis 
—hermanos entre sí—, quienes también se 
encuentran en prisión preventiva, con sen-
tencia pendiente.

107		 Human Rights Watch. (2024, August 30). Dominican Republic: Court reviews laws against gay sex. https://www.hrw.
org/news/2024/08/30/dominican-republic-court-reviews-laws-against-gay-sex

108		 Amnistía Internacional, República Dominicana 2025. 2026 https://www.amnesty.org/es/location/americas/cen-
tral-america-and-the-caribbean/dominican-republic/   
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9.4 Subregión
Andina

El panorama sociopolítico se caracterizó en 
2025 por una profundización de las tensio-
nes entre los compromisos institucionales 
en materia de derechos humanos —incluso 
mínimos en algunos países— y el avance 
de dinámicas políticas que debilitaron los 
mecanismos de protección e igualdad. Esta 
tendencia se expresó, en primer lugar, en 
procesos de reconfiguración estatal que han 
afectado directamente a las instituciones 
encargadas de promover agendas de géne-
ro y diversidad. En Ecuador, por ejemplo, la 
disolución del Ministerio de la Mujer y De-
rechos Humanos bajo criterios de eficiencia 
administrativa constituyó un indicador de 
la pérdida de centralidad de estas políticas 
dentro de la estructura estatal.109 Aún en ese 
contexto, uno de los hechos más relevantes 
en el ámbito judicial fue el debate genera-
do en torno al reconocimiento de la niñez 
trans por parte de la Corte Constitucional110, 
puesto que presentó un avance significativo 
en el reconocimiento del derecho a la iden-
tidad de género y al libre desarrollo de la 

personalidad de niños, niñas y adolescentes 
en el país. Sin embargo, también evidenció 
las resistencias que continúan enfrentando 
las personas trans, reflejadas en campañas 
de desinformación y discursos de rechazo 
difundidos en distintos espacios sociales, 
mediáticos y políticos contra esta decisión. 

A ello se suma la inestabilidad política. Por 
ejemplo, en Perú, la vacancia de la presi-
denta Dina Boluarte en octubre de 2025 y 
la posterior sucesión de gobiernos de los 
presidentes José Jerí y José Balcazar, pro-
fundizaron la crisis de legitimidad institu-
cional. Esta situación generó condiciones 
favorables para que sectores conservadores 
impulsaran iniciativas orientadas a susti-
tuir los enfoques de igualdad de género por 
perspectivas centradas en modelos familia-
res restrictivos y excluyentes.111 

En este contexto de debilitamiento demo-
crático, la consolidación de respuestas esta-
tales basadas en la securitización y la mili-

109		 Human Rights Watch, World Report 2025: Ecuador. Events of 2024. http://hrw.org/es/world-report/2025/coun-
try-chapters/ecuador

110		  Red de Litigantes LGBTI+ de las Américas, La Red de Litigantes LGBTI+ de las Américas celebra la sentencia de la Corte 
Constitucional de Ecuador que reconoce el derecho a la identidad de género de Amada, una niña ecuatoriana. 2026. https://
litiganteslgbt.org/news/sentencia-corte-constitucional-ecuador-identidad-genero-caso-amada-ninez-trans/

111		  Centro de Promoción y Defensa de los Derechos Sexuales y Reproductivos (Promsex), Informe sobre Derechos LGBTIQ+ 
en el Perú: Cuando el Estado retrocede, la violencia avanza – 2025 (Lima: Promsex, 2025), https://promsex.org/publicacio-
nes/informe-sobre-derechos-lgbtiq-en-el-peru-cuando-el-estado-retrocede-la-violencia-avanza-2025/ 
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tarización ha incrementado los riesgos para 
la población, desplazando progresivamente 
los enfoques de protección de derechos ha-
cia lógicas de control. En Ecuador, la pro-
longación de los estados de excepción y la 
utilización de la figura del conflicto armado 
interno han estado acompañadas de denun-
cias por detenciones arbitrarias, uso excesi-
vo de la fuerza y presiones sobre la indepen-
dencia judicial, configurando un escenario 
de creciente fragilidad institucional.112  

A su vez, el cierre progresivo del espacio cí-
vico emergió como una de las tendencias 
más significativas de la subregión, en la 
medida en que se restringió la capacidad 
de incidencia de organizaciones sociales. 
En Perú la aprobación de la Ley APCI am-
plió las facultades estatales de supervisión 
sobre organizaciones que reciben coope-
ración internacional. Se incorporaron me-
canismos de control que pueden afectar 
su autonomía y limitar acciones de litigio 
contra el Estado. Esta medida tiene im-
pactos particularmente relevantes para las 
personas que trabajan en la defensa de los 
derechos de los sectores LGBTIQ+.113 Este 
proceso se replicó con expresiones simila-

res en Bolivia, donde se intensificaron las 
prácticas de criminalización contra perso-
nas defensoras de derechos humanos en 
contextos vinculados a disputas territoria-
les y ambientales.114 Siguiendo esta línea, en 
Colombia persistieron lógicas de estigmati-
zación dirigidas contra liderazgos sociales y 
personas defensoras de derechos humanos, 
alimentadas en algunos casos por discursos 
provenientes de actores estatales.115 

Además, en Colombia, según la CIDH, estas 
dinámicas se agravaron debido a la coexis-
tencia de avances normativos con déficits 
de implementación territorial. Durante los 
últimos años se han fortalecido instrumen-
tos institucionales, entre ellos la adopción 
del Plan Nacional de Acción en Derechos 
Humanos 2025–2035 y la adopción de la 
Política Nacional para la Garantía de los De-
rechos de la Población LGBTIQ+. Asimismo, 
ha habido avances jurisprudenciales me-
diante la Sentencia T-179 de 2025116 emiti-
da por la Corte Constitucional, que protege 
los derechos a la igualdad, la identidad de 
género y el deporte de una mujer trans. Sin 
embargo, en la práctica el país continúa en-
frentando limitaciones asociadas a las dis-

112		  Human Rights Watch, World Report 2025: Ecuador. Events of 2024. http://hrw.org/es/world-report/2025/country-chap-
ters/ecuador 

113		  Washington Office on Latin America (WOLA), Grave amenaza al espacio cívico en Perú: organizaciones condenan ley que res-
tringe la labor de la sociedad civil y vulnera los derechos de las víctimas, 2025. https://www.wola.org/es/2025/04/grave-ame-
naza-al-espacio-civico-en-peru-organizaciones-condenan-ley-que-restringe-la-labor-de-la-sociedad-civil-y-vul-
nera-los-derechos-de-las-victimas/ 

115		  Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Segundo informe - Seguimiento de recomendaciones: Situación de 
personas defensoras de derechos humanos y líderes sociales en Colombia (OEA, 2026). https://www.oas.org/es/cidh/informes/
pdfs/2026/2doisr-defensores-colombia.pdf 

116		  Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-179 de 2025. 2025. https://www.corteconstitucional.gov.co/relato-
ria/2025/t-179-25

114		  Amnistía Internacional, Bolivia 2025, 2026. https://www.amnesty.org/es/location/americas/south-america/bolivia/
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tancias entre los avances legales y el acceso 
a los mismos por parte de la ciudadanía.117

Tales limitaciones adquieren mayor rele-
vancia en zonas rurales y territorios afec-
tados por la presencia de actores armados. 
En estos entornos continúan imponiéndose 
mecanismos de control social y normas de 
comportamiento discriminatorias. Además, 
son contextos marcados por altos niveles de 
impunidad, lo que se envía un mensaje de 
permisividad frente a la violencia por pre-
juicio. De dicha forma, se termina favore-
ciendo la repetición de homicidios.

Del mismo modo, en los cuatro países se 
observa el fortalecimiento de discursos 
antiderechos que recurren a la defensa de 
la familia, la moral o las tradiciones como 
mecanismos de oposición a las agendas de 
igualdad y diversidad. En Colombia, el de-
bate legislativo sobre la Ley Integral Trans 
enfrentó fuertes resistencias políticas e 
ideológicas, así como campañas de des-
información que pusieron en evidencia 
las dificultades para consolidar una le-
gislación integral en la materia. En Boli-
via, la combinación entre crisis económica, 
polarización política y proximidad de elec-
ciones en 2026 contribuyó a relegar las de-
mandas de las personas LGBTIQ+ dentro de 

las prioridades del debate público, limitan-
do el desarrollo de políticas específicas de 
protección e inclusión.118  

Al mismo tiempo, la persistencia de proble-
mas estructurales en los sistemas de salud 
adquiere especial relevancia. Por ejemplo, 
en Perú, el desabastecimiento recurrente de 
medicamentos antirretrovirales continuó 
afectando la continuidad de los tratamien-
tos para personas con VIH.119 De igual for-
ma, en Ecuador, la crisis del sistema público 
de salud comprometió la prestación de ser-
vicios esenciales. Dichos casos evidencian 
cómo el desplazamiento de las agendas de 
derechos agrava las desigualdades que ya 
sufren las personas LGBTIQ+.

Finalmente, los déficits en los sistemas de 
información, monitoreo y producción de 
datos evidencian una brecha significati-
va entre los compromisos internacionales 
asumidos por los Estados y su capacidad 
efectiva para garantizarlos. Por ejemplo, en 
Perú, el incumplimiento de órdenes de re-
paración de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos, particularmente aquellas 
relacionadas con la elaboración de herra-
mientas especializadas para investigar la 
violencia contra personas LGBTIQ+, refleja 
obstáculos institucionales que continúan 

117		  Dejusticia. Presentan balance sobre la acción estatal para proteger los derechos de las personas defensoras, líderes y lideresas socia-
les. 2025. https://www.dejusticia.org/balance-sentencia-defender-derechos/

118		  Günther Maihold. El difícil panorama de Bolivia en 2026. Deutsche Welle (DW), 2025.  https://www.dw.com/es/
crisis-econ%C3%B3mica-y-desarticulaci%C3%B3n-pol%C3%ADtica-el-dif%C3%ADcil-panorama-de-boli-
via-en-2026/a-75343792

119		  Centro de Promoción y Defensa de los Derechos Sexuales y Reproductivos (Promsex), Informe sobre Derechos LGBTIQ+ 
en el Perú: Cuando el Estado retrocede, la violencia avanza – 2025 (Lima: Promsex, 2025), https://promsex.org/publicacio-
nes/informe-sobre-derechos-lgbtiq-en-el-peru-cuando-el-estado-retrocede-la-violencia-avanza-2025/ 
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dificultando la identificación, registro, pre-
vención y sanción de estas violencias.120  

En resumen, estas tendencias muestran 
que la subregión andina atravesó en 2025 
un proceso de deterioro democrático ca-
racterizado por la reducción del espacio 
cívico, el debilitamiento de las institucio-
nes que promueven políticas de género y 
la consolidación de discursos excluyen-
tes. Se configuró un escenario en el que la 
protección efectiva de los derechos de las 
personas LGBTIQ+ depende cada vez más 
de la capacidad de resistencia de la socie-
dad civil y del monitoreo permanente de 
los mecanismos nacionales e internacio-
nales de derechos humanos.

La subregión andina, documentó un to-
tal de 116 víctimas, lo que representa el 
47 % del total de casos relevados por la 
Red en América Latina y el Caribe. 

En relación con la identidad de género 
y orientación sexual de las víctimas, los 
grupos más afectados fueron los hom-
bres cis gay, con 49 víctimas, y las muje-
res trans, con 45, evidenciando una afec-
tación particularmente alta en ambos 
grupos. En menor medida, se registraron 
10 homicidios de mujeres cis lesbianas y 6 
de hombres trans.

A nivel subregional, se observan caracterís-
ticas diferenciadas según la orientación se-
xual e identidad de género de las víctimas. 
En los homicidios de hombres cis gay pre-

dominan el uso de objetos cortantes o pun-
zantes (49 %) y la ocurrencia de los hechos 
en domicilios particulares (43 %). En con-
traste, en los casos de mujeres trans, muje-
res cis lesbianas y hombres trans se obser-
va un mayor uso de armas de fuego (45 %, 
90 % y 50 %, respectivamente) y una mayor 
concentración de los hechos en espacios pú-
blicos (51 %, 60 % y 33 %, respectivamente). 

Bolivia

En Bolivia se documentaron dos víctimas 
de violencia letal de personas LGBTIQ+, 
ocurridos en los meses de marzo y abril del 
año 2025. Uno de los casos corresponde a 
una mujer trans y el otro a un hombre cis 
gay. Ambos crímenes tuvieron lugar en los 
domicilios de las víctimas y fueron perpe-
trados mediante el uso de objetos cortantes 
o punzantes.

En el caso de W.Q121., hombre cis gay, ocu-
rrido en Potosí, la persona agresora era su 
expareja. Tras cometer el crimen, el agresor 
intentó suicidarse en dos ocasiones. Actual-
mente, se encuentra detenido bajo prisión 
preventiva mientras avanzan las investiga-
ciones judiciales. 

En relación con el caso de la mujer trans, 
hasta el momento no se dispone de infor-
mación pública sobre la identidad de la o 
las posibles personas responsables.

120		 Ibídem

121		  Ver más en:  https://www.facebook.com/watch/?v=1230680778444525&rdid=bglBxy6FoobPUzLJ 
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Ecuador

En Ecuador se registraron 14 homicidios 
de personas LGBTIQ+. A nivel territorial, 
la provincia de Guayas concentra el mayor 
número de víctimas (6). Asimismo, se do-
cumentaron 2 homicidios en cada una de 
los departamentos de El Oro, Esmeraldas, 
Los Ríos y Santa Elena, lo que muestra una 
distribución de los hechos en distintas re-
giones del país.

En cuanto al lugar de ocurrencia, 8 de los 
homicidios fueron perpetrados en contex-
tos urbanos, mientras que 5 tuvieron lugar 
en áreas rurales. En 1 caso no fue posible es-
tablecer con certeza esta información. Esta 
distribución sugiere una mayor incidencia 
en entornos urbanos, aunque la presencia 
de casos en zonas rurales evidencia que la 
violencia también atraviesa contextos me-
nos visibilizados.

En relación con la identidad de género y la 
orientación sexual de las víctimas, el 71 % 
corresponde a mujeres trans (10 casos), 
siendo el grupo más afectado. Asimismo, 
se registraron 2 casos de mujeres cis, 1 de 
ellas lesbiana y otra cuya orientación se-
xual es diversa, y 2 de hombres cis gay.

Al analizar las características de los he-
chos, se observa que, en el caso de las mu-
jeres trans, 8 de los crímenes ocurrieron 
en espacios públicos y en 7 de ellos se utili-
zó arma de fuego, lo que evidencia una alta 
exposición a violencias de alta letalidad y en 
entornos abiertos. En cuanto a las mujeres 
cis lesbiana y con orientación sexual diver-
sa, 1 de los casos tuvo lugar en un espacio 
público y el otro en un espacio comercial; en 

ambos se utilizó arma de fuego. Por su parte, 
en los casos de hombres cis gay, 1 ocurrió en 
el espacio público mediante el uso de arma 
de fuego, mientras que el otro tuvo lugar en 
un domicilio particular y fue perpetrado con 
un objeto cortante o punzante.

Un elemento a destacar es que 3 de los ho-
micidios se produjeron en contextos de 
violencia múltiple. Es decir, ocurrieron en 
hechos en los que hubo más de una perso-
na víctima, aunque no todas eran personas 
LGBTIQ+. En todos estos casos se utilizó 
arma de fuego, lo que da cuenta de la alta 
letalidad asociada a este tipo de hechos. 
Al mismo tiempo, se documentaron varios 
casos en los que las personas agresoras uti-
lizaron motos para transportarse. Estas ca-
racterísticas deben analizarse en el contex-
to de la violencia criminal que atraviesa el 
país, donde el uso de armas de fuego y de-
terminadas modalidades de ejecución son 
frecuentes. Sin embargo, estos elementos, 
por sí solos, no permiten atribuir un móvil 
específico a los homicidios.

En relación con la edad de las víctimas, en 6 
casos no se cuenta con información dispo-
nible. Entre los casos en los que sí fue posi-
ble identificarla, el grupo etario más afec-
tado corresponde al rango de 31 a 40 años, 
con 5 víctimas.

Asimismo, se identificaron 2 víctimas que 
eran defensoras de derechos humanos, lo 
que añade un elemento de especial preocu-
pación en términos de protección. También 
se registró 1 mujer trans que ejercía el tra-
bajo sexual. De igual forma, se determinó 
que 3 de las víctimas eran estilistas. Por otra 
parte, en 2 casos se identificó que las perso-
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nas eran afrodescendientes, lo que permite 
visibilizar la intersección de múltiples fac-
tores que pueden incidir en las dinámicas 
de violencia.

En cuanto a las características de las per-
sonas agresoras, no fue posible identificar 
información relevante en la mayoría de los 
casos. Esto evidencia importantes limita-
ciones en los registros disponibles y en el 
acceso a datos públicos que permitan com-
prender mejor los hechos.

El asesinato de C. C. S. G.122 constituye uno 
de los casos más representativos de cómo la 
violencia continúa afectando a las perso-
nas trans en Ecuador, particularmente en 
contextos marcados por discriminación es-
tructural, precariedad institucional e impu-
nidad. C., una mujer trans de 51 años, fue 
asesinada en octubre de 2025 en la ciudad 
de Machala, provincia de El Oro, dentro de 
su propio salón de belleza, ubicado en el cen-
tro de la ciudad. La autopsia confirmó que la 
causa de muerte fue asfixia mecánica por es-
trangulamiento, evidenciando la existencia 
de una acción violenta ejercida directamen-
te sobre la víctima.

El contexto en el que ocurrió el crimen es 
relevante para comprender la gravedad so-
cial y política del caso. Machala, capital de 
la provincia de El Oro, atraviesa desde hace 
varios años un escenario de creciente vio-

lencia criminal vinculado al deterioro de 
la seguridad pública en Ecuador. Paralela-
mente, organizaciones de derechos huma-
nos y colectivos LGBTIQ+ han advertido de 
manera constante sobre la persistencia de 
agresiones contra personas trans, quienes 
continúan enfrentando altos niveles de ex-
clusión social, violencia simbólica y dificul-
tades de acceso efectivo a la justicia. En ese 
contexto, el homicidio de C. fue considerado 
por organizaciones de la sociedad civil como 
un hecho que refleja la situación de vulne-
rabilidad que enfrentan las mujeres trans en 
el país. Su historia refleja, además, una rea-
lidad frecuente entre mujeres trans en Ecua-
dor: la concentración laboral en sectores 
históricamente feminizados y precarizados, 
como la estética y el trabajo informal, debi-
do a las barreras de acceso al empleo formal 
y a la educación. Su caso permanece como 
un símbolo de las demandas de verdad, jus-
ticia y reparación impulsadas por organiza-
ciones LGBTIQ+ y de derechos humanos.

Perú

En Perú se identificaron 4 crímenes de 
personas LGBTIQ+, 2 de los casos ocu-
rrieron en el departamento de Tacna, 
mientras que los restantes tuvieron lugar 
en Ica y Lima. Todos los hechos fueron per-
petrados en zonas urbanas, lo que mantiene 
la tendencia observada en otros países de la 
región respecto de una mayor incidencia de 
la violencia en estos entornos.

122		 Ver más en: https://www.facebook.com/mmo.ec/posts/terrible-e-indignante-muerte-de-una-persona-transg%-
C3%A9nero-en-machalacarolina-cheno/841722638533505/ 
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En relación con la identidad de género 
y orientación sexual de las víctimas, 3 
de los casos correspondieron a mujeres 
trans. En 1 de ellos, el hecho ocurrió en un 
hotel o motel y el método utilizado fue el 
ahorcamiento, estrangulamiento o sofoca-
ción. En los otros 2 casos se empleó arma 
de fuego; 1 ocurrió en un domicilio particu-
lar y el otro en un espacio público, especí-
ficamente en la vía pública o el transporte. 
El cuarto caso corresponde a un hombre 
cis gay, quien fue víctima de violencia letal 
en un espacio abierto y mediante el uso de 
arma de fuego.

Sobre las personas agresoras, se logró re-
levar información sobre 2 de ellos, am-
bos identificados como hombres cis. En 
el caso del homicidio del hombre cis gay, se 
identificó que el presunto autor intelectual 
mantenía una relación laboral con la víc-
tima. Por su parte, en uno de los crímenes 
de mujeres trans, la persona agresora era 
un agente policial, lo que reviste especial 
gravedad en términos de acceso a la protec-
ción y garantía de derechos. Respecto del 
estado de los procesos judiciales, 1 de los 
casos se encuentra archivado, 2 perma-
necen en etapa de investigación y otro se 
encuentra en instancia de juicio.

Un caso que evidencia las situaciones de 
vulnerabilidad e impunidad que continúan 
enfrentando muchas mujeres trans en Perú, 

particularmente en contextos donde persis-
ten barreras para el acceso efectivo a la justi-
cia y el reconocimiento pleno de sus derechos, 
es el de M. P. C. M.123 una mujer trans de 48 
años que fue hallada sin vida el 18 de mayo 
de 2025 en una habitación del hospedaje.

De acuerdo con el informe de necropsia, la 
causa de muerte fue asfixia mecánica por 
compresión de las vías respiratorias. Según 
las primeras diligencias policiales, M. ingre-
só al establecimiento acompañada de otra 
persona. Cámaras de seguridad captaron el 
momento en que el acompañante abando-
nó el lugar de manera apresurada. Asimis-
mo, familiares de la víctima señalaron que 
la última comunicación con ella ocurrió el 
día previo al hallazgo, y que la llamada se 
habría interrumpido abruptamente. 

El caso generó pronunciamientos de orga-
nizaciones y activistas trans, quienes seña-
laron que este presunto homicidio refleja 
un contexto estructural de violencia y ex-
clusión que afecta de manera desproporcio-
nada a las personas trans en Perú.

Colombia

En Colombia se registraron 96 víctimas124 
de violencia letal pertenecientes a per-
sonas LGBTIQ+. A nivel territorial, los de-
partamentos con mayor cantidad de casos 

123		 Ver más en:  https://wayka.pe/tacna-investigan-el-asesinato-de-una-mujer-trans-como-posible-crimen-de-odio/ 

124		 Como se señaló al inicio del documento, para el caso de Colombia las cifras sobre violencia letal contra personas LGB-
TIQ+ en 2025 deben leerse con cautela debido a las limitaciones en el acceso, calidad y consistencia de la informa-
ción oficial. Los 96 casos consolidados corresponden únicamente a aquellos que pudieron ser verificados mediante 
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documentados fueron Antioquia, con 26, 
seguido por Valle del Cauca (15), Atlántico 
(6) y Santander (5). Esta distribución evi-
dencia una concentración de la violencia en 
determinados territorios del país.

En cuanto al lugar de ocurrencia, el 75 % de 
los homicidios fueron perpetrados en zonas 
urbanas, mientras que el 19 % tuvo lugar en 
áreas rurales.

En relación con la identidad de género y la 
orientación sexual de las víctimas, los hom-
bres cis gay concentran la mayor proporción 
de casos, con 46 víctimas (48 %). Les siguen 
las mujeres trans, con 31 casos (32 %). En 
menor medida, se registraron 9 casos de mu-
jeres cis lesbianas (9 %) y 6 de hombres trans 
(6 %). Finalmente, se documentó 2 casos de 
mujer cis bisexuales, 1 caso de hombre cis 
bisexual y una persona no binaria. Esta dis-
tribución refleja una afectación diferenciada 
entre los distintos grupos, con una mayor in-
cidencia en hombres cis gay y mujeres trans.

Al analizar las características de los hechos 
según la identidad de género y orientación 
sexual de las víctimas, se observan elemen-

tos diferenciados en cuanto al lugar de ocu-
rrencia y los medios utilizados.125 

En el caso de los hombres cis gay, los ho-
micidios ocurrieron principalmente en do-
micilios particulares (43 %). En cuanto a 
los métodos, en el 50 % de los casos se em-
plearon objetos cortantes o punzantes. Un 
aspecto relevante es que, en 5 de los homi-
cidios ocurridos en Antioquia y perpetra-
dos en domicilios particulares, las víctimas 
habían sido contactadas previamente a tra-
vés de aplicaciones de citas o espacios de 
homosocialización. Además, durante el cri-
men se identificaron objetos faltantes de las 
víctimas. En 4 de estos casos se utilizaron 
objetos cortantes o punzantes. 

También se documentó, en el departamen-
to de Magdalena, el homicidio de un hom-
bre cis gay, de nacionalidad italiana, cuyo 
cuerpo fue hallado descuartizado en dos lu-
gares distintos. De acuerdo con la informa-
ción proporcionada por la Policía, el hecho 
habría estado vinculado a un robo planifi-
cado por una banda que utilizaba aplicacio-
nes de citas para atraer a turistas, drogarlos 
y despojarlos de sus bienes.

125		 Desde 2012, Colombia Diversa monitorea patrones de violencia por prejuicio contra personas LGBTIQ+. Las carac-
terísticas registradas en 2025 corresponden a dinámicas observadas por la organización desde entonces: violencias 
en espacios privados contra hombres cis gay; agresiones en espacios públicos y en zonas boscosas o abiertas contra 
mujeres trans, con altos niveles de sevicia; y violencias en espacios públicos contra mujeres lesbianas, frecuentemente 
bajo la modalidad de sicariato. Estos hechos no constituyen eventos aislados, sino expresiones de prejuicios estruc-
turales y de condiciones de vulnerabilidad que se han repetido de manera persistente a lo largo del tiempo.  Ver más 
en: https://colombiadiversa.org/c-diversa/wp-content/uploads/2021/01/Cuando-el-prejuicio-mata_colombia-diver-
sa-informe-dh-2012.pdf

triangulación con al menos una fuente adicional y que aportan a entender la violencia hacia las personas LGBTIQ+. 
Aunque existen otros registros e indicios que sugieren un posible subregistro, estos no fueron incorporados ante la 
imposibilidad de descartar duplicidades, confirmar la identidad de las víctimas o verificar suficientemente la calidad 
de la información. Por ello, esta cifra no representa la totalidad de la violencia letal ocurrida, sino el universo de casos 
que fue posible documentar rigurosamente bajo las condiciones actuales de acceso a la información pública.
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Estos hechos reflejan patrones previa-
mente advertidos por la Red Sin Violencia 
LGBTIQ+126 en relación con el denominado 
“prejuicio instrumental”. Este término se 
entiende como situaciones en las que las 
personas LGBTIQ+ son seleccionadas como 
víctimas al ser percibidas como particular-
mente vulnerables o expuestas frente a la 
comisión de determinados delitos, incluidos 
aquellos motivados por fines económicos.

Por su parte, los crímenes contra muje-
res trans ocurrieron mayoritariamente 
(45 %) en espacios públicos, incluyendo 
calles, medios de transporte, ríos, playas y 
campos o lotes baldíos. En estos casos, el 
arma de fuego fue el medio más utiliza-
do para perpetrar los hechos (42 %). En 
relación con las mujeres cis lesbianas, los 
hechos se registraron principalmente en 
espacios abiertos, como calles, medios de 
transporte y campos o lotes baldíos (78 %), 
y en la mayoría de los casos fueron per-
petrados con arma de fuego (89 %). En el 
caso de los hombres trans, también se ob-
serva una mayor ocurrencia de los hechos 
en espacios públicos (33 %), así como una 
mayor utilización de armas de fuego (50 
%). Respecto de las mujeres cis bisexua-
les, se documentaron dos víctimas; am-
bos crímenes ocurrieron en espacios abier-
tos, calles o medios de transporte. En uno 
de los casos se utilizó un arma de fuego, 
mientras que en el otro no fue posible de-
terminar el medio empleado.

Asimismo, se documentó que en el 24 % de 
los homicidios las víctimas fueron some-

tidas a múltiples formas de violencia, y en 
el 19 % de los casos se identificaron indicios 
de tortura. En conjunto, estos elementos re-
flejan niveles de sevicia y brutalidad en la 
violencia ejercida contra los cuerpos de las 
personas LGBTIQ+.

Desde una perspectiva interseccional, se 
identificaron 10 personas defensoras de 
derechos humanos, lo que resulta especial-
mente preocupante por el rol que desempe-
ñan en la promoción y protección de dere-
chos y su afectación a las comunidades de las 
que forman parte. Asimismo, 2 víctimas eran 
personas migrantes de otros países. Esto vi-
sibiliza la intersección de factores que pue-
den incrementar la exposición a la violencia.

En cuanto a las ocupaciones, se registra-
ron 6 víctimas que ejercían el trabajo se-
xual y 6 que se desempeñaban como esti-
listas. Además, 8 personas se encontraban 
en condición de empleo formal, mientras 
que 13 eran comerciantes o trabajaban de 
manera independiente. Respecto del ori-
gen étnico, 12 de las víctimas eran afrodes-
cendientes. Estos casos fueron perpetrados 
mayormente en Valle del Cauca (6).

En relación con las personas agresoras, 
entre aquellos casos en los que se cuen-
ta con información sobre su identidad de 
género, se identificó que 36 correspon-
dían a hombres cis y 1 a una mujer trans. 
En cuanto a la situación de las personas 
agresoras, se registró 1 persona detenida en 
flagrancia, 23 en prisión preventiva y 11 con 

126		 Ver más en: https://sinviolencia.lgbt/informe-anual-homicidios-de-personas-lgbti-en-lac-2023/ 
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sentencia condenatoria. Asimismo, 2 perso-
nas se encuentran prófugas.

Respecto del estado de los casos, según la 
información disponible, 48 se encuentran 
en etapa de investigación, 23 en juicio y 1 
fue archivado. Asimismo, se registraron 6 
casos con sentencia condenatoria.

Entre los casos documentados, se destaca el 
de S.M, una mujer trans de 32 años víc-
tima de violencia letal en Colombia, cuyo 
caso trascendió el ámbito individual para 
convertirse en un referente de la lucha por 
los derechos de las personas trans y en un 
llamado urgente a fortalecer las medidas de 
prevención, protección y acceso a la justicia. 
El crimen ocurrió en abril de 2025 en el mu-
nicipio de Bello, Antioquia, específicamente 
en el sector de Playa Rica. 

Este caso refleja dinámicas de violencia 
contra mujeres trans que han sido docu-
mentadas de manera reiterada por Colom-
bia Diversa.127 El patrón se caracteriza por el 
uso de violencia extrema y ejemplarizante, 
la ocurrencia en espacios públicos, la revic-

127		 Colombia Diversa. Boletín de homicidios contra personas LGBTIQ+ 2023. 2024. https://colombiadiversa.org/informe/bo-
letin-de-homicidios-contra-personas-lgbtiq/ 

128		 Alejandra Ortiz Molano, Sara Millerey, un año después: Colombia sigue en deuda ante la violencia contra mujeres trans, 
El Espectador. 2026.  https://www.elespectador.com/genero-y-diversidad/la-disidencia/sara-millerey-un-ano-des-
pues-colombia-sigue-en-deuda-ante-la-violencia-contra-mujeres-trans/

129		 BBC News Mundo. Sara Millerey: El brutal asesinato de una mujer trans que provocó una oleada de rechazo a la transfobia en 
Colombia. 2025. https://www.bbc.com/mundo/articles/cg41195wv6no 

timización mediática, las dificultades para 
el acceso efectivo a la justicia y el alto nivel 
de impunidad.

Este hecho se inscribe en un contexto local 
caracterizado por la presencia de estruc-
turas delincuenciales, altos índices de vio-
lencia urbana y profundas desigualdades 
sociales, condiciones que afectan de mane-
ra particular a poblaciones históricamente 
vulnerabilizadas como las personas trans.128  

El día de los hechos, S. M. fue atacada por 
varias personas, quienes le propinaron 
golpes severos que le causaron más de 30 
fracturas en brazos, piernas y costillas. Pos-
teriormente, fue arrojada con vida a la que-
brada, donde permaneció agonizando du-
rante un periodo prolongado.129 Los hechos 
ocurrieron a plena luz del día, en un espa-
cio público, frente a otras personas que, en 
su mayoría, no intervinieron. Parte de lo 
ocurrido fue grabado en video y difundido 
posteriormente en redes sociales. Vecinas y 
vecinos alertaron finalmente a las autori-
dades. S. fue rescatada por los organismos 
de emergencia y trasladada a un centro 
hospitalario, donde falleció horas después 
debido a la gravedad de las lesiones.
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El proceso judicial se encuentra en curso. 
Los presuntos responsables han sido impu-
tados por los delitos de homicidio agrava-
do, concierto para delinquir130 y tortura. Sin 
embargo, pese a las solicitudes de la repre-
sentación legal de la familia, de la Defenso-
ría del Pueblo y de organizaciones de dere-
chos humanos, el caso no ha sido tipificado 
como feminicidio, decisión que ha genera-
do fuertes críticas.131  

Su caso se ha convertido en un símbolo del 
transfeminicidio en Colombia, evidencian-
do de manera cruda la deuda histórica del 
Estado y de la sociedad frente a la protec-
ción de la vida y la dignidad de las mujeres 
trans. Por ello, el proyecto de Ley Integral 
Trans, fue nombrada como ley Sara Mille-
rey, para garantizar derechos fundamenta-
les y buscando que ser una persona trans en 
Colombia no sea una condena.

130		 En Colombia, el delito de concierto para delinquir está tipificado en el artículo 340 del Código Penal y se configura 
cuando varias personas se ponen de acuerdo con el propósito de cometer delitos. Su gravedad radica en que sanciona 
no solo la comisión efectiva de un delito específico, sino la existencia de una asociación o acuerdo previo orientado a 
delinquir principalmente en el marco del crimen armado organizado.

131		  Caribe Afirmativo. El espejo de una sociedad enferma: A Sara Millerey González no solo la mataron. 2025. https://www.cari-
beafirmativo.lgbt/el-espejo-de-una-sociedad-enferma-a-sara-millerey-gonzalez-no-solo-la-mataron/ 
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10
Conclusiones
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Los hallazgos presentados en este informe 
permiten afirmar que la violencia letal con-
tra las personas LGBTIQ+ continúa siendo 
una realidad permanente en América Latina 
y el Caribe. Una lectura regional de la violen-
cia es posible gracias al trabajo articulado de 
los observatorios que integran la Red, lo que 
facilita la identificación 
de las características es-
tructurales de discrimi-
nación y exclusión que 
trascienden las fronteras 
nacionales. Asimismo, 
ayuda a identificar los 
patrones y rasgos co-
munes que configuran 
la violencia letal contra 
las personas LGBTIQ+, 
sin perder de vista las 
particularidades de cada 
contexto. Este enfoque 
contribuye a consolidar 
una respuesta colecti-
va regional, al reconocer 
que más allá de las ci-
fras nacionales es nece-
sario analizar cómo los 
contextos sociopolíticos, 
normativas y prácticas 
culturales influyen en los 
riesgos de la violencia. 

Si bien durante 2025 se 
registró una disminu-
ción en el número total 
de víctimas documenta-
das respecto del año anterior, esta reducción 
debe interpretarse con cautela, puesto que, la 
capacidad de monitorear y documentar los 
homicidios contra personas LGBTIQ+ con-

tinúa viéndose afectada por múltiples facto-
res. Entre ellos se evidencian las restricciones 
al espacio cívico, el deterioro de la libertad de 
expresión y las acciones de vigilancia, hosti-
gamiento y judicialización contra organiza-
ciones de la sociedad civil, periodistas y per-
sonas defensoras. Estas circunstancias han 

reducido las capacidades 
de documentación, in-
vestigación y monitoreo, 
afectando la disponibili-
dad de información para 
registrar la violencia 
letal y exigir rendición 
de cuentas. En conse-
cuencia, la resistencia 
colectiva, como la que 
articula la Red Sin Vio-
lencia, que sostiene la 
producción rigurosa, 
metódica e indepen-
diente de los datos, re-
presenta un escenario 
de disputa frente a las 
limitaciones descritas y 
al avance de estrategias 
conservadoras y anti-
derechos en la región.

El análisis refleja que 
la violencia letal contra 
las personas LGBTIQ+ 
no ocurre de manera 
aislada, sino que se en-
cuentra estrechamente 
vinculada con formas 

estructurales de discriminación, exclusión e 
impunidad. La persistencia de prejuicios ha-
cia las orientaciones sexuales, identidades 
y expresiones de género diversas continúa 

Durante 2025, América 
Latina y el Caribe 

atravesó procesos 
políticos marcados 
por la polarización, 
el debilitamiento de 
la confianza en las 

instituciones democráticas 
y una creciente centralidad 

de las agendas de seguridad 
y control social. En este 

contexto, los debates 
sobre igualdad, inclusión 

y derechos humanos 
perdieron visibilidad en 

distintos países. De forma 
simultánea, los discursos 
autoritarios, antiderechos 
y antigénero encontraron 

nuevos espacios de 
amplificación, especialmente 

en entornos digitales. 
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configurando escenarios de vulnerabilidad 
que afectan el ejercicio pleno de derechos. 

Durante 2025, América Latina y el Caribe 
atravesó procesos políticos marcados por 
la polarización, el debilitamiento de la con-
fianza en las instituciones democráticas y 
una creciente centralidad 
de las agendas de segu-
ridad y control social. En 
este contexto, los deba-
tes sobre igualdad, inclu-
sión y derechos humanos 
perdieron visibilidad en 
distintos países. De for-
ma simultánea, los dis-
cursos autoritarios, an-
tiderechos y antigénero 
encontraron nuevos es-
pacios de amplificación, especialmente en 
entornos digitales. Estas narrativas no solo 
contribuyen a legitimar prácticas discrimi-
natorias, sino que también generan condi-
ciones que favorecen la estigmatización y la 
violencia.

Resulta preocupante que también se hayan 
profundizado las restricciones al espacio 
cívico en distintos países de la región. Las 
limitaciones impuestas a organizaciones 
de la sociedad civil, personas defensoras de 
derechos humanos y medios de comunica-
ción afectan directamente la capacidad de 
documentar violaciones de derechos hu-
manos, acompañar a las víctimas y exigir 
rendición de cuentas a los Estados.

Las características de los homicidios docu-
mentados muestran que la violencia letal 

no afecta de la misma manera a todas las 
personas LGBTIQ+, sino que presenta ele-
mentos diferenciados según la orientación 
sexual y la identidad de género de las víc-
timas. Las mujeres trans continúan siendo 
uno de los grupos sobre el que se registran 
más casos, principalmente hechos perpe-

trados mediante armas 
de fuego y en espacios 
públicos. No obstante, 
el análisis también evi-
dencia variaciones, en 
Honduras, por ejem-
plo, se identifica una 
particularidad: el uso 
de objetos cortantes 
o punzantes presenta 
una mayor incidencia 
en los homicidios de 

mujeres trans (40 %). Esta diferencia pone 
de manifiesto que, si bien existen patrones 
regionales de violencia letal, las dinámicas 
de violencia también responden a contex-
tos nacionales específicos que requieren 
análisis diferenciados.

Sobre los hombres cis gay, por su par-
te, se continúa registrando homicidios 
ocurridos particularmente en domicilios 
particulares y mediante el uso de obje-
tos cortantes o punzantes, aunque estas 
tendencias presentan variaciones entre 
subregiones. Mientras que en la subregión 
andina y en México sus homicidios ocurren 
mayoritariamente en domicilios particula-
res y mediante el uso de objetos cortantes 
o punzantes, en Centroamérica se observa 
una mayor concentración de hechos en es-
pacios públicos y con armas de fuego.

Las mujeres trans 
continúan siendo uno de 
los grupos sobre el que 
se registran más casos, 
principalmente hechos 
perpetrados mediante 
armas de fuego y en 
espacios públicos.
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Los casos documentados de mujeres cis 
lesbianas, hombres cis bisexuales y hom-
bres trans muestran igualmente una mar-
cada presencia de crímenes cometidos en 
espacios públicos y mediante el uso de ar-
mas de fuego.

Asimismo, los hallazgos evidencian que la 
violencia letal impacta principalmente so-
bre personas jóvenes y adultas jóvenes. El 
análisis también revela la persistencia de 
formas extremas de violencia que trascien-
den la privación de la vida. Los casos docu-
mentados incluyen situaciones de tortura, 
múltiples agresiones, ensañamiento y tra-
tamientos deshumanizantes sobre los cuer-
pos de las víctimas. Estos ataques, que bus-
can exhibir el poder de quienes lo perpetran 
y enviar mensajes de intimidación, castigo 
y disciplinamiento, constituyen también 
expresiones de una espectacularización de 
la violencia. Cuando estos hechos se dirigen 
contra una persona debido a su orientación 
sexual, expresión o identidad de género, la 
violencia puede adquirir un carácter ejem-
plarizante, orientado a reforzar normas so-
ciales de exclusión y control. 

La situación resulta aún más preocupante 
cuando se analizan las experiencias de per-
sonas que enfrentan múltiples sistemas de 
opresión y discriminación. En estos casos, la 
violencia por prejuicio se articula con otros 
factores de vulnerabilidad, como el ejercicio 
del trabajo sexual u otras ocupaciones que 
implican una mayor visibilidad de la identi-
dad de género y orientación sexual diversa, 
la defensa de derechos humanos, la situa-
ción migratoria, la pertenencia étnicoracial 

o la residencia en territorios afectados por 
el conflicto armado y la presencia de estruc-
turas criminales. La convergencia de estos 
factores incrementa la exposición a la vio-
lencia letal y profundiza las barreras para 
acceder a la protección y a la justicia. 

Las importantes limitaciones en la informa-
ción disponible sobre las personas agresoras 
constituyen, en sí mismas, una expresión de 
las dificultades que persisten para investi-
gar y comprender integralmente la violen-
cia letal contra las personas LGBTIQ+ con el 
objetivo de avanzar hacia la prevención de 
estos hechos. No obstante, en aquellos ca-
sos donde fue posible relevar información, 
se observa que la mayoría de las personas 
agresoras identificadas son hombres cis-
género y, en términos generales, personas 
jóvenes. Aunque esta información es insu-
ficiente para establecer generalizaciones, 
estos hallazgos refuerzan la necesidad de 
profundizar el análisis sobre el papel que las 
masculinidades hegemónicas pueden des-
empeñar en la reproducción de la violencia 
letal contra las personas LGBTIQ+. 

Asimismo, las características documen-
tadas en numerosos homicidios, como la 
sevicia, el ensañamiento y otras formas 
de violencia extrema ejercidas sobre los 
cuerpos de las víctimas, evidencian que, 
en muchos de estos hechos, la violencia 
trasciende la privación de la vida. Estas 
prácticas permiten comprender cómo el 
prejuicio puede manifestarse en la for-
ma en que se ejecuta la violencia, con-
virtiendo al cuerpo en un espacio de 
castigo, disciplinamiento y deshumani-
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zación. Además, se evidencian prácticas 
en las que las personas LGBTIQ+ son elegi-
das como víctimas por ser percibidas como 
particularmente vulnerables o expuestas a 
la comisión de determinados delitos.

Por otra parte, los hallazgos muestran una 
creciente presencia de dinámicas asociadas 
al crimen organizado y el uso de armas de 
fuego. En numerosos casos, los homicidios 
ocurrieron en contextos marcados por dis-
putas territoriales, extorsiones y control so-
cial ejercido por grupos armados.

La respuesta estatal continúa siendo insufi-
ciente. La elevada proporción de casos que 
permanecen en investigación, junto con el 
reducido número de sentencias condenato-
rias identificadas, evidencia las dificultades 
persistentes para garantizar verdad, justicia 
y reparación.

Frente a este escenario, resulta indispen-
sable que los Estados fortalezcan sus sis-
temas de registro y producción de infor-
mación sobre violencia contra personas 
lesbianas, gays, bisexuales, trans, intersex 

y queer. Contar con datos oficiales, desa-
gregados, completos, comparables, con 
notas metodológicas y accesibles cons-
tituye una condición fundamental para 
comprender la magnitud del problema, 
diseñar políticas públicas efectivas de pre-
vención y evaluar el impacto de las medi-
das adoptadas. La ausencia de información 
no implica ausencia de violencia; por el con-
trario, suele convertirse en un factor adicio-
nal de invisibilización e impunidad.

La persistencia de la violencia letal contra 
personas LGBTIQ+ en la región recuerda 
que la igualdad formal y los avances nor-
mativos, aunque indispensables, resul-
tan insuficientes cuando no se traducen 
en transformaciones sociales y culturales 
capaces de garantizar el derecho a la vida 
de todas las personas. Mientras continúen 
reproduciéndose las condiciones estruc-
turales que sostienen la discriminación, la 
exclusión y la impunidad, la violencia se-
guirá constituyendo una de las expresio-
nes más graves de la desigualdad que en-
frentan las personas LGBTIQ+ en América 
Latina y el Caribe.
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11
Recomendaciones
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11.1 Recomendaciones
regionales
 
Fortalecer la producción
de información oficial

Los Estados deben desarrollar sistemas de 
información que permitan registrar, sis-
tematizar y publicar datos sobre violencia 
letal contra personas LGBTIQ+. Estos sis-
temas deben incorporar variables sobre 
orientación sexual, identidad de género, 
así como información relacionada con las 
circunstancias de los hechos, las caracterís-
ticas de las víctimas, de las personas agre-
soras y el avance de los procesos judiciales. 
De la misma forma, deben promover meca-
nismos de interoperabilidad entre institu-
ciones de seguridad, justicia, salud y dere-
chos humanos para mejorar la calidad de 
la información y facilitar la formulación de 
políticas públicas de prevención, sanción y 
reparación basadas en evidencia.

Coordinación entre el Estado 
y la sociedad civil para la producción 
de información 

Se sugiere a los Estados establecer meca-
nismos institucionales de diálogo y coope-
ración entre las entidades responsables de 
producir información oficial y las organiza-
ciones de la sociedad civil y comunitarias 
que documentan casos de violencias hacia 
las personas LGBTIQ+, con el fin de forta-
lecer los sistemas de registro, mejorar la ca-
lidad de los datos y garantizar que las po-
líticas públicas respondan a las realidades 
documentadas en los territorios.

Disminuir la impunidad de casos de 
violencia letal

Las fiscalías y sistemas de justicia deben 
fortalecer los procesos de investigación y 
judicialización de casos de violencia contra 
personas LGBTIQ+, incorporando meto-
dologías que permitan identificar posibles 
motivaciones basadas en prejuicio y ana-
lizar factores estructurales asociados a la 
violencia. Es fundamental garantizar que 
las investigaciones incluyan, desde sus pri-
meras etapas, la hipótesis de violencia mo-
tivada por prejuicio, evitando que esta di-
mensión quede invisibilizada. Ello requiere 
la adopción de protocolos especializados, 
la capacitación permanente de personas 
operadoras de justicia y la implementación 
de mecanismos de seguimiento que permi-
tan evaluar la calidad y resultados de las 
investigaciones y sanciones. Desde la Red, 
sugerimos que estos procesos se nutran de 
los Lineamientos Latinoamericanos para la in-
vestigación penal de muertes violentas por pre-
juicio hacia personas LGBTIQ+, actualmen-
te en construcción junto con la Oficina del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos (OACNUDH). 
Asimismo, se recomienda que se adapten 
en cada país para asegurar su pertinencia y 
efectividad.
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Proteger a las personas LGBTIQ+ 
frente a la violencia de grupos 
armados, organizaciones criminales 
y agentes estatales 

Los Estados deben adoptar medidas inte-
grales para proteger a las personas LGB-
TIQ+ frente a la violencia ejercida tanto por 
grupos armados, organizaciones criminales 
y economías ilícitas como por integrantes 
de las fuerzas de seguridad. Ello requiere 
incorporar un enfoque diferencial en las 
políticas de seguridad, fortalecer los meca-
nismos de alerta temprana y garantizar me-
didas de protección integrales, adaptadas a 
las necesidades y riesgos específicos de las 
personas LGBTIQ+, más allá de respuestas 
centradas exclusivamente en la seguridad 
física. Asimismo, deben garantizar inves-
tigaciones independientes e imparciales 
cuando existan indicios de participación de 
agentes estatales en hechos de violencia, 
así como la sanción efectiva de las personas 
responsables. 
 

Garantizar el espacio cívico y la labor 
de defensa de derechos humanos

Los Estados deben asegurar condiciones 
que permitan el funcionamiento de orga-
nizaciones de derechos humanos y de per-
sonas LGBTIQ+, reconociendo su papel en 
la documentación de casos y el acompaña-
miento a víctimas. Para ello, deben eliminar 
restricciones que afecten la libertad de aso-
ciación y expresión, establecer mecanismos 
de protección para personas defensoras y 
promover espacios de participación en el 
diseño, implementación y evaluación de 
políticas públicas.

Prevenir los discursos 
discriminatorios y la desinformación 

Los gobiernos deben desarrollar estrate-
gias orientadas a identificar, monitorear y 
prevenir discursos discriminatorios y cam-
pañas de desinformación dirigidas contra 
personas LGBTIQ+. Estas acciones deben 
incluir mecanismos de respuesta institucio-
nal, transformación cultural, programas de 
educación y sensibilización, así como me-
didas para promover el respeto de los dere-
chos humanos en medios de comunicación, 
plataformas digitales y espacios públicos, 
especialmente durante procesos electorales 
y coyunturas de alta polarización.
 

Fortalecer las políticas
públicas LGBTIQ+

Los Estados deben garantizar que las polí-
ticas públicas dirigidas a fortalecer la par-
ticipación social, política y económica de 
personas LGBTIQ+ cuenten con recursos, 
indicadores de seguimiento, mecanismos 
de evaluación y planes de implementación 
territorial. De la misma manera, se debe 
robustecer la coordinación interinstitucio-
nal para asegurar que estas políticas con-
tribuyan a reducir las barreras de acceso a 
derechos y los factores que incrementan la 
exposición a la violencia.
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11.2 Recomendaciones por país

Fortalecer la prevención de la violencia por prejuicio 
contra personas LGBTIQ+

Las autoridades federales y estatales deben diseñar e implementar 
estrategias integrales de prevención de la violencia por prejuicio 
contra personas LGBTIQ+, sustentadas en evidencia y adaptadas 
a los distintos patrones de riesgo identificados para cada pobla-
ción. Estas estrategias deben contemplar medidas específicas para 
hombres cis gay, mujeres trans y otras poblaciones LGBTIQ+, así 
como para quienes habitan territorios afectados por el crimen or-
ganizado y otras formas de violencia armada. Asimismo, el Estado 
debe promover investigaciones que analicen la relación entre los 
homicidios de personas LGBTIQ+, la violencia de género, el crimen 
organizado, los discursos y movimientos antiderechos y otros fac-
tores estructurales que incrementan su vulnerabilidad, con el fin 
de orientar acciones preventivas y fortalecer las políticas públicas.

Fortalecer la investigación y sanción 

Las fiscalías estatales y la Fiscalía General de la República deben ga-
rantizar investigaciones con debida diligencia reforzada sobre los 
homicidios de personas LGBTIQ+, aplicando protocolos especia-
lizados que permitan identificar posibles móviles basados en pre-
juicio por orientación sexual, identidad y expresión de género. Para 
ello, resulta indispensable fortalecer la coordinación entre fiscalías, 
poderes judiciales, instituciones de seguridad y organismos públi-
cos de derechos humanos, promoviendo el intercambio de infor-
mación y buenas prácticas para la investigación, judicialización y 
seguimiento de los casos. Asimismo, el Estado debe garantizar pro-
cesos permanentes de formación dirigidos a ministerios públicos, 
policías, peritos y personal judicial para eliminar prácticas discri-
minatorias durante las investigaciones y asegurar el acceso efectivo 
a la justicia para las víctimas, sus familiares y sus familias sociales.

México
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Fortalecer el marco jurídico para la protección
de las personas LGBTIQ+

Las autoridades federales, los congresos estatales y los poderes 
legislativos competentes deben avanzar en la armonización de 
los marcos jurídicos para garantizar estándares mínimos de pro-
tección de los derechos de las personas LGBTIQ+ en todo el país. 
En particular, resulta prioritario impulsar la homologación y tipi-
ficación del transfeminicidio en todas las entidades federativas, 
acompañada de lineamientos especializados para su investigación 
y sanción, así como reducir las diferencias normativas existentes 
entre los estados que limitan el reconocimiento y la protección 
efectiva de los derechos de las personas trans.

Fortalecer los sistemas de información y reducir
el subregistro

Las instituciones encargadas de la procuración de justicia, la segu-
ridad pública, los derechos humanos y la producción de estadísti-
cas oficiales deben desarrollar y fortalecer sistemas integrales de 
recopilación, interoperabilidad y análisis de información sobre la 
violencia contra personas LGBTIQ+, incorporando variables desa-
gregadas sobre orientación sexual, identidad y expresión de géne-
ro desde un enfoque interseccional. Estos sistemas deben generar 
información confiable y comparable entre entidades federativas, 
facilitar el análisis de las dinámicas de violencia motivada por pre-
juicio y servir como base para la formulación, seguimiento y eva-
luación de políticas públicas orientadas a la prevención, investiga-
ción, sanción y reparación de estas violencias.

Fortalecer la investigación especializada 
de los homicidios contra personas LGBTIQ+

El Ministerio Público debe institucionalizar y fortalecer una uni-
dad especializada de investigación de crímenes contra personas 
LGBTIQ+, dotándola de recursos humanos, técnicos y presupues-
tales suficientes para investigar de manera exclusiva los delitos co-
metidos contra esta población. Esta unidad debe aplicar obligato-
riamente protocolos de investigación con enfoque diferencial que 

Guatemala
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permitan identificar y documentar posibles móviles basados en 
prejuicio por orientación sexual, identidad y expresión de género, 
evitando la invisibilización de estos delitos y garantizando investi-
gaciones diligentes, imparciales y libres de discriminación.

Fortalecer el marco normativo para la protección
de los derechos de las personas LGBTIQ+

El Congreso de la República debe promover las reformas legislati-
vas necesarias para fortalecer la respuesta estatal frente a la vio-
lencia basada en prejuicio. En particular, se recomienda avanzar en 
la tipificación de los crímenes motivados por prejuicio en el Código 
Penal y aprobar una ley de identidad de género que garantice el 
reconocimiento legal de las personas trans. Estas medidas contri-
buirían a mejorar el acceso a la justicia, evitar el subregistro y el 
borrado estadístico de las víctimas trans en los registros oficiales y 
adecuar la legislación nacional a los estándares internacionales de 
derechos humanos.

Garantizar el reconocimiento adecuado de la identidad
de las víctimas y mejorar los sistemas de información

El Registro Nacional de las Personas, el Instituto Nacional de Cien-
cias Forenses (INACIF), el Ministerio Público y las demás entidades 
responsables de los registros administrativos deben adoptar pro-
tocolos que aseguren el respeto de la identidad de género de las 
víctimas durante todas las actuaciones institucionales. Además, 
deben incorporar variables sobre orientación sexual, identidad y 
expresión de género en los sistemas de información sobre homici-
dios y otras formas de violencia, garantizando la confidencialidad 
y protección de datos personales para producir estadísticas confia-
bles que orienten el diseño de políticas públicas.

Implementar un programa integral de reparación
para víctimas y familiares

La Comisión Presidencial por la Paz y los Derechos Humanos (CO-
PADEH), en coordinación con el Ministerio Público, el Ministerio 
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de Salud Pública, Asistencia Social y demás entidades competen-
tes, debe diseñar e implementar un programa nacional de repara-
ción para víctimas de violencia basada en prejuicio y sus familiares 
o grupos de convivencia. Este programa debe contemplar medidas 
de reparación integral, incluyendo restitución económica cuando 
corresponda, atención psicosocial especializada, asistencia jurí-
dica, medidas de satisfacción y actos públicos de reconocimiento 
que dignifiquen la memoria de las personas LGBTIQ+ asesinadas y 
contribuyan a las garantías de no repetición.

Fortalecer las acciones de prevención
de la violencia basada en prejuicio

El Ministerio de Gobernación, la Policía Nacional Civil, el Ministe-
rio de Educación y la COPADEH deben desarrollar estrategias per-
manentes de prevención de la violencia contra personas LGBTIQ+. 
Esto implica incorporar procesos obligatorios de formación para 
personas funcionarias públicas sobre derechos humanos, diversi-
dad sexual, identidad y expresión de género, así como campañas 
nacionales dirigidas a reducir el estigma, combatir los discursos de 
odio y promover una cultura de respeto e igualdad.

Fortalecer la coordinación institucional
y el monitoreo de la violencia

El Estado debe establecer mecanismos permanentes de coordina-
ción entre el Ministerio Público, la Policía Nacional Civil, el INACIF, 
el Registro Nacional de las Personas, la COPADEH y las organiza-
ciones de la sociedad civil para intercambiar información, moni-
torear los casos de homicidio contra personas LGBTIQ+ y evaluar 
periódicamente la implementación de las políticas públicas orien-
tadas a prevenir, investigar, sancionar y reparar estas violencias. 
Esta articulación debe incluir mecanismos de seguimiento con in-
dicadores verificables y espacios de participación efectiva de las 
organizaciones LGBTIQ+ en la formulación y evaluación de las po-
líticas públicas.
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Garantizar el cumplimiento integral de las sentencias 
Vicky Hernández y otras vs. Honduras 
y Leonela Zelaya vs. Honduras

El Estado debe avanzar en la implementación plena y efectiva de las 
medidas de reparación ordenadas por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en ambos casos, incorporando acciones de pre-
vención, reparación integral, capacitación institucional y garantías 
de no repetición. En particular, debe adoptar medidas para erradi-
car la violencia y la discriminación contra las personas trans, asegu-
rar investigaciones diligentes con perspectiva de género, reconocer 
y respetar la identidad de género en todas las actuaciones estatales 
y fortalecer los mecanismos de rendición de cuentas frente a abu-
sos cometidos por agentes estatales. En consecuencia, debe esta-
blecer mecanismos de seguimiento con indicadores y evaluaciones 
periódicas que permitan verificar el cumplimiento de las obligacio-
nes derivadas de ambas sentencias y garantizar que sus estándares 
sean incorporados de manera transversal en las políticas públicas, 
los protocolos de actuación y las prácticas institucionales.

Fortalecer las capacidades de investigación criminal

Las autoridades encargadas de la investigación penal deben incor-
porar herramientas de análisis de contexto, enfoques de género y 
diversidad sexual en los procesos de investigación de homicidios y 
otras violencias contra personas LGBTIQ+. Esto incluye fortalecer 
capacidades técnicas, mejorar la coordinación entre instituciones 
y garantizar la adecuada recolección y valoración de pruebas.

Implementar medidas de prevención frente a discursos 
discriminatorios

Las instituciones públicas deben desarrollar estrategias orientadas 
a prevenir expresiones y narrativas que promuevan la discrimina-
ción o exclusión de personas LGBTIQ+, especialmente en espacios 
políticos, religiosos y comunitarios. Estas medidas deben incluir 
acciones de sensibilización, monitoreo y promoción de los dere-
chos humanos.

Honduras
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Crear mecanismos de protección para personas 
defensoras LGBTIQ+

El Estado debe fortalecer los programas de protección dirigidos a 
personas defensoras de derechos humanos y liderazgos comunita-
rios LGBTIQ+, incorporando evaluaciones de riesgo, rutas de aten-
ción y medidas específicas para contextos electorales o escenarios 
de conflictividad política.
 

Fortalecer la investigación y sanción de los delitos 
cometidos contra personas LGBTIQ+

Se recomienda que la Fiscalía General de la República fortalezca 
los mecanismos especializados para la investigación de delitos co-
metidos contra personas LGBTIQ+, incorporando protocolos que 
permitan identificar y documentar posibles motivaciones basadas 
en prejuicio por orientación sexual, identidad y expresión de gé-
nero. Asimismo, debe garantizar investigaciones diligentes, impar-
ciales, oportunas y libres de discriminación, mediante la capacita-
ción permanente del personal fiscal, pericial y técnico en derechos 
humanos, diversidad sexual y estándares internacionales sobre in-
vestigación de crímenes motivados por prejuicio.

Garantizar el respeto de los derechos humanos en las 
políticas de seguridad y prevenir la violencia institucional

Las autoridades deben revisar y evaluar el impacto de las políti-
cas y operativos de seguridad sobre las personas LGBTIQ+, garan-
tizando que las actuaciones estatales respeten el debido proceso, 
la integridad personal, el acceso a la justicia y los demás derechos 
fundamentales. En este marco, la Policía Nacional Civil debe im-
plementar procesos obligatorios y permanentes de formación en 
derechos humanos, diversidad sexual, identidad y expresión de 
género, así como en la aplicación de protocolos para la atención de 
víctimas y la prevención de la violencia basada en prejuicio. Adi-
cionalmente, el Estado debe desarrollar estrategias integrales para 
prevenir y atender prácticas discriminatorias y otras formas de 
violencia institucional dentro de las entidades públicas, especial-
mente aquellas que afectan de manera desproporcionada a muje-
res trans y juventudes LGBTIQ+.

El Salvador
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Fortalecer los mecanismos de supervisión y rendición
de cuentas del Estado

El Estado debe fortalecer los mecanismos internos y externos de 
supervisión frente a denuncias de violencia, hostigamiento o dis-
criminación cometidas por agentes de seguridad y otras personas 
funcionarias públicas. Asimismo, debe promover la creación o el 
fortalecimiento de mecanismos independientes de monitoreo que 
permitan documentar, recibir, investigar y dar seguimiento a de-
nuncias de violaciones de derechos humanos contra personas 
LGBTIQ+, garantizando independencia funcional, transparencia y 
procedimientos accesibles para las víctimas.

Mejorar los sistemas de información y producción
de estadísticas

El Instituto de Medicina Legal y las entidades responsables de pro-
ducir estadísticas oficiales deben incorporar variables relaciona-
das con orientación sexual, identidad y expresión de género en los 
registros de homicidios y otras formas de violencia, respetando los 
principios de confidencialidad, consentimiento informado y pro-
tección de datos personales. La producción de información desa-
gregada permitirá dimensionar con mayor precisión la violencia 
contra las personas LGBTIQ+ y diseñar políticas públicas basadas 
en evidencia.

Garantizar el acceso a la justicia y la reparación integral

El Estado debe fortalecer los mecanismos de acceso a la justicia 
y garantizar una reparación integral para las víctimas, familiares 
y grupos de convivencia de personas LGBTIQ+ asesinadas. Esto 
incluye asegurar acompañamiento jurídico y psicosocial durante 
todo el proceso, adoptar medidas de reparación material y simbó-
lica, combatir la impunidad y reconocer públicamente la gravedad 
de la violencia basada en prejuicio y su impacto sobre las comuni-
dades afectadas.
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Fortalecer el marco normativo de protección de los 
derechos de las personas LGBTIQ+

El Estado debe avanzar en la aprobación e implementación de una 
legislación integral contra la discriminación que reconozca expre-
samente la orientación sexual, la identidad y la expresión de géne-
ro como categorías protegidas. Asimismo, debe fortalecer el reco-
nocimiento legal de los derechos de las personas trans y adecuar el 
marco jurídico nacional a los estándares internacionales de dere-
chos humanos, con el fin de reducir las condiciones de vulnerabili-
dad estructural que enfrenta esta población.

Garantizar condiciones para la labor de las organizaciones 
de la sociedad civil

Las autoridades deben asegurar condiciones que permitan el tra-
bajo seguro e independiente de las organizaciones de la sociedad 
civil dedicadas a la documentación de violencias, la asistencia ju-
rídica, el acompañamiento a víctimas y la defensa de los derechos 
de las personas LGBTIQ+. Para ello, deben garantizar el acceso a 
información pública, la libertad de asociación, la protección fren-
te a represalias y la participación efectiva de estas organizaciones 
en los espacios de diálogo, formulación, implementación y evalua-
ción de políticas públicas.
 
 
Restablecer las garantías para la libertad de asociación

El Estado debe adoptar medidas que permitan el funcionamiento 
de organizaciones que trabajan en derechos humanos y diversidad 
sexual, garantizando su capacidad para desarrollar actividades de 
documentación, incidencia y acompañamiento sin restricciones 
incompatibles con los estándares internacionales.

Garantizar investigaciones en casos de muertes violentas

Las autoridades deben asegurar que las muertes violentas o sos-
pechosas de personas LGBTIQ+ sean investigadas mediante pro-
cedimientos que permitan esclarecer los hechos, identificar res-

Nicaragua
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ponsables y determinar posibles motivaciones relacionadas con 
prejuicio o discriminación.

Fortalecer los mecanismos de supervisión institucional

El Estado debe establecer mecanismos que permitan monitorear 
las actuaciones de instituciones policiales y fiscales en casos de 
violencia contra personas LGBTIQ+, promoviendo procesos de 
rendición de cuentas y evaluación de resultados.

Generar información pública y acceso a la justicia

Las autoridades deben producir información periódica sobre vio-
lencia contra personas LGBTIQ+ y garantizar que víctimas y familiares 
cuenten con mecanismos efectivos para acceder a la justicia, recibir in-
formación sobre los procesos y participar en las investigaciones.

 
Aprobar una legislación integral contra la discriminación

El Estado debe avanzar en la adopción de un marco normativo que 
prohíba expresamente la discriminación por orientación sexual, iden-
tidad y expresión de género, estableciendo mecanismos de preven-
ción, atención y reparación frente a vulneraciones de derechos.

Adoptar mecanismos de reconocimiento legal de la 
identidad de género

Las autoridades deben desarrollar procedimientos administrativos 
que permitan el reconocimiento de la identidad de género de las 
personas trans, garantizando el acceso a documentación acorde con 
su identidad y reduciendo barreras en el ejercicio de otros derechos.

Crear protocolos especializados de investigación

Las instituciones de justicia deben adoptar lineamientos específi-
cos para investigar delitos motivados por prejuicio, incorporando 

República
Dominicana
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procedimientos para identificar indicadores de discriminación y 
garantizar una adecuada respuesta institucional.

Reducir barreras para el ejercicio de derechos de 
personas trans

El Estado debe implementar medidas orientadas a eliminar obstá-
culos administrativos e institucionales que limitan el acceso de las 
personas trans a servicios de salud, educación, empleo y protec-
ción social, mediante acciones coordinadas entre diferentes secto-
res gubernamentales.

 
Garantizar la continuidad de los avances en derechos 
humanos
Las instituciones públicas deben asegurar que los procesos de 
transición política y los cambios de gobierno no afecten las obli-
gaciones estatales relacionadas con la protección y garantía de los 
derechos de las personas LGBTIQ+.

Incorporar la prevención de la violencia por prejuicio
Las políticas de seguridad ciudadana deben incluir acciones dirigi-
das a identificar, prevenir y responder a hechos de violencia moti-
vados por prejuicio, fortaleciendo la coordinación entre institucio-
nes de seguridad, justicia y derechos humanos.

Desarrollar estrategias frente a la desinformación
El Estado debe promover acciones orientadas a identificar y con-
trarrestar campañas de desinformación, discursos discriminato-
rios y de odio que circulan durante procesos electorales, mediante 
mecanismos de monitoreo y programas de educación pública.

Fortalecer la recopilación de datos
Las instituciones responsables deben mejorar los sistemas de re-
gistro y seguimiento de casos de violencia contra personas LGB-
TIQ+, incorporando información que permita analizar tendencias, 
identificar riesgos y orientar la respuesta institucional.

 

Bolivia
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Incorporar la protección de personas LGBTIQ+ en las 
estrategias de seguridad

Las políticas de seguridad deben reconocer los riesgos que enfren-
tan las personas LGBTIQ+, especialmente las mujeres trans, en 
contextos de violencia armada y crimen organizado, incorporando 
medidas de prevención, protección, atención y acceso a la justicia 
específicas dentro de los planes nacionales y territoriales.

Fortalecer la implementación de las políticas públicas

Las instituciones responsables deben establecer mecanismos de 
seguimiento, evaluación y rendición de cuentas de las políticas di-
rigidas a personas LGBTIQ+, garantizando recursos para su ejecu-
ción e incorporando indicadores que permitan medir sus resulta-
dos e impactos.

Desarrollar medidas de prevención y protección
para mujeres trans

El Estado debe diseñar e implementar estrategias específicas de 
prevención y protección para mujeres trans expuestas a contextos 
de violencia criminal, incluyendo acciones relacionadas con la pro-
tección integral, seguridad, acceso efectivo a derechos y servicios 
públicos, así como la atención institucional.

Implementar acciones estatales frente a discursos de 
discriminatorios 

Las autoridades deben fortalecer los mecanismos de prevención, 
monitoreo y respuesta frente a expresiones que promuevan la dis-
criminación o la violencia contra personas LGBTIQ+, incorporando 
acciones educativas, campañas de sensibilización y medidas insti-
tucionales de seguimiento.

Ecuador
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Fortalecer los sistemas de registro e investigación de los 
homicidios de personas LGBTIQ+

La Fiscalía General del Estado, el Ministerio del Interior, la Policía 
Nacional del Ecuador y las demás autoridades competentes deben 
fortalecer los sistemas de registro de información sobre la orienta-
ción sexual, identidad y expresión de género de las víctimas, cuan-
do sea posible y pertinente. Asimismo, deben garantizar que las in-
vestigaciones incorporen, desde sus primeras etapas, la hipótesis 
de violencia motivada por prejuicio cuando existan indicios que la 
sustenten, de conformidad con la Constitución de la República del 
Ecuador, los estándares nacionales y los estándares internaciona-
les de derechos humanos.

Fortalecer la respuesta institucional para la prevención, 
investigación y sanción de la violencia contra personas 
LGBTIQ+

El Estado peruano debe fortalecer la coordinación entre la Policía 
Nacional, el Ministerio Público, el Poder Judicial y las entidades de 
derechos humanos para mejorar los procesos de registro, inves-
tigación y judicialización de hechos de violencia contra personas 
LGBTIQ+. Esto incluye la adopción de protocolos especializados, la 
producción de información estadística desagregada y la identifica-
ción de patrones asociados a prejuicio, discriminación y contextos 
de criminalidad organizada, con el fin de orientar las acciones de 
prevención y garantizar el acceso a la justicia.
 

Garantizar la protección y promoción de los derechos 
de las personas LGBTIQ+ mediante políticas públicas y 
servicios estatales

Las autoridades nacionales y territoriales deben fortalecer la im-
plementación de políticas públicas dirigidas a personas LGBTIQ+, 
asegurando la incorporación de los enfoques de diversidad sexual 
y de género en los sectores de salud, educación, protección social 
y atención a víctimas. De igual forma, deben revisar las medidas 
normativas y administrativas que puedan generar barreras de ac-

Perú
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ceso a derechos, garantizando que la actuación estatal se ajuste a 
los estándares nacionales e internacionales de derechos humanos.

Garantizar un entorno favorable para la participación 
social y la defensa de los derechos humanos
El Estado debe asegurar condiciones que permitan el funciona-
miento de organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la defen-
sa de los derechos humanos y de las personas LGBTIQ+, recono-
ciendo su papel en la documentación de casos, el acompañamiento 
a víctimas y el seguimiento de las políticas públicas. Para ello, re-
sulta necesario cuestionar las medidas que limitan su labor, for-
talecer los mecanismos de participación ciudadana y promover 
espacios de diálogo entre instituciones públicas y organizaciones 
sociales para responder a los desafíos relacionados con la violen-
cia, la discriminación y el avance de economías criminales en dis-
tintos territorios.
 
 
Fortalecer la prevención de la violencia letal contra 
personas LGBTIQ+

La Defensoría del Pueblo, a través del Sistema de Alertas Tempranas 
(SAT), debe incorporar el prejuicio por orientación sexual, identi-
dad y expresión de género como un factor estructural de riesgo en 
el análisis y emisión de alertas, ampliando el enfoque más allá de 
la presencia de actores armados. Asimismo, las recomendaciones 
derivadas de las alertas tempranas deben incluir medidas de pre-
vención dirigidas a transformar los contextos de discriminación y 
exclusión, exigiendo a las autoridades nacionales y territoriales la 
implementación de políticas públicas LGBTIQ+, campañas de sen-
sibilización, fortalecimiento de las rutas de atención, prevención 
de la violencia institucional y mecanismos de seguimiento que 
permitan verificar el cumplimiento de las acciones adoptadas.

Garantizar investigaciones penales
con debida diligencia reforzada

La Fiscalía General de la Nación debe fortalecer el Grupo Nacio-
nal de Trabajo para la Investigación de Violencias Fundadas en la 

Colombia
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Orientación Sexual e Identidad de Género (OSIG), garantizando 
recursos suficientes, capacidades técnicas especializadas y presen-
cia territorial para investigar de manera oportuna los homicidios 
contra personas LGBTIQ+. Igualmente, debe asegurar la aplica-
ción uniforme de la Directiva 0006 de 2023 e incorporar de ma-
nera obligatoria variables sobre orientación sexual, identidad y 
expresión de género en el Sistema Penal Oral Acusatorio (SPOA) 
y demás sistemas de información. De igual forma, debe evitar la 
reclasificación de estos casos sin un análisis contextual que con-
sidere posibles móviles basados en prejuicio. Finalmente se reco-
mienda garantizar la participación efectiva de familiares, incluida 
la familia social, y organizaciones acompañantes durante las in-
vestigaciones.

Fortalecer las políticas públicas para la garantía de los 
derechos de las personas LGBTIQ+

El Congreso de la República y el Gobierno nacional deben avanzar 
en el fortalecimiento del marco normativo e institucional para la 
protección de los derechos de las personas LGBTIQ+, mediante la 
aprobación de la Ley Integral Trans y la implementación efectiva 
del Sistema Nacional para la Garantía de los Derechos de la Pobla-
ción LGBTIQ+, el CONPES de política pública LGBTIQ+ y el sistema 
SALVIA. Para ello, es indispensable garantizar la asignación de re-
cursos, la coordinación entre entidades, la implementación terri-
torial y la sostenibilidad de estas herramientas como políticas de 
Estado permanentes, independientemente de modificaciones en la 
estructura administrativa.

Garantizar el acceso a la información
y reducir el subregistro

La Fiscalía General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, la Policía 
Nacional, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Foren-
ses, el DANE y las demás entidades competentes deben fortalecer 
y armonizar sus sistemas de información incorporando variables 
sobre orientación sexual, identidad y expresión de género en los 
registros administrativos, judiciales y forenses, garantizando la 
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calidad, interoperabilidad y transparencia de los datos. También 
deben asegurar el acceso oportuno a información pública estadís-
tica, eliminar barreras injustificadas para su consulta y establecer 
mecanismos de articulación con organizaciones LGBTIQ+ y obser-
vatorios de la sociedad civil para reducir el subregistro, fortalecer 
la rendición de cuentas y promover políticas públicas sustentadas 
en evidencia.

Salvaguarda de datos públicos sobre personas LGTBIQ+

Se requiere implementar una estrategia urgente para preservar los 
datos públicos gubernamentales sobre personas LGBTIQ+, ante el 
riesgo de que sean eliminados, restringidos o descontinuados du-
rante los cambios de gobierno. Asimismo, es necesario hacer se-
guimiento a la forma en que las personas LGBTIQ+ están siendo 
identificadas y clasificadas en el Sistema Estadístico Nacional, con 
el fin de garantizar el uso correcto, coherente y estandarizado de 
las variables de orientación sexual e identidad de género.
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